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INTERPONE ACCIÓN DE AMPARO. - 



 

Señor/a Juez/a: 

 

Dalile ANTÚNEZ, en mi carácter de apoderada de la ASOCIACIÓN CIVIL 

POR LA IGUALDAD Y LA JUSTICIA (ACIJ) según surge del poder cuya copia simple 

se acompaña con la presente, con domicilio real en Av. de Mayo 1161 1° piso de la Ciudad 

Autónoma de Buenos Aires (Zona 2); Natalia GHERARDI, en mi carácter de apoderada 

de ELA – EQUIPO LATINOAMERICANO DE JUSTICIA Y GÉNERO (ELA) según 

surge del poder cuya copia simple se acompaña a la presente, con domicilio en Tucumán 

1581 to piso Oficina 10 B de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires; Edgardo MALAN, en 

mi carácter de Presidente  de la COMISIÓN ARGENTINA PARA LOS REFUGIADOS 

Y MIGRANTES (CAREF) según surge de la documentación que en copia simple se 

acompaña a la presente, con domicilio en J. B. Alberdi 2236 de la Ciudad Autónoma de 

Buenos Aires; Mabel BIANCO, en mi carácter de Presidenta de la FUNDACIÓN PARA 

ESTUDIO E INVESTIGACIÓN DE LA MUJER (FEIM) según surge dela 

documentación cuya copia simple se acompaña a la presente, con domicilio en Paraná 135, 

piso 3 Departamento 13 de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires;Mónica THITEUX, en 

mi carácter de apoderada de la FUNDACIÓN MUJERES EN IGUALDAD (MEI), según 

surge del poder que en copia simple se acompaña, con domicilio real en Urquiza 1835, 

Florida, Provincia de Buenos Aires y constituyendo domicilio procesal en Av. de Mayo 1161 

1° piso de la Ciudad de Buenos Aires; yNatalia GHERARDI, en mi carácter de apoderada 

de la FUNDACIÓN SIGLO 21, de acuerdo con el poder judicial que en copia simple se 

acompaña, con domicilio real en Calle Teniente Tuco 468, Barrio Ciudad Nieva, San 

Salvador de Jujuy, Provincia de Jujuy, y constituyendo domicilio procesal en Av. de Mayo 

1161 1° piso de la Ciudad de Buenos Aires; con el patrocinio letrado de Sebastián PILO, 

abogado inscripto al T° 104F° 494del C.P.A.C.F, constituyendodomicilio electrónico N° 

20295444054 y constituyendo domicilio procesal en Av. de Mayo 1161 1° piso de la Ciudad 

Autónoma de Buenos Aires (Zona 2), a Ud. respetuosamente nos presentamos y decimos:  

 

I. PERSONERÍA 

 

ACIJ es una asociación civil que se encuentra autorizada para funcionar con 

carácter de persona jurídica conforme resolución de la Inspección General de Justicia Nº 

231/2003 de fecha 12 de marzo de 2003.Tal como surge del Estatuto (que se acompaña en 



copia), en su art. 2, ACIJ tiene por objeto “la creación de un espacio de activismo y control 

ciudadano, destinado a promover el fortalecimiento institucional y la construcción de 

ciudadanía comprometida con el respeto de los derechos fundamentales, con especial 

atención en los grupos más vulnerables de la sociedad.En particular, la Asociación tiene 

por objeto defender: los derechos de minorías y grupos desaventajados por su posición o 

condición social o económica, (…) los derechos de las personas con discapacidad, (...) los 

derechos reconocidos en la Constitución Nacional y aquellos de incidencia colectiva en 

general”. 

ELA es una asociación civil sin fines de lucro constituida en mayo de 2003, según 

consta en la copia del estatuto que se acompaña, con el objetivo de alcanzar una sociedad 

más justa y equitativa para mujeres y varones, promoviendo el ejercicio de los derechos de 

las mujeres a través del acceso a la justicia y las políticas públicas. Entre los temas centrales 

de trabajo de ELA desde la constitución de la asociación, se encuentran la violencia contra 

las mujeres (además de los derechos sexuales y reproductivos, participación social y política, 

empleo y políticas de cuidado). ELA trabaja en estos temas desde una perspectiva transversal 

de acceso a la justicia, desplegando distintas estrategias como la producción de conocimiento 

y las acciones de incidencia políticas y sociales, tanto a nivel nacional como regional e 

internacional. 

CAREFes una asociación civil que trabaja por los derechos de las personas 

migrantes, refugiadas y solicitantes de asilo desde 1973. Para ello brinda servicios 

profesionales de asesoramiento, orientación, capacitación y asistencia social y jurídica y a la 

vez propicia acciones que permitan la definición de políticas de Estado. Más del 60 por 

ciento de las personas asistidas por CAREF son mujeres. A partir de su conocimiento 

especifico de la realidad de las mujeres migrantes, CAREF forma parte de la iniciativa 

‘Cerrando Brechas para Erradicar la Violencia contra las Mujeres’ junto con otras de las 

entidades patrocinantes de este amparo (ELA, MEI y Fundación Siglo 21) para avanzar en 

políticas públicas en materia de violencia de género. 

FEIMes una organización no gubernamental creada en 1989 para promover los 

derechos de mujeres y niñas, especialmente los derechos a la salud sexual y reproductiva, el 

derecho a la educación, al trabajo y a la participación social y política de las mujeres. Desde 

sus comienzos FEIM promueve el derecho de mujeres y niñas a vivir una vida libre de 

violencia como única posibilidad de alcanzar el máximo bienestar posible y gozar 

plenamente del ejercicio de sus derechos. 



MEIes una fundación que fue creada en marzo de 1990, y tiene como objetivos 

luchar contra la violencia de género y la discriminación de las mujeres promoviendo su 

bienestar y su participación y empoderamiento en la vida política, económica, social y 

cultural. Desde 2002 desarrollamos programas de capacitación y campañas de prevención 

de violencia de género, trata de personas, de acceso a la justicia, foros de género y 

corrupción. 

La Fundación Siglo 21 es una organización social, independiente y sin fines de 

lucro, fundada en 1992 en la provincia de Jujuy, que sostiene tres ejes principales de trabajo: 

ciudadanía, equidad y derechos humanos, orientando sus propósitos a la inclusión social. 

Las estrategias de trabajo procuran promover reformas institucionales para democratizar el 

sistema judicial y abordar el cumplimiento con las obligaciones internacionales en materia 

de derechos humanos, específicamente las relacionadas con la temática de Género. 

 

II. OBJETO 

 

Que en el carácter invocado, venimos por el presente a promover acción de amparo 

colectivo, en los términos del art. 43 de la Constitución Nacional, contra el Poder Ejecutivo 

de la Nación (Jefatura de Gabinete de Ministros) con domicilio real en calle Balcarce 24, 

Ciudad Autónoma de Buenos Aires (C1064AAB), a fin de que: 

 

1- Se declare la inconstitucionalidad de la reasignación realizada por el Jefe 

de Gabinete mediante la Decisión Administrativa 12/2017, de las partidas destinadas 

en la Ley de Presupuesto 2017al Plan Nacional de Acción para la Prevención, 

Asistencia y Erradicación de la Violencia contra las Mujeres, y al Consejo Nacional de 

las Mujeres, por ser violatoria de los derechos de las mujeres reconocidos en la 

Constitución Nacional y los tratados internacionales de derechos humanos 

(Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la 

Mujer, el Pacto de Derechos Civiles y Políticos, el Pacto de Derechos Económicos, 

Sociales y Culturales, la Convención de Derechos del Niño, así como la Convención 

Americana para la Erradicación de la Violencia contra la Mujer conocida como 

Convención de Belém do Pará). 

2- En forma subsidiaria, para el caso en que V.S. interprete que el art. 5 de la 

Ley 27.341 que aprueba el Presupuesto para el año 2017 o cualquier otra disposición 

legal, habilitanla reasignación de partidas efectuada por la Decisión Administrativa 



12/2017 sobre recursos destinados a garantizar derechos humanos básicos de las 

mujeres, solicitamos se declare, en el caso concreto, la inconstitucionalidad de 

dichasprevisiones legales en relación con la reasignación que cuestionamos.  

3- Se ordene al Poder Ejecutivo Nacional que reafecte los 47 millones de pesos 

correspondientes al Plan Nacional de Acción para la Prevención, Asistencia y 

Erradicación de la Violencia contra las Mujeres, y que restituya los 20 millones de pesos 

desafectados al CNM, partidas ilegalmente detraídas mediante la Decisión 

Administrativa 12/2017. Para ello, solicitamos disponga la creación de una partida de 

afectación específica. 

4- Se ordene al Poder Ejecutivo Nacional la prohibición de volver a desafectar 

las partidas reafectadas, y se disponga que en el caso hipotético de que los recursos sean 

sub-ejecutados, ellos mantengan su afectación específica en ejercicios sub-siguientes, 

no pudiendo ser reasignados a otra finalidad en el nuevo ciclo presupuestario. 

5.-Se disponga la creación de un mecanismo de monitoreo y fiscalización de 

la ejecución de los fondos reafectados, a fin de garantizar que durante el año 2017 ellos 

sean destinados íntegra y efectivamente a la implementación de políticas destinadas a 

prevenir y erradicar la violencia de género en el marco del Plan Nacional de Acción 

para la Prevención, Asistencia y Erradicación de la Violencia contra las Mujeres, a 

cargo del Consejo Nacional de las Mujeres. 

6.- Por último, atento el peligro cierto de que durante el transcurso del 

proceso los recursos sean destinados a otros fines, y la fuerte verosimilitud de los 

derechos que invocamos, solicitamos también como medida cautelar, que se ordene a 

la demandada la identificación de una partida de 67 millones de pesos, y solicitamos se 

declare su indisponibilidad, con la finalidad de proteger los recursos con los cuales 

deberá eventualmente darse cumplimiento a la sentencia.   

 

III. INTRODUCCIÓN  

 

Lucía Pérez tenía 16 años, y cursaba el anteúltimo año del secundario 

en la Escuela Media N°3 de Mar del Plata. Todavía no tenía muy en 

claro que iba a estudiar cuando se recibiera, pero seguro iba a estar 

relacionado con animales o con el arte, sus dos grandes pasiones, 

además de la música. El sábado 8 de octubre la drogaron, la 

torturaron, la violaron y mataron de forma brutal, la empalaron hasta 



la muerte. Murió de dolor. Tanto dolor, que le provocó un paro 

cardíaco1. 

 

"¿Así que vos no me tenés miedo?", le gritó José Máximo Ibánez a 

Julia Ortiz, antes de dispararle siete veces, en el patio de su casa de 

barrio La Lagunita. El acusado sometía a su esposa a un "ambiente 

de violencia de género", según indicó el fiscal Florentino Malaponte 

al pedir la prisión perpetua por el delito de "homicidio triplemente 

calificado por femicidio, por el vínculo y ensañamiento" con la 

víctima, a quien "provocó un sufrimiento innecesario" disparándole 

de abajo hacia arriba, hasta matarla. Según señala la acusación del 

juicio que inició ayer, el imputado "quería tener el poder" de la casa. 

Ya en 2007, Julia tramitó una prohibición de acercamiento luego de 

que Ibáñez la desfigurara de un maderazo. El nunca la cumplió. Los 

jueces Juan Carlos Vienna, Raquel Cosgaya y Alejandro Negroni lo 

juzgan desde ayer.2 

 

La acción que presentamos a V.S. constituye un intento indispensable por evitar 

que se continúe vulnerando el derecho de las mujeres, niñas y adolescentes a una vida libre 

de violencia, debido a la falta de los recursos básicospara financiar las políticas públicas 

destinadas a prevenir, sancionar y erradicar las diferentes formas de violencia de género.  

La movilización de decenas de miles de personas por las calles de las principales 

ciudades de Argentina el 3 de junio de 2015 bajo la consigna “Ni una menos”, fue el vehículo 

para comenzar ahacer visible el reclamo generalizado de una sociedad cansada de presenciar 

inerme la forma más extrema de la violencia contra las mujeres: una vulneración de los 

derechos humanos que desde hace décadas forma parte central de la lucha del movimiento 

de mujeres.En todo el país, es de público y notorio conocimiento la siniestra situación que 

atraviesan mujeres y niñas, expuestas en forma actual o potencial a las más diversos tipos de 

violencia, por el sólo hecho de ser mujeres: niñas y adolescentes que viven violencia de parte 

de integrantes de sus familias; jóvenes y mujeres enfrentando violencia en el ámbito de sus 

relaciones de pareja; situaciones de violencia sexual; acoso en la vía pública, en lugares de 

trabajo y en ámbitos escolares; violencia laboral; violencia obstétrica y violencia en la 

atención de la salud. Aún cuando la información empírica sobre la dimensión y el alcance 

de estas diversas formas de violencia en el país es parcial y fraccionada, hay datos indicativos 

de la gravedad del problema. Cada día aparecen en los medios las noticias sobre hechos de 

violencia de género, que se cobran nuevas víctimas, muchas de ellas con consecuencias 

fatales.     

                                                
1http://www.minutouno.com/notas/1515880-quien-era-lucia-perez-la-joven-que-motivo-el-paro-nacional-

contra-la-violencia-genero 
2 https://www.pagina12.com.ar/diario/suplementos/rosario/9-56010-2016-08-17.html 

http://www.minutouno.com/notas/1515880-quien-era-lucia-perez-la-joven-que-motivo-el-paro-nacional-contra-la-violencia-genero
http://www.minutouno.com/notas/1515880-quien-era-lucia-perez-la-joven-que-motivo-el-paro-nacional-contra-la-violencia-genero


De acuerdo con los datos del Registro de Femicidios de la Corte Suprema de 

Justicia de la Nación, solo en el año 2015, 235 mujeres fueron víctimas de femicidio3. El 

43% de las víctimas tenía entre 21 y 40 años de edad al momento de ser asesinadas. El 25% 

de ellas tenía entre 41 y 60 años, y en el 11% de los casos se trataba de adolescentes de entre 

16 y 20 años. En dos de cada 10 de esos casos, las mujeres habían realizado denuncias 

previas ante el Poder Judicial o las fuerzas de seguridad, que no respondieron con la debida 

diligencia necesaria para garantizar su protección.  Durante el año 2016, la Oficina de 

Violencia Doméstica (OVD) que depende de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, 

recibió al menos 900 denuncias de violencia doméstica por mes, un número que va en 

aumento año tras año4.  

Sin embargo, aún en la Ciudad de Buenos Aires (la jurisdicción del país en la que 

se concentran la mayor cantidad de recursos disponibles para las mujeres en situación de 

violencia doméstica)5donde los casos de violencia denunciados ante los organismos públicos 

disponibles van en aumento, son muchas más las situaciones que permanecen ocultas. Una 

encuesta realizada en allí por ELA junto con el Gobierno de la Ciudad en 2015, revela que 

solo 3 de cada 10 mujeres que han experimentado situaciones de violencia alguna vez en la 

vida, lo han compartido con alguien (“Las cifras de la violencia”). Cuando lo hacen, es con 

una persona cercana y sólo en 1 de cada 10 casos la mujer que ha experimentado una 

situación de violencia de género acude a una institución pública. Esta investigación deja de 

manifiesto que los servicios disponibles para dar respuesta a situaciones de violencia son 

claramente insuficientes para abordar la verdadera dimensión del problema. De acuerdo con 

los datos de la encuesta, en la ciudad de Buenos Aires la violencia psicológica ejercida en el 

marco de las relaciones de pareja afecta a una de cada dos mujeres (55,8%), la violencia 

física en el marco de las relaciones de pareja afecta al 22,3% de las mujeres (el 24,2% 

sostiene que ha sufrido violencia física por parte de una pareja al menos alguna y el 18,8% 

lo ha padecido a menudo); y el 15% de las mujeres residentes en la ciudad de Buenos Aires 

declaran haber sido sometidas a violencia sexual por parte de una pareja actual o anterior, a 

lo largo de su vida. 

La violencia hacia las mujeres es un tema complejo y con múltiples aristas, que no 

se resuelve ni con leyes ni con asistencia psicológica y social exclusivamente. Se requiere 

                                                
3 Registro Nacional de Femicidios de la Justicia Argentina. Informe de Femicidios 2015. Disponible en 

http://www.csjn.gov.ar/om/docs/femicidios_2015.pdf 
4 Véanse las estadísticas en www.ovd.gov.ar 
5 Véase el informe de ELA “Claroscuros en las políticas contra violencia de género”, disponible en 

http://www.ela.org.ar/a2/index.cfm?fuseaction=MUESTRA&codcontenido=2051&plcontampl=6&aplicacion=

app187&cnl=15&opc=49 

http://www.csjn.gov.ar/om/docs/femicidios_2015.pdf
http://www.ovd.gov.ar/
http://www.ela.org.ar/a2/index.cfm?fuseaction=MUESTRA&codcontenido=2051&plcontampl=6&aplicacion=app187&cnl=15&opc=49
http://www.ela.org.ar/a2/index.cfm?fuseaction=MUESTRA&codcontenido=2051&plcontampl=6&aplicacion=app187&cnl=15&opc=49


del diseño de estrategias dirigidas a la transformación de la cultura y de las condiciones en 

que se establecen y consolidan las relaciones sociales. Sin dejar prestar asistencia a quienes 

la denuncien y requieran atención, es imprescindible avanzar en las políticas específicas 

necesarias para sus diversas manifestaciones. En esa dirección fue el reclamo de más de 100 

organizaciones de la sociedad civil, activistas y referentes (que incluyen a las actoras en este 

proceso) que plantearon la necesidad imperiosa de contar con un Plan Nacional de Acción 

para abordar de un modo integral la violencia contra las mujeres, en cumplimiento del 

mandato de la Ley 26.4856. 

La implementación y el financiamiento de las políticas de prevención y 

erradicación de la violenciason indispensables para garantizar su derecho a la vida, a la 

integridad personal, a una vida autónoma y libre de violencia, a la igualdad y a la no 

discriminación, eimpactatanto sobre sus derechos civiles y políticos, como sobre sus 

derechos económicos, sociales y culturales. El Plan Nacional de Acción para la Prevención, 

Asistencia y Erradicación de la Violencia contra las Mujeres (en adelante, el Plan Nacional 

de Acción contra la Violencia) presentado por el Poder Ejecutivo Nacional en julio de 2016, 

brindaba esa respuesta integral7. El presupuesto necesario para llevarlo a cabo, está ahora en 

peligro. 

El 11 de enero de 2017, el Jefe de Gabinete, en la Decisión Administrativa 

12/2017, por la cual distribuyó los créditos presupuestarios, resolvió recortar 67 

millones de pesos asignados en la Ley de Presupuesto a la implementación del Plan 

Nacional de Acción contrala Violencia (eliminando la partida de 47 millones de pesos), 

y al Consejo Nacional de las Mujeres (reduciendo su presupuesto en 20 millones de 

pesos).  

Ello pese a que tratados de derechos humanos que en Argentina tienen 

jerarquía constitucional, la Ley 26.485,de protección integral para prevenir, sancionar 

y erradicar la violencia contra las mujeres, sancionada en el año 2009, las observaciones 

de diversos organismos de derechos humanos, así como el propio Plan Nacional de 

Acción contra la Violencia,lo obligan a ejecutar y financiar adecuadamente políticas 

contra la violencia de género.  

                                                
6 Véase el pronunciamiento conjunto de más de 100 organizaciones y activistas, disponible en 

http://feim.org.ar/2015/12/09/por-un-plan-nacional-integral-contra-la-violencia-hacia-las-mujeres/. 
7 El Plan Nacional de Acción puede consultarse en 

https://www.argentina.gob.ar/sites/default/files/consejo_nacional_de_mujeres_plan_nacional_de_accion_contr

a_violencia_genero_2017_2019.pdf 

https://www.argentina.gob.ar/sites/default/files/consejo_nacional_de_mujeres_plan_nacional_de_accion_contra_violencia_genero_2017_2019.pdf
https://www.argentina.gob.ar/sites/default/files/consejo_nacional_de_mujeres_plan_nacional_de_accion_contra_violencia_genero_2017_2019.pdf


Cada año, cuando el Congreso Nacional discute el presupuesto, se decide de 

manera concreta cuántos recursos serán destinados a la implementación de las diversas 

políticas públicas, entre ellas, las políticas para promover la igualdad de género y luchar 

contra la violencia hacia las mujeres. En la discusión que tuvo lugar en las últimas semanas 

del 2016, las organizaciones que trabajamos por los derechos de las mujeres señalamos la 

insuficiencia de los recursos asignados a las políticas que deben implementarse contra la 

violencia de género en el proyecto de presupuesto presentado por el Ejecutivo, en 

contradicción con la propia estimación que el Poder Ejecutivo realizó en el Plan Nacional 

de Acción contra la Violencia, donde establece que el primer año de implementación 

requiere de una partida de 47 millones de pesos (sin contar los fondos que demandará la 

construcción de los hogares integrales de protección o refugios, que el Poder Ejecutivo 

estimó en 600 millones de pesos)8.   

Estos reclamos fueron escuchados en la Cámara de Diputados, y se votó el 

presupuesto con algunos de los cambios solicitados. Así, en la Ley de Presupuesto para el 

2017 el Congreso decidió aumentar el presupuesto previsto para el CNM en 20 millones de 

pesos, y contemplar una partida concreta a la implementación de políticas contra la violencia 

de género, por una suma de 47 millones de pesos.    

A tan sólo once días de iniciado el ciclo presupuestario 2017, la Decisión 

Administrativa que impugnamos dejó sin efecto los cambios sancionados por el Congreso, 

afectando gravemente los derechos de las mujeres, niñas y adolescentes, así como la más 

elemental concepción que se tenga del principio de división de poderes, convirtiendo la 

discusión presupuestaria del Congreso en una mera puesta en escena. 

Resulta inaceptable que en el contexto actual, en el cual desde todos los sectores 

sociales y políticos se reconoce la grave problemática de la violencia de género, que cada 

año se cobra la vida de mujeres y niñas, y se clama por políticas estructurales que reviertan 

el problema, el Jefe de Gabinete decida, en forma unilateral, vulnerar la voluntad expresada 

por el Poder Legislativo al asignar recursos presupuestarios a políticas contra la violencia de 

género (recursos presupuestarios que además son más que discretos, atento la gravedad del 

problema), contradiciendo además la propia decisión del Poder Ejecutivo que estimó ese 

presupuesto como indispensable para la ejecución del Plan Nacional de Acción contra la 

Violencia.    

                                                
8 Ver página 116 del Plan Nacional de Acción contra la Violencia. 



Sea cual fueren las objeciones constitucionales que puede hacerse a las facultades 

extraordinarias otorgadas al Poder Ejecutivo para reasignar partidas asignadas en la ley de 

presupuesto –las que pueden ser severamente cuestionadas por ser violatorias de la división 

de poderes y conducir a las más graves perversiones de nuestro sistema democrático, 

concentrando casi la suma del poder público en el Ejecutivo–, es claro que tales 

reasignaciones encuentran un límite infranqueable en los derechos humanos y 

constitucionales que tienen reconocimiento prioritario en nuestro sistema constitucional. 

Aún en la hipótesis improbable en que tales poderes extraordinarios fueran admitidos en 

ciertos casos concretos –algo que no es necesario discutir para la resolución de este caso–, 

es más que evidente que tales facultades jamás podrían ser ejercidas para violentar de 

manera palmaria los derechos más elementales de mujeres, niñas y adolescentes que 

mueren o viven un infierno debido a las distintas manifestaciones de la violencia de 

género.   

Los derechos humanos de las mujeres, niñas y adolescentes a la vida, a vivir una 

vida libre de violencia, a la igualdad de oportunidades y de trato, y a la autonomía personal, 

fueron objeto de reconocimiento expreso en normas de la mayor jerarquía. Tales derechos 

se encuentran por encima de cualquier decisión administrativa que pueda tomar el Jefe de 

Gabinete.   

Si la insuficiencia de recursos para implementar políticas contra la violencia 

de género es inaceptable, el hecho que motiva este caso judicial lo es aún más: la 

consciente y deliberada reducción de partidas destinadas por ley a asegurar los 

derechos de mujeres, niñas y adolescentes constituye un fraude, que debe ser 

remediado por V.S.    

Ante el atropello a los derechos de mujeres y niñas actual y potencialmente 

afectadas por las diversas formas que adopta la violencia de género, se ha hecho necesario 

recurrir al Poder Judicial para poner coto a esta conducta.  

En este caso, están en juego no sólo los derechos más elementales de mujeres, 

niñas y adolescentes, sino también la vigencia de la Constitución, y los límites más 

básicos que ésta impone a los poderes constituidos. 

 

IV. HECHOS 

 

IV.A) El Jefe de Gabinete de Ministros dictó la Decisión Administrativa 12/2017, 

mediante la cual sustrajo inconstitucionalmente 67 millones de pesos destinados por 



Ley de Presupuesto al Plan Nacional de Acción para la Prevención, Asistencia y 

Erradicación de la Violencia contra las Mujeres, y al Consejo Nacional de Mujeres. 

 

El proyecto de presupuesto originariamente remitido por el Poder Ejecutivo 

Nacional para el año 2017 no identificaba una partida destinada al cumplimiento del Plan 

Nacional de Acción contra Violencia contra las Mujeres, que según los anuncios realizados 

por el propio gobierno requería fondos por 47 millones de pesos para su primer año de 

ejecución (excluyendo los fondos necesarios para el plan de construcción y equipamiento de 

los Hogares de Protección Integral o refugios). A su vez, el presupuesto proyectado por el 

Ejecutivo para el 2017 también reducía en términos reales la asignación prevista para el 

Consejo Nacional de Mujeres (en adelante CNM)en un 8%, en relación con el Presupuesto 

aprobado en 2016, si se tomaba en cuenta la inflación prevista por el propio Poder Ejecutivo 

Nacional.  

Las organizaciones que impulsan esta acción de amparojunto con  Desde el Fuego 

(CABA) Economía Feminista, Asociación Multidisciplinaria para la Salud y la Sexualidad, 

Centro de Implementación de Políticas Públicas para la Equidad y el Crecimiento (CIPPEC), 

Asociación Argentina de Educadoras y Educadores Sexuales (AAES) y Amnistía 

Internacional Argentina, presentamos una nota al presidente de la Comisión de Presupuesto 

y Hacienda y a la presidenta de la Comisión de Familia, Mujer, Niñez y Adolescencia, para 

señalar estas áreas centrales de preocupación. 

Finalmente, el presupuesto votado el 3 de noviembre de 2016 incorporó cambios 

sustanciales en línea con varios señalamientos realizados por las organizaciones. En primer 

lugar, se aumentó en $20.000.000 el presupuesto destinado al CNM (pasando de 

$96.500.250 a $116.500.250). En segundo lugar, se agregó una línea presupuestaria 

específicamente destinada a las acciones contempladas por el Plan Nacional de Acción 

para el 2017, por la suma de $47.000.000.  

La Ley de Presupuesto Nº 27.341 aprobaba por el Congreso y promulgada por el 

Poder Ejecutivo,dispone,en su art. 16,lo siguiente “(...) asígnese (...) la suma de pesos 

sesenta y siete millones ($ 67.000.000) al Consejo Nacional de Coordinación de Políticas 

Sociales, de los cuales se destinará la suma de pesos veinte millones ($ 20.000.000) a 

atender las actividades del Consejo Nacional de las Mujeres y la suma de pesos cuarenta y 

siete millones ($ 47.000.000) destinados al Plan Nacional de Acción para la Prevención, 

Asistencia y Erradicación de la Violencia contra las Mujeres (...).  



La decisión del Congreso frente a la petición efectuada por las organizaciones de 

la sociedad civil dio respuesta al problema identificado por las organizaciones (la 

inexistencia de una partida destinada a cumplir con el plan durante el año 2017 y la 

insuficiencia de los recursos asignados al CNM). La contundente respuesta del Congreso al 

reclamo fue agregar a la Ley un monto de $47.000.000 destinados específicamente al Plan 

Nacional de Acción, y disponer la asignación de un adicional de $20.000.000 para el CNM.   

Sin embargo, mediante Decisión Administrativa 12/2017, publicada en el Boletín 

Oficial el día 12 de enero, el Jefe de Gabinete, invocando facultades para disponer 

reestructuraciones presupuestarias, dejó sin efecto dichas incorporaciones efectuadas por 

el Poder Legislativo Nacional al Presupuesto aprobado para el ejercicio 2017. Sustrajo 

los fondos que el Congreso Nacional había decidido asignar a la implementación de 

políticas indispensables contra la violencia de género que, según se puede observar en 

forma cotidiana a través de las noticias publicadas en los medios de comunicación, no 

admiten más demora.  

Según surge del Anexo 1 de esta Decisión Administrativa, los fondos para el CNM 

se limitan, nuevamente, a 96.500.250 pesos, es decir, la suma que estaba prevista en el 

proyecto original de presupuesto (ver página 348). Es decir, se eliminan los 20 millones que 

se habían logrado aumentar y por lo tanto el presupuesto disponible (una vez ajustado por 

inflación) se reduce para el 2017 en un 8% respecto del año anterior. A su vez, la Decisión 

Administrativa elimina toda referencia al Plan Nacional de Acción contra la Violencia, 

eliminando así la partida de 47 millones de pesos específicamente destinados a su 

implementación durante el ejercicio 2017.  

Todas las referencias a la aplicación de la Ley 26.485 en el Anexo 1 de la Decisión 

Administrativa 12/2017 están limitadas a la descripción de las competencias del CNM en el 

Programa identificado como número 17, y al que se asigna un monto de poco más de 90 

millones de pesos (ver páginas 410 y siguientes).  

El texto del presupuesto promulgado mediante Ley Nº 27.341, publicada en 

el Boletín Oficial el 21/12/2016 incluía correctamente los montos aprobados en el 

Congreso Nacional en su artículo 16 y la Decisión Administrativa cuestionada ha 

venido a modificar dichos montos, de manera regresiva, arbitraria e ilegal, conforme 

se detallará en el capítulo V de Fundamentos. 

 



IV.B) El impacto de la reasignación presupuestaria sobre los derechos de mujeres, 

niñas y adolescentes, actual y potencialmente víctimas de violencia. La ausencia de 

políticas públicas adecuadas y suficientes. 

 

IV.B) 1. El problema de la violencia de género es una de las violaciones de 

derechos humanos más grave y urgente en Argentina. Cifras en aumento. 

  

Según datos de la CEPAL, en el año 2014, Argentina se encontraba entre los países 

con mayor cantidad de femicidios en América Latina y El Caribe, con 225 muertes, 

sólo superado por Honduras9. El Observatorio de Igualdad de Género de América Latina 

y el Caribe de la CEPAL trabaja sobre la base de cifras oficiales informadas por el país, que 

muestran que éstas han aumentado de manera grave y preocupante los últimos años.  

En el último Informe de Femicidios10 elaborado por la Oficina de la Mujer de 

la CSJN (con datos correspondientes a los femicidios ocurridos en el 2015) se 

registraron 235 víctimas de femicidio, 10 casos más que el año anterior. En relación 

con las víctimas colaterales, el Informe del Poder Judicial para el año 2015 registró que 

203 niña/os y adolescentes quedaron sin madre, no pudiendo registrarse la cantidad de 

hija/os de 55 mujeres asesinadas. Entre las mujeres asesinadas, dos de cada 10 había 

presentado denuncias previas, que no fueron suficientes para prevenir la violencia más 

extrema que acabó con sus vidas11.  

En Argentina hay 50 ataques sexuales por día y cada 30 horas muere una mujer por 

femicidio. Según datos del Observatorio de Femicidios “Adriana Marisel Zambrano”12, 

dirigido por la Asociación Civil La Casa del Encuentro, desde el año 2008 hasta octubre 

de 2016, 2324 mujeres fueron asesinadas por violencia sexista en nuestro país; hubo 

                                                
9 http://oig.cepal.org/es/indicadores/feminicidio 
10 Informe disponible en: http://old.csjn.gov.ar/om/docs/femicidios_2015.pdf 

11A estos datos oficiales se suman datos publicados por los medios de comunicación que indican que estas 

cifras aumentan de manera sostenida; así, 286 mujeres fueron asesinadas entre el 1º de enero y el 31 de 

diciembre de 2015. En su mayoría, tenían entre 19 y 50 años, pero también hubo víctimas de entre 51 y 99 años 

y de hasta 12 años. El 59 % de las víctimas fue asesinada en el territorio íntimo (su propia casa, o la que 

compartían con quien terminó por asesinarlas); el 21 %, en el espacio público (la calle, un baldío, el monte, una 

ruta); y una, fue víctima de muerte violenta en una comisaría. Por los femicidios, 322 personas quedaron sin 

madre y 214 de ellos son menores de edad. Información disponible en: 

http://www.telam.com.ar/notas/201611/171182-femicidios-informe-argentina.html 
12 El informe lo elabora  la Asociación Civil La Casa del Encuentro desde 2008, cuando creó, ante la falta de 

estadísticas oficiales, el Observatorio de Femicidios "Marisel Zambrano", en homenaje a una víctima cuyo 

asesinato no fue publicado en ningún medio. La estadística la realiza a partir del relevamiento, seguimiento y 

sistematización de información publicada en 120 medios de comunicación y agencias de noticias de todo el país. 

http://www.lacasadelencuentro.org/portada.html
http://www.telam.com.ar/notas/201611/171182-femicidios-informe-argentina.html
http://www.lacasadelencuentro.org/portada.html


233 femicidios vinculados de hombres, niños y adolescentes; 2812 personas quedaron 

huérfanas a causa de este delito, de las cuales 1790 son menores de edad13. 

 Durante 2015 se registraron 3746 violaciones, según la estadística nacional de 

delitos14. Esta cifra representa una tasa de violaciones de 8,7 cada 100.000 habitantes. En 

2015 hubo 13.520 víctimas de delitos sexuales, sin contarse las violaciones consumadas. La 

tasa es de 31,3 cada 100.000 habitantes. 

La Oficina de Violencia Doméstica (OVD), que se creó en 2006 dentro de la Corte 

Suprema de Justicia, recibe unas 900 denuncias por mes. En el 71% de los casos, el agresor 

es o fue pareja de la víctima. El 58% de los homicidas fueron parejas o ex parejas de las 

víctimas, mientras que otro 12% fue cometido por familiares. De esa manera, 7 de cada 10 

mujeres fueron asesinadas por personas de su círculo íntimo. 

Según los Informes Estadísticos de Casos de la Línea de asistencia telefónica del 

Número 144 (dependiente del CNM), durante el primer cuatrimestre de 2016 esta línea 

nacional recibió 27.283 llamadas por casos de violencia de género, el doble que en el mismo 

período del año anterior, cuando se habían recibido 13.800 llamados. En el 89% de los casos 

se trata de agresiones de pareja. El 98,5 % de las agresiones son dentro del hogar. 

El femicidio es la expresión más visible y fatal de muchas otras formas de 

violencia más sutiles, con las que niñas y mujeres conviven en forma cotidiana. Tan 

cotidiana, que muchas veces no es percibida como violencia por ellas mismas, o es 

naturalizada como un ingrediente “habitual” de las relaciones de pareja. 

En la Ciudad Autónoma de Buenos Aires (CABA) se realizó una encuesta sobre las 

violencias física, sexual y psicológica contra las mujeres en el ámbito doméstico, fue la 

primera en su tipo en nuestro país15 y buscó identificar en qué medida las mujeres expresan 

su acuerdo con respecto a las conductas de dominación masculina, que responden a fuertes 

estereotipos de género. Los datos señalan que las distintas manifestaciones de la violencia 

en las relaciones de pareja constituyen un problema extendido en la Ciudad. Más de la mitad 

de las mujeres de la CABA manifiesta haber sufrido violencia psicológica por parte de una 

                                                
13http://www.telam.com.ar/notas/201611/171182-femicidios-informe-argentina.html 
14 “La violencia de género, en números”. http://www.lanacion.com.ar/1948389-la-violencia-de-genero-en-

numeros 
15 “Las cifras de la violencia. Resultados de la primera encuesta de percepción e incidencia sobre violencia contra 

las mujeres en las relaciones de pareja en la Ciudad de Buenos Aires”. Trabajo conjunto de ELA, Pensamiento 

Lateral y Dirección General de la Mujer. La encuesta fue realizada en forma presencial y en el domicilio de las 

mujeres encuestadas, permitiendo conocer la prevalencia (cantidad de mujeres afectadas) y la incidencia de la 

violencia (la frecuencia y el número de veces que las mujeres sufren episodios de violencia) aportando datos 

fundamentales para una mejor comprensión del fenómeno que posibiliten diseñar políticas adecuadas para 

responder a las necesidades de diversas mujeres, en distintas circunstancias.  

http://www.lanacion.com.ar/corte-suprema-de-justicia-t48110
http://www.lanacion.com.ar/corte-suprema-de-justicia-t48110
http://www.telam.com.ar/notas/201611/171182-femicidios-informe-argentina.html


pareja actual o pasada16. La violencia física por parte de una pareja ha estado presente en la 

vida de 2 de cada 10 mujeres17. Los hechos de violencia física y sexual han afectado a 1 de 

cada 4 mujeres residentes en la Ciudad18. Se trata de fenómenos extendidos que afectan a 

una importante porción de la población de mujeres de diversas edades y distintos niveles 

socioeducativos.El 98% de las mujeres residentes en la CABA que denuncian haber sido 

sometidas a violencia física por alguna pareja, también declaran haber sido sometidas a 

violencia psicológica por alguna pareja actual o anterior durante toda su vida. La totalidad 

de las mujeres que denuncian haber sido sometidas a violencia física por alguna pareja, 

también declaran haber sido sometidas a violencia psicológica por alguna pareja actual o 

anterior durante toda su vida. A su vez, el 90% de las mujeres que denuncian haber sido 

sometidas a violencia sexual por alguna pareja, denuncian haber sido sometidas también a 

violencia psicológica por alguna pareja actual o anterior.  

Las estadísticas pueden parecer números fríos, distantes, que reducen la 

complejidad de las violencias y tragedias cotidianas que tienen nombre y apellido a 

meras cifras. Sin embargo, estas estadísticas dan cuenta de que la violencia contra la 

mujer en la Argentina es una problemática social gravísimo, multifacético, que crece a 

velocidades indiscutibles y cuya urgencia ya no puede obviarse. 

 

IV.B) 2. Existe un fuerte y unánime reclamo de la sociedad y de todos los 

sectores sociales y políticos, que demanda la implementación de acciones y políticas que 

den repuesta al grave y urgente problema de la violencia de género. 

 

Fue el movimiento de mujeres el que logró movilizar a los gobiernos de América 

Latina y el Caribe para lograr la aprobación del primer instrumento internacional contra la 

violencia hacia las mujeres en 1994, la Convención Interamericana para Prevenir, 

                                                
16 Entre las conductas de violencia psicológica que se presentan más a menudo se destaca la amenaza de violencia 

económica (amenazarla con quitarle el apoyo económico) y la violencia emocional vinculada con los hijos e hijas 

(amenazarla con quitarle a los hijos). Las conductas controladoras (insistía todo el tiempo en saber dónde iba) y 

la acusación de infidelidad, también son de las formas de violencia psicológica más habituales. 
17 Una mujer cada 10, sufrió violencia física severa (golpes de puño o con objetos; patadas, golpizas; intentos de 

ahorcarla, quemarla o amenazas con armas blancas o de fuego).  Para 2 de cada 10 mujeres estos episodios de 

violencia física sucedían “a menudo”, y en 1 de cada 4 casos “alguna vez”. 
18 Dentro del 15% de mujeres que manifestó haber sido víctima de violencia sexual en sus relaciones de pareja a 

lo largo de su vida, un 11,7% lo fue de violencia sexual moderada (incluye acciones como haber tenido relaciones 

sexuales sin desearlas, o realizar actor sexuales con los que no estaba de acuerdo o no se sentía cómoda); mientras 

que un 3,8% afirmó haber sido sometida a conductas de violencia sexual severa, como por ejemplo que un 

compañero haya empleado la fuerza física para obligarla a tener relaciones sexuales. Las personas que ejercen 

violencia sexual pertenecen generalmente del entorno cercano de las mujeres: en casi la mitad de los casos se 

trataba de una pareja o esposo (actual o pasado), seguido por personas conocidas (vecino o amigo) en el 7% de 

los casos.  La violencia sexual perpetrada por una persona desconocida alcanza a menos del 5% de los casos. 



Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (conocida como la “Convención de 

Belém do Pará”).De esta manera, se concretó en un instrumento internacional 

específicamente dirigido a prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres, 

una evolución anterior del sistema universal de protección de derechos humanos.  

Son numerosos los hitos que se pueden señalar en el ámbito internacional que 

enmarcan las actuales iniciativas para trabajar sobre la violencia contra las mujeres.  En el 

año 1992, a partir de la elaboración de la Recomendación General Nº 19 por parte del Comité 

de la CEDAW, se consolidó la idea de que “la violencia contra la mujer es una forma de 

discriminación que inhibe gravemente la capacidad de la mujer de gozar de derechos y 

libertades en pie de igualdad con el hombre”, afirmando el deber de los estados de adoptar 

medidas efectivas para superar todas las formas de violencia basadas en el género, así sean 

estas perpetradas por agentes públicos o actores privados.  

Luego, en 1993 en la Conferencia Mundial de Derechos Humanos celebrada en 

Viena se reconoció que los derechos de niñas y mujeres son parte integrante, inalienable e 

indivisible de los derechos humanos, y que resultaba imperioso eliminar la violencia contra 

ellas en la vida pública y privada.  Poco tiempo más tarde, la Asamblea General de las 

Naciones Unidas aprobó la Declaración sobre la Eliminación de la Violencia contra la Mujer 

y, en 1994, la Comisión de Derechos Humanos de las Naciones Unidas nombró una relatora 

especial sobre la violencia contra la mujer, con mandato para realizar informes, recibir quejas 

e iniciar investigaciones sobre violencia en los países que integran las Naciones Unidas. 

En el ámbito regional, poco después de la aprobación de la Convención Belem do 

Pará, la Conferencia de los Estados Parte aprobaron el Estatuto del Mecanismo de 

Seguimiento de la Implementación de la Convención de Belem do Pará (conocido como 

“MESECVI”), que entró en vigor en 2004. Las sucesivas rondas de evaluación del 

MESECVI han dejado en evidencia las graves deficiencias que enfrenta la región y también 

nuestro país, en relación con la aplicación efectiva de políticas públicas coordinadas, 

articuladas y adecuadamente financiadas.19 

En los sistemas de protección de derechos humanos tanto internacional como 

regional, la tendencia a reunir los ámbitos de debate político, activismo jurídico y denuncia 

sobre la persistencia de la violencia contra las mujeres en los órganos específicos dedicados 

                                                
19 El Informe Hemisférico describe el estado de situación en materia de violencia contra las mujeres con relación 

a diversos ejes temáticos (incluyendo la existencia de normativa, planes, información estadística y presupuesto). 

Véase Segundo informe de seguimiento de la implementación de las Recomendaciones del Comité de Expertas 

del MESECVI, (OEA/Ser.L/II), México, Comisión Interamericana de Mujeres [en línea] 

http://www.oas.org/es/mesecvi/docs/CEEP1-Doc10-ES.pdf 

http://www.oas.org/es/mesecvi/docs/CEEP1-Doc10-ES.pdf


a la igualdad de género (como el Comité de la Convención para la Eliminación de Todas las 

Formas de Discriminación contra la Mujer -CEDAW-, por un lado, y el MESECVI, por 

otro), se extendió hasta hace no mucho tiempo atrás.  

En los últimos años, sin embargo, la preocupación por abordar la violencia 

contra las mujeres como una forma central de las violaciones de derechos humanos 

trascendió el ámbito del Comité de la CEDAW y del MESECVI, y comenzó a ocupar 

las agendas no sólo de otros comités de derechos humanos sino también de otros 

actores. 

Las masivas movilizaciones sociales de los últimos años en varios países de la 

región mostraron el reclamo de una sociedad cansada de presenciar inerme la forma 

más extrema de la violencia contra las mujeres, el femicidio. La violencia machista es 

muchas veces la antesala anunciada de un femicidio, cuya gravedad radica en la muerte de 

las mujeres y en las consecuencias irremediables que de ella se derivan: niñas y niños 

huérfanos, familias destruidas. 

En Argentina, el movimiento “Ni Una Menos” surgido en mayo de 2015 sintetizó 

el grito colectivo contra la violencia de género, recogiendo las décadas de lucha de las 

organizaciones de mujeres, feministas, organizaciones sociales, de derechos humanos y 

referentes de diversas áreas del periodismo, las artes, la academia que tuvieron la 

necesidad de decir "basta de femicidios", porque, como adelantáramos, en la 

Argentina asesinan a una mujer cada 30 horas por razones de género. Esta forma de 

violencia extrema efectivamente llegó a niveles alarmantes en una región en la que la 

creación de un tipo penal específico o las figuras de agravantes vinculados con la violencia 

de género20 no parece haber tenido un impacto decisivo para su prevención, ni aún para la 

adecuada sanción de los agresores o reparación de las víctimas21. 

La convocatoria creció y se convirtió en una campaña colectiva. Miles de personas, 

cientos de organizaciones en todo el país y militantes de todos los partidos políticos se 

                                                
20 En el año 2012, mediante Ley nº 26.791, se incorporaron dos incisos (11 y 12) al art. 80 del Código Penal 

Argentino, que incorporan a la violencia de género como una circunstancia calificante de los delitos contra la 

vida. El art. 80 establece: “Se impondrá reclusión perpetua o prisión perpetua, pudiendo aplicarse lo dispuesto 

en el artículo 52, al que matare (…)  

11. A una mujer cuando el hecho sea perpetrado por un hombre y mediare violencia de género.  

12. Con el propósito de causar sufrimiento a una persona con la que se mantiene o ha mantenido una relación en 

los términos del inciso 1°.  

Cuando en el caso del inciso 1° de este artículo, mediaren circunstancias extraordinarias de atenuación, el juez 

podrá aplicar prisión o reclusión de ocho (8) a veinticinco (25) años. Esto no será aplicable a quien anteriormente 

hubiera realizado actos de violencia contra la mujer víctima.” 
21GHERARDI, NATALIA, Otras formas de violencia contra las mujeres a reconocer, nombrar y visibilizar, División 

de Asuntos de Género. Serie Asuntos de Género No. 141, CEPAL, Santiago de Chile, 2016, 64p. 



sumaron a Ni Una Menos el 3 de junio de 2015. La movilización encontró su reflejo en otras 

ciudades de América Latina y de ello dio cuenta la prensa internacional22.  

Las grandes movilizaciones sociales contra la violencia machista se repitieron 

en los multitudinarios Encuentros Nacionales de Mujeres, y las movilizaciones del 3 de 

junio, el 19 de octubre y el 25 de noviembre de 2016, sumando consignas que apuntan a 

visibilizar la violencia de género (#VivasNosQueremos, #NosotrasParamos y 

#MiércolesNegro).  

Las marchas masivas de mujeres y varones en contra de la violencia extrema 

recorrieron las ciudades de América Latina y el Caribe, y cruzó el continente. Así como fue 

la movilización del movimiento de mujeres la que logró la aprobación de la Convención de 

Belém do Pará hace unas décadas, hoy es la acción coordinada de mujeres de diversas edades 

la que coloca en el centro de la escena el vínculo profundo que existe entre la violencia 

extrema contra las mujeres y las condiciones estructurales de la desigualdad.  

Las altas tasas de femicidio reflejan una situación crítica ante la cual el Estado 

tiene la obligación de responder en tanto garante de los derechos humanos. 

El último tiempo se han sumado voces que evidencian la necesidad de desplegar 

verdaderas estrategias de prevención del femicidio a partir de la identificación de otras 

formas de violencia que es necesario reconocer, nombrar y visibilizar. Se trata de otras 

formas de violencia cotidianas (en los medios de comunicación y redes sociales, en el 

transporte público, en espacios laborales y educativos) que permanecen menos visibles, aún 

cuando sean éstas las que permiten las condiciones para que los femicidios se multipliquen23. 

El diagnóstico sobre las múltiples y diversas formas de violencias que sufren las mujeres en 

Argentina da cuenta de la persistencia de la desigualdad estructural y la vulneración de sus 

derechos en nuestra sociedad. 

Pero aún respecto de la forma de violencia sobre la que se ha trabajado de modo más 

extendido, esto es, la violencia doméstica en el marco de las relaciones de pareja, en 

Argentina es poco lo que se conoce respecto de su verdadero alcance, sus expresiones y 

prevalencia en distintas mujeres.En ausencia de esta información, la legislación y las 

                                                
22 Crónicas sobre la marcha del 3 de junio de 2015 pueden encontrarse en varios diarios del mundo 

http://www.usatoday.com/ 

story/news/world/2015/06/03/buenos-aires-protest-argentina-women/28435939/; 

http://www.nytimes.com/2015/06/16/opinion/argentine 

-women-call-out-machismo.html; https://www.theguardian.com/lifeandstyle/2015/jun/08/argentina-murder-

women-gender-violenceprotest; 

http://www.perfil.com/internacional/La-consigna-NiUnaMenos-recorrio-el-mundo-20150604-0011.html. 
23GHERARDI, NATALIA, Otras formas de violencia contra las mujeres a reconocer, nombrar y visibilizar, División 

de Asuntos de Género. Serie Asuntos de Género No. 141, CEPAL, Santiago de Chile, 2016, 64p. 



políticas públicas adolecen de la falta de un enfoque empírico que permita adecuar sus 

respuestas a la realidad que buscan transformar.  

El Plan Nacional de Acción contra la Violencia anunciado por el Poder 

Ejecutivo Nacional y el CNM en 2016 proponía saldar esta deuda con los derechos de 

las niñas, adolescentes y mujeres de Argentina: propone realizar una encuesta nacional 

para medir el verdadero alcance del problema en el país; fortalecer el proceso en 

marcha para la construcción de un registro administrativo unificado de casos de 

violencia, construir indicadores de seguimiento y monitoreo de las acciones de 

prevención y atención desplegadas en el marco de la ejecución del Plan. Para ello, 

contar con la debida asignación presupuestaria es un requisito absolutamente 

indispensable. 

 

IV.B) 3. Pese a la sanción de la Ley de Protección Integral para Prevenir, Sancionar y 

Erradicar la Violencia contra las Mujeres y la asunción de otros compromisos 

internacionales por el Estado, Argentina no implementa las políticas necesarias para 

prevenir y erradicar la violencia de género. 

 

Desde el año 2009, Argentina cuenta con una Ley de Protección Integral para 

Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra las Mujeres (Ley de Protección Integral 

a las Mujeres) en los ámbitos en que se desarrollen sus relaciones interpersonales, Ley Nº 

26.485, sancionada el 11 de marzo y promulgada el 1 de abril de 2009. Dicha ley fue 

reglamentada el 19 de julio de 2010, mediante el Decreto 1011/12. 

En línea con la Convención de Belém do Pará, nuestra legislación contempla las 

diversas manifestaciones de la violencia, que se producen en distintos ámbitos de la vida y 

que afectan la integridad, la dignidad, la libertad y la salud de las mujeres. La ley 

conceptualiza cinco tipos de violencia de género y seis modalidades de violencia (según los 

ámbitos donde se manifiestan): violencia económica y patrimonial, física, psicológica, 

sexual y simbólica; violencia contra la libertad reproductiva, doméstica, institucional, 

laboral, mediática y obstétrica. 

A su vez, Argentina ha asumido compromisos con la comunidad internacional para 

dar cumplimiento a los derechos de las mujeres, a través de la ratificación de tratados 

vinculantes tales como el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, el Pacto 

Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, la Convención Americana 

sobre Derechos Humanos y los tratados específicos sobre las mujeres. Entre estos últimos, 



son de particular relevancia la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de 

Discriminación contra la Mujer, su Protocolo Facultativo y la Convención Interamericana 

para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (Belém do Pará).  

Estos tratados se complementan con una importante y creciente jurisprudencia sobre 

la violencia de género, tanto desde la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 

(CIDH) como desde la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH) y el Comité 

para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer (Comité de la CEDAW).  

En el caso de “María Da PenhaFernandes v. Brasil”24, la CIDH aplicó por primera 

vez la Convención de Belém do Pará y fijó deberes especiales de protección estatal 

vinculados con el derecho a la vida y a la integridad física, en función de una interpretación 

del principio de igualdad sustantiva que demanda del Estado un rol activo para generar 

equilibrios sociales mediante la protección especial de ciertos grupos que padecen procesos 

históricos o estructurales de discriminación. Frente a un patrón estructural de violencia 

doméstica que afectaba a las mujeres de la ciudad de Fortaleza (Brasil), acompañada por una 

práctica general de impunidad judicial frente a este tipo de casos criminales y la negligencia 

del gobierno local en implementar medidas efectivas de prevención, estableció que el Estado 

federal había violado las garantías judiciales y la obligación de actuar con debida diligencia 

para asegurar la integridad física de la peticionaria y su igualdad ante la ley.También 

estableció que los Estados tienen un deber de acción preventiva diligente para evitar 

prácticas de violencia contra las mujeres, aún frente a la actuación de actores no estatales, 

con base en el art. 7 de la Convención de Belém do Pará y en la propia Convención 

Americana.  Así, la CIDH concluyó que la situación estructural del grupo de mujeres 

afectadas por la violencia, por un lado, califica los deberes de prevención del Estado y sus 

obligaciones reparatorias en el caso particular, pero además justifica el tipo de 

recomendaciones de alcance general que fija la CIDH al Estado y que incluyen, por ejemplo, 

cambios en las políticas públicas, en la legislación y en los procedimientos judiciales y 

administrativos. 

En años más recientes, en el caso “Campo Algodonero”25, la Corte IDH define con 

cierta precisión el estándar de “debida diligencia” establecido en el art. 7 de la Convención 

de Belém do Pará a fin determinar el alcance del deber estatal de prevención de crímenes 

basados en el género, tales como desapariciones, vejaciones sexuales, torturas y homicidios 

de mujeres y aplica dicho estándar respecto del deber estatal de protección de los derechos 

                                                
24CIDH, informe 54/2001, “María Da PenhaMaiaFernandes”, Brasil, del 16/4/2001. 
25Corte IDH, sentencia del 16/11/2009, caso “González y otras (Campo Algodonero) v. México”. 



frente a actos de particulares. También fija los criterios jurídicos que permiten atribuir esos 

crímenes de particulares al Estado y retoma la doctrina del riesgo previsible y evitable 

(inspirada en la jurisprudencia del sistema europeo de derechos humanos) aplicando esos 

estándares al contexto social de prácticas de violencia contra las mujeres en Ciudad Juárez 

(México), definiendo un deber de protección estatal reforzado por la Convención. 

Examinando la situación de tres víctimas, no como hechos aislados sino como 

muestra de una situación estructural más amplia de violencia y desigualdad, se profundiza 

una línea jurisprudencial sobre desigualdad estructural que reafirma la existencia de deberes 

de acción positiva de los Estados en la protección de colectivos expuestos a patrones de 

discriminación y violencia, apoyados en el principio de igualdad sustantiva. La Corte 

sostiene que el deber del Estado de adoptar medidas de prevención y protección está 

condicionado por el conocimiento de una situación de “riesgo real e inmediato para un 

individuo o grupo de individuos determinado, y por la posibilidad razonable de prevenir o 

evitar ese riesgo”26.  

Como sostiene Abramovich,"[a]sí, los Estados tienen el deber impuesto por la 

Convención, y por otros tratados y normas internas, de producir información y hacer 

seguimiento de la situación de violencia que sufren algunos grupos sociales y sectores de la 

población (p. ej., violencia contra las mujeres, desplazados internos, prácticas de racismo), 

de modo que no puede admitirse como excusa el desconocimiento de situaciones de violencia 

en estos casos"27. 

Posteriormente, en el caso de “Jessica Lenahan v. Estados Unidos”28, la CIDH 

destacó cuatro principios que informan la aplicación del estándar de “debida diligencia” en 

casos de violencias contra las mujeres. En primer lugar, reafirma que un Estado que no actúa 

con la debida diligencia para prevenir,investigar, sancionar y reparar los actos de violencia 

contra las mujeres puede ser responsable internacionalmente por los actos cometidos por 

particulares en ciertas circunstancias. En segundo término, señala que este deber de los 

Estados, de enfrentar y responder a los mencionados actos de violencia, también implica 

adoptar medidas para prevenir la discriminación “que perpetúa este grave problema”29. En 

                                                
26Corte IDH, caso de la “Masacre de Pueblo Bello”, sentencia del 31/1/2006, serie C, n. 140, párrs. 123 y 124. 
27Abramovich, Víctor. Responsabilidad estatal por violencia de género: comentarios sobre el caso “Campo 

Algodonero” en la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
28CIDH, Informe 80/2011, “Jessica Lenahan (Gonzales) y Otros”, Estados Unidos, del 21/07/2011. 
29 En este sentido señala que “Los Estados deben adoptar las medidas necesarias para modificar los patrones de 

comportamiento sociales y culturales de hombres y mujeres, y eliminar los prejuicios y las prácticas 

consuetudinarias y de otra índole basadas en la premisa de la inferioridad o superioridad de uno de los sexos, y 

sobre los roles estereotipados que se imponen tanto a los hombres como a las mujeres.” CIDH, Informe 80/2011, 

“Jessica Lenahan (Gonzales) y Otros”, Estados Unidos, del 21/07/2011. Párrafo 126. 



tercer lugar, subraya la vinculación que debe existir entre el deber de actuar con la debida 

diligencia y “la obligación de los Estados de garantizar el acceso a recursos judiciales 

adecuados y efectivos para las víctimas y sus familiares, cuando son objeto de actos de 

violencia”30. Por último, resalta que los Estados deben considerar los casos de 

discriminación por factores múltiples (etnia, raza, etc.) en la adopción de medidas para 

prevenir todas las formas de violencia. 

Establecidos los principios, la CIDH sostuvo que la falla sistemática de los Estados 

Unidos de ofrecer una respuesta coordinada y efectiva para proteger a las víctimas de la 

violencia “constituyó un acto de discriminación, un menoscabo de su obligación de no 

discriminar y una violación de su derecho de garantizar la igualdad ante la ley”31 por lo 

que concluyó que el Estado no actuó con la debida diligencia. 

En cuanto al Comité de la CEDAW, cabe resaltar los Casos “A. T. v. Hungría”32 y 

“ŞahideGoekce c. Austria”33. En el primero, el Comité reafirma que son obligaciones del 

Estado la prevención y la protección de la violencia contra la mujer. En “ŞahideGoekce c. 

Austria”, el Comité señala que el deber de debida diligencia no requiere solamente que el 

Estado formule leyes y políticas, sino que debe también proveer acceso a ellas para lo que 

debe contar con el apoyo de agentes estatales que respeten tales obligaciones de debida 

diligencia. Por este motivo, el Comité concluyó que el Estado no había tomado todas las 

medidas positivas necesarias y adecuadas para proteger el derecho a la vida y a la seguridad 

personal de la víctima. Señaló que, aun existiendo recursos judiciales y medidas legislativas 

para protección de las mujeres, éstas no fueron capaces de resguardar la seguridad de la 

víctima ni de impedir su muerte. 

A este cuerpo normativo y su interpretación a través de la resolución de casos 

planteados ante los diversos órganos de protección de derechos humanos, se suman diversos 

instrumentos de gran trascendencia política, como la Declaración y Plataforma de Acción de 

Beijing y los subsiguientes procesos de seguimiento, las resoluciones de la Asamblea 

General y del Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, además de las 

recomendaciones generales adoptadas por organismos de derechos humanos de las Naciones 

Unidas, que constituyen herramientas de interpretación autorizadas de las respectivas 

convenciones. 

                                                
30CIDH, Informe 80/2011, “Jessica Lenahan (Gonzales) y Otros”, Estados Unidos, del 21/07/2011. Párrafo 127. 
31CIDH, Informe 80/2011, “Jessica Lenahan (Gonzales) y Otros”, Estados Unidos, del 21/07/2011. Párrafo 170. 
32 Comité de la CEDAW, Comunicación 2/2003, “A. T. c. Hungría”, del 26 de enero de 2005.  
33 Comité de la CEDAW, Comicación 5/2005, “ŞahideGoekce c. Austria”, del 6 de agosto de 2007. 



A todo lo anterior se suman también los compromisos asumidos por nuestro país en 

la Agenda 2030, adoptada el 25 de septiembre de 2015, que se propone cambiar el curso del 

siglo XXI mediante el cumplimiento de 17 Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) para 

el año 2030, abordando retos fundamentales como la pobreza, la desigualdad y la violencia 

contra las mujeres.En particular, el ODS 5 se propone “Lograr la igualdad entre los géneros 

y empoderar a todas las mujeres y las niñas, que incluye entre sus metas: Eliminar todas las 

formas de violencia contra todas las mujeres y las niñas en los ámbitos público y privado, 

incluidas la trata y la explotación sexual y otros tipos de explotación”. 

Pese a que la Ley 26.485, vigente en Argentina desde 2009, dispone la creación 

de una política pública para hacer frente a la violencia de género, las políticas 

necesarias no han sido aun debidamente implementadas. Sin perjuicio del desarrollo 

posterior que se hará respecto de las previsiones de esta ley en el acápite referido a los 

derechos vulnerados, cabe resaltar que mediante el art. 11 se enuncian las políticas públicas 

que debe implementar el Estado de manera articulada y coordinada en el ámbito de las 

Secretarías y Ministerios del Poder Ejecutivo de las jurisdicciones provinciales y 

municipales, universidades y organizaciones de la sociedad civil con competencia en la 

materia.  Además, el inciso (a) del art 9 se establece que será competencia del CNM 

“Elaborar, implementar y monitorear un Plan Nacional de Acción para la Prevención, 

Asistencia y Erradicación de la Violencia contra las Mujeres”. Esta obligación, fue 

largamente incumplida por el Estado Nacional a pesar de las recomendaciones recibidas de 

parte de los organismos de derechos humanos especializados en el tema, hasta la 

presentación del Plan Nacional de Acción contra la Violencia en el mes de julio de 2016. 

 

IV.B) 3.1. Sobre el Plan Nacional de Acción para la Prevención, Asistencia y 

Erradicación contra la Violencia. 

 

Las movilizaciones sociales generaron que el tema de la violencia contra las mujeres 

entrara en la agenda pública, volviéndose un tema presente de las campañas electorales de 

2015, luego exigible en el primer año de gestión de los nuevos gobiernos34.   

 Durante 2016, la demanda social para prevenir, sancionar y erradicar la violencia 

contra las mujeres, marcó un ritmo para las políticas públicas. Luego de años de demora se 

presentó, en julio de 2016, el Plan Nacional de Acción para la Prevención, Asistencia y 

                                                
34http://www.ela.org.ar/a2/index.cfm?fuseaction=MUESTRA&codcontenido=2819&plcontampl=12&aplicacio

n=app187&cnl=3&opc=5 

http://www.ela.org.ar/a2/index.cfm?fuseaction=MUESTRA&codcontenido=2819&plcontampl=12&aplicacion=app187&cnl=3&opc=5
http://www.ela.org.ar/a2/index.cfm?fuseaction=MUESTRA&codcontenido=2819&plcontampl=12&aplicacion=app187&cnl=3&opc=5


Erradicación contra la Violencia (Plan Nacional de Acción contra la Violencia) para 

hacer operativa la Ley de Protección Integral de las Mujeres, que recoge en gran 

medida los lineamientos que fueron formulados colectivamente por un grupo de 

organizaciones y activistas (entre las que se encuentran las organizaciones aquí firmantes) 

en noviembre de 2015.35 

De acuerdo con el propio texto del Plan Nacional de Acción contra la Violencia, 

47 millones de pesos era la suma requerida para su implementación en el primer año 

(2017), sin contar los fondos requeridos para la construcción y/o refacción de 36 

Hogares de Protección Integral (que demandarían una inversión de 600 millones de 

pesos a lo largo de 3 años).  Sin embargo, estos 47 millones de pesos aprobados en la 

Ley de Presupuesto Nacional en las últimas semanas de 2016 fueron reasignados en la 

Decisión Administrativa 12/2017. 

El examen de las acciones contempladas en dicho Plan basta para demostrar su 

pertinencia e importancia para la prevención y erradicación de la violencia de género. Al 

evaluarse el alcance y la gravedad de la problemática y las diferentes acciones que deben 

implementarse, resulta obvio que la suma de 47 millones puede resultar incluso ínfima e 

insuficiente. Pero ni siquiera esa discreta asignación presupuestaria fue mínimamente 

respetada por el Poder Ejecutivo, que decidió discrecionalmente reasignar dichas partidas, 

contradiciendo además la decisión del Congreso Nacional expresada en la Ley de 

Presupuesto.  

En relación con el tipo de acciones que debían asegurarse con los recursos 

inconstitucionalmente detraídos, cabe señalar que el Plan Nacional de Acción contra la 

Violencia está compuesto por dos ejes de acción y tres ejes transversales. El eje 

“Prevención” está vinculado a medidas y acciones cuyo objetivo general es la 

transformación de los patrones culturales que naturalizan la violencia contra las mujeres en 

nuestra sociedad. Para lograrlo, se prevé la concreción de una serie de acciones en los 

ámbitos de la salud, la educación, el trabajo y la comunicación. Entendiendo que la 

discriminación hacia las mujeres tiene como condicionante cultural la existencia degraves 

prejuicios sociales, las ideas y valores asociadas al género, reconoce que se torna imperioso 

avanzar hacia la transformación de estos patrones en pos de construir una sociedad de 

iguales, libre de toda forma de violencia.  

                                                
35El documento completo puede leerse desde el siguiente link: 

https://www.argentina.gob.ar/sites/default/files/consejo_nacional_de_mujeres_plan_nacional_de_accion_contr

a_violencia_genero_2017_2019.pdf 

http://www.ela.org.ar/a2/index.cfm?fuseaction=MUESTRA&codcontenido=2345&plcontampl=38&aplicacion=app187&cnl=94&opc=51
http://www.ela.org.ar/a2/index.cfm?fuseaction=MUESTRA&codcontenido=2345&plcontampl=38&aplicacion=app187&cnl=94&opc=51
http://www.ela.org.ar/a2/index.cfm?fuseaction=MUESTRA&codcontenido=2345&plcontampl=38&aplicacion=app187&cnl=94&opc=51
http://www.ela.org.ar/a2/index.cfm?fuseaction=MUESTRA&codcontenido=2345&plcontampl=38&aplicacion=app187&cnl=94&opc=51
https://www.argentina.gob.ar/sites/default/files/consejo_nacional_de_mujeres_plan_nacional_de_accion_contra_violencia_genero_2017_2019.pdf
https://www.argentina.gob.ar/sites/default/files/consejo_nacional_de_mujeres_plan_nacional_de_accion_contra_violencia_genero_2017_2019.pdf


Por su parte, el eje “Atención” apunta a la promoción y generación de espacios que 

brinden una atención integral a mujeres en situación de violencia desde un enfoque de 

derechos humanos. Entendiendo que la violencia hacia las mujeres es un problema de 

carácter público, las acciones y medidas que propone tienden a propiciar la 

transversalización de la perspectiva de género en los diferentes ámbitos a los cuales las 

mujeres que sufren violencia puedan acudir y recibir una atención integral. 

Finalmente, en el Plan se proponen ejes transversales a los anteriores por entender 

que su consecución repercute en el logro de los objetivos de cada eje de acción y en el 

objetivo general del Plan Nacional de Acción: la formación permanente, el 

fortalecimiento institucional y elmonitoreo y evaluación de las políticas públicas en 

materia de violencia de género. 

Contar con este Plan de Acción contra la Violencia representa un avance 

fundamental hacia la exigibilidad de las políticas públicas que incorpora la Ley 26.485. 

Sin embargo, en la actualidad parece ser una mera expresión de buenos deseos estatales 

que no encuentra correlación en la práctica y ello lo evidencia la grave situación 

detallada en el primer capítulo de los hechos de esta demanda.  

 

IV.B) 3.2. Sobre el Consejo Nacional de las Mujeres (CNM). 

 

A través de la Decisión Administrativa que cuestionamos también se decidió detraer 

20 millones adicionales que el Congreso había decidido destinar al CNM.  El Consejo tiene 

un rol fundamental en el diseño, implementación y monitoreo de las políticas necesarias para 

la prevención y erradicación de la violencia de género, tal como lo establece la propia Ley 

26.485.  Por tal motivo, la reasignación dispuesta también afecta gravemente los derechos 

humanos de las mujeres actual y potencialmente afectadas por este flagelo.  

En efecto, el CNM es un organismo nacional creado en 1992 para la defensa de los 

derechos de las mujeres y para velar por el cumplimiento de la Convención para la 

Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW).  La reforma 

de la Constitución Nacional de 1994, consagra a la CEDAW (en el artículo 75 inc. 22) como 

uno de los tratados de derechos humanos con jerarquía superior a las leyes y rango 

constitucional.El hecho de ratificar la Convención pone al Estado ante la responsabilidad de 

dar cuenta de los avances y desafíos que se vayan logrando en virtud del cumplimiento de 

sus disposiciones. Cada cuatro años, Argentina debe presentar el “Informe País” y el CNM, 



en representación del Estado, debe defender y responder las Observaciones y 

Recomendaciones ante el Comité de la Convención. 

Además de ser el organismo encargado de velar por el cumplimiento de la CEDAW, 

es el organismo rector de las políticas públicas en materia de prevención, sanción y 

erradicación de la violencia contra las mujeres, en miras a efectivizar las disposiciones de la 

Ley de Protección Integral de las Mujeres.  

Esta última enuncia, en su artículo 9, una gran cantidad de facultades (22 en total) 

correspondientes al CNM entre las cuales se encuentran: 

 la elaboración, implementación y monitoreo del Plan Nacional de Acción;  

 la promoción de la creación de servicios de asistencia integral y gratuita para las 

mujeres que padecen violencia en las distintas jurisdicciones;  

 el desarrollo de programas de asistencia técnica para las distintas jurisdicciones 

destinados a la prevención, detección precoz, asistencia temprana, reeducación, 

derivación interinstitucional y a la elaboración de protocolos para los distintos 

niveles de atención;  

 el diseño e implementación de Registros de situaciones de violencia contra las 

mujeres de manera interjurisdiccional e interinstitucional, en los que se establezcan 

los indicadores básicos aprobados por todos los Ministerios y Secretarías 

competentes, independientemente de los que determine cada área a los fines 

específicos, y acordados en el marco de los Consejos Federales con competencia en 

la materia. 

A su vez, los documentos presupuestarios oficiales enumeran actividades puntuales 

que deberá desarrollar el CNM durante el año en curso. Así, en el Anexo 1 de la Decisión 

Administrativa 12/2017(pág. 342), se detallan las acciones previstas para este organismo 

para el año 2017,a saber: 

 impulsar políticas con perspectiva de género que contribuyan a la superación de las 

diversas formas de discriminación contra las mujeres y promuevan las condiciones 

sociales adecuadas para garantizar a las mujeres el ejercicio efectivo de sus 

derechos; 

 promover y financiar la creación de Áreas Mujer Municipales para impulsar 

programas, proyectos y actividades para el avance de las mujeres en los ámbitos 

municipales; 

 fortalecer institucionalmente a las Áreas Mujer Provinciales, Municipales y 

Organizaciones Sociales mediante la transferencia de herramientas conceptuales, 



metodológicas y de gestión que permitan transversalizar la perspectiva de género en 

sus áreas de intervención en el ámbito municipal; 

 acompañar institucionalmente y brindar asistencia técnica desde el Consejo 

Nacional de las Mujeres a las Áreas Mujer Provinciales, Municipales y 

Organizaciones Sociales; 

 realizar encuentros de formación e intercambios de actividades relativas a la 

temática de género y las problemáticas de las mujeres; 

 fortalecer las capacidades de organizaciones sociales, sindicales, estudiantiles y 

políticas de identificar situaciones de desigualdad basadas en género; 

 favorecer el desarrollo de iniciativas de organizaciones sociales que busquen 

contribuir al pleno ejercicio de derechos de todos y todas; 

 promover la articulación del Consejo Nacional de las Mujeres con Universidades 

Nacionales en todo el territorio nacional; 

 impulsar líneas de acción para garantizar respuesta integral y contención 

inmediata a las mujeres en situación de violencia(énfasis agregado); 

 adoptar una estrategia comunicacional que permita maximizar el alcance de las 

acciones y programas llevados adelante por el Consejo Nacional de las Mujeres; 

 crear una línea de financiamiento temporal para mujeres en situación de 

violencia que requieran asistencia urgente, con la finalidad de fortalecer las 

redes y lograr el empoderamiento económico para la autosubsistencia e 

independencia económica del agresor(énfasis agregado). 

Y se enuncianlos logros que el CNM prevé alcanzar en el año en curso: 

a) Articulación con los organismos de nivel nacional, provincial, local y 

organizaciones sociales, a través de diversos modos de institucionalización de 

políticas de género locales y nacionales. 

b) Implementación de programas de formación de formadores y asistencia técnica que 

permita a la población objetivo contar con la dotación de herramientas conceptuales 

y metodológicas para la elaboración y presentación de proyectos de desarrollo local. 

c) Puesta en marcha de los espacios provinciales de atención especializada, contención, 

asesoramiento derivación y acompañamiento de las mujeres víctimas de violencia y 

redes institucionales y sociales. 

d) Empoderamiento de las mujeres para lograr su independencia económica. 

e) Disminución de los femicidios en Argentina, que aún continúa con índices elevados 

de violencia de género. 



Como podrá apreciar V.S., la extensión de las facultades, actividades y logros 

que debe emprender y alcanzar este año el CNM se corresponden con una realidad que 

así lo demanda. Una de las claves para que ello ocurra debe enfocarse, mínimamente, 

en una asignación presupuestaria adecuada y suficiente para conseguirlo.  

Como se ha mencionado anteriormente, el Congreso Nacional, frente al reclamo de 

las organizaciones que solicitaron que la asignación para el Consejo prevea el ajuste por 

inflación, resolvió realizar un incremento de 20 millones de pesos, al sólo efecto de 

garantizar los mismos recursos que en el año 2016 (recursos que por lo demás, también son 

insuficientes, como lo han señalado en repetidas oportunidades los organismos de monitoreo 

como el Comité de la CEDAW36 y la Relatora Especial de las Naciones Unidas sobre 

violencia contra las mujeres, que en noviembre de 2016 “instó al gobierno a brindarle los 

recursos presupuestarios adecuados al Consejo Nacional de la Mujer para una 

implementación efectiva del Plan de Acción Nacional para la Prevención, Asistencia y 

Erradicación de la Violencia contra la Mujer”37).   

Sin embargo, el Jefe de Gabinete resolvió, de manera absolutamente 

inconstitucional, reducir nuevamente dicha asignación mediante una mera decisión 

administrativa, vulnerando y afectando gravemente el desempeño del importante rol que 

debe desarrollar el CNM.  

Es indispensable que el compromiso manifestado desde todas las fuerzas políticas 

en las campañas electorales y en oportunidad de las masivas manifestaciones que vimos en 

nuestro país en 2015 y 2016, encuentre el adecuado reflejo en el Presupuesto General que 

permita hacer efectivas las políticas que promuevan la igualdad y que permitan avanzar en 

la erradicación de la violencia. 

Con la Decisión Administrativa que da motivo a esta acción de amparo, el 

Poder Ejecutivo no sólo no ha asignado recursos suficientes, sino que ha hecho un uso 

discrecional e inconstitucional de sus atribuciones, vulnerando los derechos de las 

mujeres, niñas y adolescentes a vivir una vida libre de violencias.  

 

IV.B) 3.3. La insuficiente implementación de las políticas necesarias para 

prevenir y erradicar las violencias degénero. 

 

                                                
36CEDAW/C/ARG/CO/7 - del 18 de noviembre de 2016 
37http://www.ohchr.org/SP/NewsEvents/Pages/DisplayNews.aspx?NewsID=20901&LangID=S 

http://www.ohchr.org/SP/NewsEvents/Pages/DisplayNews.aspx?NewsID=20901&LangID=S


Atendiendo a un reclamo concreto del movimiento de mujeres, se elaboró el Plan 

Nacional de Acción contra la Violencia (para el período 2017-2019) y se anunció el 

compromiso estatal de implementar este Plan como política de Estado para el cumplimiento 

del derecho de todas las personas a vivir una vida libre de violencia, marcando un camino 

común con estándares de protección, que tienen como fin garantizarles a todas las mujeres 

de Argentina el acceso a servicios públicos de calidad38. 

La elaboración de este Plan fue celebrada por las organizaciones firmantes porque 

busca dar efectivo cumplimiento a la Ley 26.485 y ello es fundamental para erradicar la 

violencia contra las mujeres, niñas y adolescentes.  

Entre las acciones expresamente previstas en el Plan Nacional de Acción contra 

la Violencia para el año 2017 se encuentran las siguientes: Personal Profesional para 

programas de atención directa, prevención, fortalecimiento y monitoreo, apoyo a la creación 

de Áreas mujer, el Programa de Fortalecimiento para Organizaciones de la Sociedad Civil, 

Equipamiento, y materiales e insumos de comunicación. Como es evidente, la ejecución de 

todas estas acciones se encuentra imposibilitada si no se cuenta con los recursos 

mínimos que han sido destinados por el Congreso Nacional en la Ley de Presupuesto. 

La Relatora Especial de las Naciones Unidas sobre violencia contra la mujer ha 

sostenido que “la violencia contra la mujer se encuentra reflejada en las desigualdades y 

discriminación contra la mujer, por lo que su prevención y erradicación debe basarse en el 

logro de una igualdad de género y en el empoderamiento de la mujer mediante la 

prevención, protección y persecución de hechos de violencia contra la mujer en forma 

holística, en todo el país, en cada una de las provincias, lo que no sucede en la actualidad”39. 

En su visita a Argentina a fines de 2016, manifestó su preocupación frente a diversas 

cuestiones atinentes a la ausencia de políticas públicas destinadas a erradicar la violencia 

contra las mujeres, entre ellas40: 

 ausencia de información relativa a los casos “en los que el agresor se suicidó o 

cuando las víctimas eran personas transexuales (…) que no existan datos sobre 

                                                
38El Plan Nacional de Acción contra la Violencia se encuentra incluso disponible desde la página web de la Casa 

Rosada, como uno de los Objetivos del Gobierno en el marco del Desarrollo Humano Sustentable: 

http://www.casarosada.gob.ar/objetivosdegobierno/ 
39El movimiento NI UNA MENOS se adelanta al problema: El Estado debe ponerse a la par e intensificar sus 

esfuerzos por evitar los femicidios y otras formas de violencia de género contra las mujeres y niñas. Disponible 

en: 

http://www.ohchr.org/SP/NewsEvents/Pages/DisplayNews.aspx?NewsID=20901&LangID=S#sthash.qDupb7G

S.dpufhttp://www.ohchr.org/SP/NewsEvents/Pages/DisplayNews.aspx?NewsID=20901&LangID=S 
40Información disponible en la página oficial del Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo en 

Argentina, www.ar.undp.org 

 

http://www.casarosada.gob.ar/objetivosdegobierno/


violaciones y delitos de odio contra lesbianas, bisexuales, transexuales e 

intersexuales (LBTI), investigación, procesamiento y condena de los agresores, así 

como el resarcimiento para las víctimas”; 

 necesidad urgente de contar con más refugios en todo el país, en especial, en las 

áreas rurales, para las mujeres de las comunidades de pueblos originarios, y también 

para las mujeres que viven en asentamientos informales en las ciudades.; 

 no existen en el país suficientes refugios para las víctimas de la trata.  Además, en 

tanto hay muchos lugares que cuentan con equipos multidisciplinarios que trabajan 

para asistir a las víctimas de la violencia doméstica, hay un vacío en cuanto a la 

protección por la falta de servicios de integración y protección a largo plazo; 

 gran necesidad de programas de capacitación dedicados para todos los funcionarios 

cuyas responsabilidades puedan llevarlos a entrar en contacto con las víctimas -

jueces, fiscales, agentes de la policía, abogados, trabajadores sociales y de la salud 

y maestros-; 

 campañas de sensibilización en colaboración con la sociedad civil para incrementar 

el nivel de concientización entre el público en general respecto de las diferentes 

formas de violencia contra la mujer es una necesidad urgente.  

Son varios los mandatos de la Ley 26.485 que aún no se han efectivizado con un 

alcance nacional. La garantía de acceso a la justicia y patrocinio jurídico gratuito para las 

mujeres víctimas de violencia; la gratuidad de todos los procedimientos vinculados con 

denuncias; la atención integral de las víctimas; las campañas de difusión y sensibilización 

nacionales; las políticas para la educación integral para la igualdad de género; son algunas 

de las políticas enunciadas en la norma, pero que aún no se han materializado íntegramente.  

A pesar de las disposiciones previstas en la Ley 26.485 y de las repetidas 

observaciones que recibió el país por parte de los órganos de seguimiento internacionales y 

regionales (como el Comité de la CEDAW y el MESECVI41) sobre la obligación pública de 

producir información precisa sobre el alcance de la violencia en el país, se mantiene un serio 

déficit en la producción de información sobre violencia, tanto a nivel nacional como en 

muchas de las jurisdicciones locales.  

La enumeración del artículo 7 de la Ley 26.485 remite a necesidades de políticas de 

diverso orden. Por un lado, lograr la efectiva “eliminación de la discriminación y las 

desiguales relaciones de poder sobre las mujeres, que operan en todos los niveles de la 

                                                
41 Mecanismo para el seguimiento de la violencia contra las mujeres establecido en la Convención de Belém do 

Pará (MESECVI). 



sociedad” (inciso a) requiere nada menos que un cambio de cultura, que también debe 

apoyarse en “medidas tendientes a sensibilizar a la sociedad, promoviendo valores de 

igualdad y deslegitimación de la violencia contra las mujeres” (inciso b).  Estas acciones 

requieren de campañas públicas continuas y coordinadas, apelando a diversos ámbitos de 

acción estatal y de actores sociales.  

En otro orden se encuentran las políticas públicas concretas para asistir a víctimas 

de violencia. El artículo 7 propone “La asistencia en forma integral y oportuna de las 

mujeres que padecen cualquier tipo de violencia, asegurándoles el acceso gratuito, rápido, 

transparente y eficaz en servicios creados a tal fin, así como promover la sanción y 

reducación de quienes ejercen violencia” (inciso c).  La vigencia efectiva de este principio 

y del siguiente (“transversalidad en la ejecución de las disposiciones normativas”, inciso d) 

requiere no sólo una adecuada coordinación y capacitación de los actores estatales, sino 

también transparencia en la información, accesibilidad del servicio (tanto en términos 

geográficos como de amplitud horaria de atención) y el registro administrativo de los 

servicios brindados. 

Es imposible implementar las políticas públicas creadas por ley sin un 

presupuesto acorde a ellas. 

 

IV.B) 3.4. Sub-ejecución presupuestaria en el CNM. 

 

Si bien se torna prácticamente imposible acceder a datos presupuestarios 

desagregados y precisos en todas las áreas de la administración nacional, hemos podido 

acceder a información que indica que el CNM presenta, históricamente y al menos hasta el 

2014, cifras elevadas de sub-ejecución de su presupuesto.  

Tal como se ha detallado, el CNM tiene una gran cantidad de competencias 

atribuidas, especialmente a partir de la sanción de la Ley 26.485. Sin embargo, en este 

organismo se observa un serio problema, el de los bajos niveles de ejecución de los recursos 

asignados, de manera sostenida en el tiempo.  

El presupuesto asignado al CNM, mediante Ley de Presupuesto sancionada por el 

Poder Legislativo para el año 2010 fue de $21.986.000 (cifras ajustadas por inflación de 

acuerdo con el índice de precios al consumidor que publica el Congreso), mientras que el 

crédito final (efectivamente disponible para gastar) fue de $26.743.421, de los cuales se 

ejecutaron solo $16.416.327. Estas cifras implican que solo se gastó el 61,38% de los 



recursos disponibles, lo que supone que casi el 40% de los recursos destinados al 

cumplimiento de las competencias del Consejo fueron inutilizados42. 

La situación fue análoga en los años 2011 y 2012, siendo la ejecución del $78,34% 

en 2011 y del 70% en 2012. La tendencia a sub-ejecutar se mantuvo en el año 2013, donde 

se registró una ejecución de tan solo un 80,12%.  

Recién en 2014 se alcanzaron mejores niveles de utilización de los recursos 

disponibles, cuando con un crédito original de $22.564.234, uno final de $33.572.739 y uno 

devengado de $31.810.138 se logró una ejecución del 94,75%. No obstante, las deudas en 

materia de prevención y erradicación de la violencia contra las mujeres, niñas y 

adolescentes son enormes, y crecen cada año.  

 

IV.C) Organismos de derechos humanos que monitorean el cumplimiento de tratados 

se han pronunciado sobre la necesidad de asegurar recursos adecuados para la 

implementación de políticas contra la violencia de género. 

 

Sobre la grave situación relatada se ha expedido la Relatora Especial sobre violencia 

contra la mujer de la ONU, DubravkaSimonovic, quien aconsejó recientemente al Gobierno 

que otorgue rango ministerial al CNM y lo instó a incrementar la partida presupuestaria 

asignada a dicho organismo, al igual que lo había hecho días antes el Comité de la 

CEDAW en su informe sobre la Argentina. Al respecto, cabe recordar que la Corte 

Suprema de Justicia de la Nación reconoció reiteradamente la autoridad interpretativa de las 

observaciones efectuadas por los órganos de aplicación de los tratados de Derechos 

Humanos suscriptos por nuestro país. 

La Relatora, luego de su visita oficial al país (durante la cual viajó por diversas 

provincias donde se reunió con representantes del sector privado, público y ONGs, a fin de 

evaluar la situación que presenta la República Argentina en materia de violencia de género) 

manifestó que el sistema argentino tiene deficiencias considerables para prevenir la 

violencia contra las mujeres y que los sistemas para prevenir los ataques no son lo 

suficientemente funcionales. 

Y agregó que el gobierno “deberá intensificar su accionar para prevenir y 

combatir los femicidios así como otras formas de violencia de género para asegurar los 

derechos de cada mujer y cada niña a vivir libre de todo tipo de violencia”.  

                                                
42 “El valor de la igualdad de género”. Informe elabora por ACIJ y ELA en mayo de 2016. Disponible en: 

http://acij.org.ar/el-valor-de-la-igualdad-de-genero/ 



Instó a las autoridades a tomar acciones concretas que incluyan la implementación 

de la legislación recientemente adoptada sobre protección integral para mujeres, la 

construcción de refugios adicionales y la creación de servicios completos de apoyo para las 

víctimas. Por último, exhortó a que se aumente el presupuesto del CNM y se incremente 

su visibilidad y jerarquía43. 

Las dificultades presupuestarias han llamado la atención de los Comités de la 

CEDAW y de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, que repetidamente han 

alertado al Estado argentino sobre la situación del CNM y le han recomendado que fortalezca 

los programas de asesoramiento jurídico, aumente la disponibilidad de refugios y servicios 

de apoyo psicosocial a las víctimas y asegure su adecuado financiamiento para que pueda 

alcanzar sus objetivos44.  

En forma reciente, el Comité de la CEDAW manifestó su preocupación por la 

persistencia de las violencias contra las mujeres en el Estado y el creciente número de 

femicidios. Por este motivo, recomendó asignar recursos presupuestarios adecuados 

para la efectiva implementación del Plan Nacional de Acción45. Asimismo, recomendó 

al Estado Argentino incrementar los recursos humanos, tecnológicos y financieros del CNM 

a los fines de mejorar su capacidad de promover y monitorear la implementación de políticas 

de igualdad de género. Elloevidencia la grave insuficiencia de la asignación 

presupuestaria para prevenir la violencia de género, así como la imperiosa necesidad 

de subordinar la actividad presupuestaria a los principios constitucionales y de 

derechos humanos, lo cual implica, obligatoriamente, que el gasto público del Estado 

garantice eficientemente los derechos reconocidos en la normativa constitucional.  

En este sentido, tanto el Poder Ejecutivo como el Legislativo cumplen un rol 

fundamental durante la elaboración, sanción y ejecución del presupuesto, pues los 

derechos presuponen, en la mayoría de los casos, erogaciones que deberán satisfacerse 

mediante recursos públicos. Por eso la responsabilidad que pueda imputarse a los 

poderes del Estado se configura tanto por la ausencia de normas o de procedimientos 

o mecanismos de reconocimiento, como por la falta de las previsiones presupuestarias 

suficientes para cubrir las necesidades que representan estos derechos. 

                                                
43Información disponible en la página oficial del Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo en 

Argentina, www.ar.undp.org). 
44 Ver las Observaciones Finales al Estado Argentino del Comité de la CEDAW, en particular los párrafos 17 y 

18 (de agosto 2010, CEDAW/C/ARG/CO/6) y del Comité DESC, en particular el párrafo 18 (de diciembre 2011, 

E/C.12/ARG/CO/3). Ambos documentos disponibles en 

http://www.ohchr.org/SP/HRBodies/Pages/HumanRightsBodies.aspx 
45 Comité de la CEDAW, Observaciones Finales del Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la 

Mujer a Argentina del 18 de noviembre de 2016. 

http://www.ar.undp.org/
http://www.ohchr.org/SP/HRBodies/Pages/HumanRightsBodies.aspx


 

V. FUNDAMENTOS  

 

V. A) Inconstitucionalidad de la Decisión Administrativa 12/2017, en cuanto redujo   

partidas destinadas por la ley de Presupuesto a garantizar derechos humanos de las 

mujeres mediante la implementación de políticas contra la violencia de género, 

vulnerando el principio de supremacía constitucional y la división de poderes.  

 

Como se pone de resalto en el apartado relativo a los hechos de este caso, las 

partidas presupuestarias reasignadas en la Decisión Administrativa 12/2017, que 

suman un total de 67 millones de pesos, estaban destinadas a implementar políticas 

específicas para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres. Su 

reducción implica que muchas de las acciones que debe realizar el Estado argentino a fin de 

garantizar los derechos de mujeres y niñas actual y potencialmente víctimas de violencia no 

podrán ser realizadas.  

A continuación, desarrollamos pormenorizadamente las razones por las cuales el 

uso por el Poder Ejecutivo de facultades extraordinarias (o superpoderes) para reducir 

partidas asignadas en la Ley de Presupuesto a la implementación de políticas contra la 

violencia de género es inconstitucional, y extralimita las facultades del Jefe de Gabinete 

mucho más allá de lo previsto en la Constitución Nacional.  

Cabe adelantar que aún en el caso hipotético de que se considerara que las 

facultades legales para reasignar partidas presupuestarias previstas en la Ley son admisibles 

en ciertos casos –algo difícil de afirmar dado el claro esquema constitucional vigente en 

Argentina, el carácter general e irrazonable de las previsiones legales y los graves daños que 

generan al sistema democrático–, tales facultades jamás podrían ser legítimamente utilizadas 

para violentar los claros límites impuestos por los derechos humanos, como visiblemente 

ocurre en el caso de autos.  

En efecto, cuando como en el caso de autos, la reasignación de partidas 

presupuestarias afecta derechos humanos básicos, su ejercicio es abiertamente 

inconstitucional. De lo contrario, admitiríamos que por vía de una simple decisión 

administrativa se reduzcan a la nada a los derechos constitucionales más básicos.   

 

V. A) 1. El esquema constitucional que en Argentina reconoce y protege 

los derechos de las mujeres y niñas impone un límite infranqueable a las 

facultades extraordinarias para la reasignación de partidas. 



Inconstitucionalidad de la reasignación por afectar partidas destinadas 

por ley a dar cumplimiento a derechos constitucionales que se verán 

claramente afectados por la reasignación dispuesta. 

 

Más allá de las normas constitucionales que rigen el proceso presupuestario y de 

las pautas y principios elementales de un sistema democrático que resultan vulneradas por 

la reasignación dispuesta –pautas y principios que serán objeto de desarrollo en los siguientes 

apartados–, resulta claro que en nuestro esquema constitucional existe un primer límite 

infranqueable a cualquier potestad o atribución para la reasignación de partidas. 

En efecto, aún si se admitiera, por vía de hipótesis, que hay supuestos en los cuales 

resulta admisible atribuir al Poder Ejecutivo o al Jefe de Gabinete la potestad de realizar 

modificaciones a la ley de presupuesto –tal como se desprende de diferentes previsiones 

legales–, ello jamás podría autorizar al Poder Ejecutivo a realizar reasignaciones de partidas 

destinadas por la ley de presupuesto a dar cumplimiento a derechos fundamentales,  como 

indudablemente lo son los derechos de mujeres, niñas y adolescentes a vivir una vida libre 

de violencia. Es claro que cualquier facultad para reasignar partidas debe interpretarse de 

manera armónica con los demás principios y derechos constitucionales que pueden verse –

como ocurre en este caso– gravemente afectados por una reasignación.  

A modo de ejemplo, si ocurriera una epidemia de SIDA que produjera la muerte 

de miles de adultos y niños/as, y el Congreso decidiera asignar partidas presupuestarias para 

combatir esa enfermedad, sería a todas luces inadmisible que el Jefe de Gabinete invocara 

la potestad para reasignar partidas presupuestarias para reducir los recursos afectados a 

garantizar la vida y la salud de la población afectada por esa enfermedad.   

En relación con la preeminencia de los derechos por sobre consideraciones 

presupuestarias relativas a una alegada escasez de recursos, ha entendido la Corte Suprema 

de Justicia de la Nación que “las carencias presupuestarias, aunque dignas de tener en 

cuenta, no pueden justificar transgresiones de este tipo. Privilegiarlas sería tanto como 

subvertir el estado de derecho y dejar de cumplir los principios de la Constitución y los 

convenios internacionales que comprometen a la Nación frente a la comunidad jurídica 

internacional, receptados en el texto actual de aquélla -art. 5° inc. 2°, Convención 

Americana sobre Derechos Humanos”46. 

La garantía de derechos requiere el diseño e implementación de políticas públicas 

que le den cumplimiento, lo que a su vez entraña la obligación de asignar y ejecutar los 

                                                
46“Rubén Badín” CSJN, 1995, Fallos: 318:2002. Reiterado en  CSJN, “Verbitsky, Horacio s/hábeas corpus”, 

LL 2005-E, p. 39 



recursos públicos necesarios. Sin políticas públicas dotadas de recursos adecuados y 

suficientes, los derechos resultan ilusorios.    

La Cámara Nacional en lo Civil y Comercial Federal47 también ha señalado que 

“en nuestro sistema constitucional la política financiera -fines económicos, sociales y 

jurídicos- no puede orientarse y menos aún determinarse con un criterio puramente 

científico, dogmático en lo económico, u oportunista en lo fiscal; esa política debe tener un 

substratum jurídico permanente: forman tal susbstratum los principios constitucionales, los 

cuales por latos y flexibles que sean- son supuestos irreductibles de toda acción del Estado; 

trátase de principios que en cierto sentido tienen valor, jerarquía o preeminencia en toda la 

actividad del Estado y, por ende, también en la actividad financiera. Por eso una política 

financiera, cualquiera sea su orientación, y cualesquiera sus directiva o fines, será 

necesariamente concebida y realizada con referencia, y (...) con subordinación a la 

constitución políticojurídica del Estado. Es decir, que toda política debe ser inspirada y 

limitada por los principios constitucionales, que son líneas ‘demarcadoras’ de la política 

financiera” (Bielsa, Rafael, “Estudios de Derecho Público, II, Derecho Fiscal”, p. 9 -en este 

texto y en los que siguen, la cursiva es del original-). Y continuó diciendo: “Que, sentado lo 

anterior, es pertinente indicar que la actividad financiera pública es la que está encaminada 

a la obtención de ingresos y realización de gastos a los efectos de hacer efectivos los 

procedimientos democráticos y los derechos fundamentales constitucionalmente 

establecidos” (conf. Corti, Horacio G., “Derecho Financiero”, p. 126).  

Existe, pues, una “relación condicionante entre la ley de presupuesto -‘la ley de 

leyes’- y la efectiva protección y operatividad de las garantías constitucionales” (Lamuedra, 

Agustina y D’Alessio, Ignacio, “La Ley de Presupuesto y las garantías constitucionales. El 

derecho a la salud”, en ED Constitucional 2005, p. 526); con esto va dicho que es 

inadmisible afectar el ejercicio pleno de los derechos constitucionales mediante la simple 

invocación de una insuficiente asignación presupuestaria” (conf. Corti Horacio G., obra 

citada, p. 578).  

En esta línea de ideas, se advierte que “el Estado no cuenta con una amplia 

discrecionalidad política para fijar el quantum de recursos a criterio de su voluntad 

benévola, sino que está obligado a hacer una evaluación objetiva y no arbitraria mediante 

                                                
47“Roble, Mariana Alejandra”. Sentencia de 15 de marzo de 2000. 



la cual, al distribuir los ingresos y los gastos de la hacienda pública, confiera prioridad a 

la atención de los derechos sociales”48. 

En consecuencia, frente a una lesión jurídica concreta no se puede oponer como 

causal exculpatoria la existencia de una insuficiencia o particular distribución en cuanto a 

los recursos financieros disponibles o presupuestados; lo contrario implicaría tanto como 

aceptar que la ley de presupuesto, en lugar de ser un medio de juridización, se convierta en 

un mecanismo para violentar a la propia Carta Magna. Esto conduce, en definitiva, a la 

sumisión de la actividad erogatoria pública concretada en la ley presupuestaria a la 

jurisdicción constitucional (conf. Corti, Horacio G., obra citada, p. 572).  

En el caso de autos, el Congreso Nacional previó la asignación de partidas 

presupuestarias destinadas a la implementación del Plan Nacional contra la Violencia de 

Género (partidas que no habían sido previstas en el proyecto de presupuesto), y dispuso 

además un incremento en la asignación que había sido proyectada para para el Consejo 

Nacional de las Mujeres. Tales partidas presupuestarias estaban destinadas a la 

implementación de políticas públicas indispensables para prevenir y erradicar la muerte y 

los daños sufridos por mujeres y niñas que cada día son víctimas de la violencia de género. 

Como se describió en el apartado de hechos, y como es de público y notorio 

conocimiento, la situación es crítica y las cifras son alarmantes. De manera casi diaria, se 

publican noticias que dan cuenta de nuevos femicidios. La deficiente implementación de las 

políticas destinadas a prevenir y erradicar la violencia vulnera los derechos humanos más 

básicos de esas mujeres y niñas.   

La asignación por el Congreso Nacional de partidas presupuestarias para dar 

cumplimiento a las políticas contra la violencia de género –las que también resultan ínfimas 

si se tiene en cuenta la gravedad del flagelo– era una medida elemental destinada a proteger 

y garantizar los derechos de las mujeres y niñas actual y potencialmente afectadas. 

La decisión del jefe de gabinete de reasignar dichas partidas desfinancia las 

políticas que el propio Congreso decidió priorizar, afectando gravemente los derechos de 

mujeres, niñas y adolescentes.  

Aún si se reconocieran tales facultades en cabeza del Poder Ejecutivo, su ejercicio 

jamás podría autorizar la vulneración de derechos constitucionales, toda vez que ellos tienen 

prioridad por sobre cualquier decisión administrativa.  

                                                
48Bidart Campos, Germán J., La Constitución Económica -un esbozo desde el derecho constitucional argentino-

, en JA 2002-II, p. 1144 



De lo contrario, se convalidaría que por vía de una simple decisión administrativa 

se pueda convertir en letra muerta la Constitución Nacional y los Tratados de Derechos 

Humanos que en Argentina tienen jerarquía constitucional, y que obligan al Estado a 

respetar, proteger y cumplir con los derechos humanos de las mujeres y niñas.  La facultad 

para reasignar partidas presupuestarias encuentra su límite más claro y rotundo cuando ella 

conlleva la afectación a derechos humanos a los que el sistema constitucional argentino 

acuerda valor prioritario.  

La reasignación dispuesta por el Poder Ejecutivo vulnera derechos 

reconocidos en la Constitución y Tratados, derechos que sólo pueden realizarse si se 

implementan y financian adecuadamente las políticas que el propio Congreso y el 

Poder Ejecutivo Nacional han diseñado para prevenir y erradicar la violencia de 

género.  

 

V. A) 2. El diseño constitucional establece el principio de legalidad del 

gasto, reservando la atribución para asignar el presupuesto al Poder 

Legislativo. La sujeción del proceso presupuestario a pautas 

constitucionales y la reserva de ley.  

 

El art. 75 de la CN, en su inc. 8, establece que corresponde al Congreso “Fijar 

anualmente, conforme a las pautas establecidas en el tercer párrafo del inc. 2 de este 

artículo, el presupuesto general de gastos y cálculo de recursos de la administración 

nacional, en base al programa general de gobierno y al plan de inversiones públicas y 

aprobar o desechar la cuenta de inversión”. 

La importancia de este inciso octavo es de tal magnitud que, según ha entendido 

prestigiosa doctrina, merece una designación específica: la de “cláusula presupuestaria”49. 

Según el art. 99 inc. 2 el Poder Ejecutivo “Expide las instrucciones y reglamentos 

que sean necesarios para la ejecución de las leyes de la Nación, cuidando de no alterar su 

espíritu con excepciones reglamentarias”. 

 En relación con las atribuciones del Jefe de Gabinete, el art. 100, en su inc. 7 

establece que le corresponde “Hacer recaudar las rentas de la Nación y ejecutar la ley de 

presupuesto nacional”.   

                                                
49Corti, Horacio G. Ley de Presupuesto y Derechos Fundamentales: los fundamentos de un nuevo paradigma 

jurídico-financiero. El derecho constitucional presupuestario en el derecho comparado. Tomo I. Revista 

Jurídica de Buenos Aires. 2010. Ed. AbeledoPerrot. 
 



El principio de legalidad del gasto constituye uno de los fundamentos más 

importantes de las democracias constitucionales. Según tal principio, corresponde al 

Congreso, como órgano de representación plural, decretar y autorizar los gastos del Estado, 

pues ello se considera un mecanismo necesario de control al Ejecutivo y una expresión 

inevitable del principio democrático y de la forma republicana de gobierno. 

La cláusula presupuestaria y el principio de legalidad presupuestaria tienen, prima 

facie, los siguientes significados ineludibles:  

a) se le otorga al Poder Legislativo la potestad presupuestaria, al enunciarse un 

principio de reserva de ley en la materia (ello sin perjuicio de las potestades de co-legislación 

y administración que la propia Constitución le asigna al Poder Ejecutivo con respecto al 

proceso de formación y ejecución de la ley en sus arts. 99 y 100);   

b) se delimita el ámbito temporal de validez de ley, que debe dictarse de forma 

anual;   

c) la autorización para gastar debe ser correlativa a un cálculo de los recursos, 

como razón de ser de su aspecto cuantitativo;   

d) la decisión presupuestaria tiene que estar enmarcada en un programa general de 

gobierno y en un plan de inversiones públicas,   

e) la decisión presupuestaria está sujeta a pautas, establecidas por el propio texto 

constitucional por medio de una remisión a otro inciso del mismo artículo, referido a la ley 

convenio de coparticipación, y   

f) el Poder Legislativo debe evaluar si la ley de presupuesto ha sido ejecutada de 

manera correcta, a través de la aprobación o el rechazo de la cuenta de inversión. 

El punto que ahora nos interesa es el de la sujeción de la ley a pautas. “Este término 

cabe considerarlo equivalente a principio. Y, en la medida en que las pautas están 

contenidas, evidentemente, en la Constitución, se trata de Principios Constitucionales”50. 

A través de la reserva de ley lo esencial de la potestad presupuestaria queda en 

manos del órgano parlamentario, pero, a la vez, es el Ejecutivo quien tiene en sus manos 

la iniciativa legislativa sobre la base de la orientación política que le es concomitante.  

“La finalidad de la actividad financiera pública (o de la Hacienda Pública, de las 

Finanzas Públicas, de la renta pública, del Tesoro, del Derecho Financiero o, en fin, del 

conjunto sistemático de las técnicas jurídico-financieras) consiste en otorgarle efectividad 

a las instituciones constitucionales (...). La actividad financiera es de por sí un elemento 

                                                
50Corti, Horacio G. Op. cit.  



del sistema de los derechos fundamentales y, a la vez, ese sistema le da sentido 

constitucional a aquella actividad”51. 

La finalidad de la actividad financiera pública es precisamente darle realidad a la 

Constitución. La actividad presupuestaria y financiera del Estado no es discrecional, y no 

puede perseguir cualquier finalidad sino que se encuentra sujeta a las pautas constitucionales 

que le imponen un doble límite: i) el proceso presupuestario es un procedimiento reglado –

sujeto a pautas procedimentales claras que surgen de la Constitución-, y ii) tanto la 

asignación como la ejecución en sus aspectos sustanciales deben respetar las obligaciones y 

derechos que surgen de la Constitución y tratados de derechos humanos.  

Es por ello que la doctrina ha interpretado que “(...) sólo el Congreso Nacional 

debe tomar la decisión presupuestaria en el ámbito federal. Ésta es una apuesta, que ya 

hizo nuestro texto constitucional, por la forma democrática de gobierno. Justamente, es el 

Congreso donde deben estar representados todos los intereses de la sociedad y las 

decisiones deben ser adoptadas con cierto grado de consenso (por lo menos, la mayoría 

de los presentes) tras un proceso de deliberación pública. Este proceso ha sido considerado 

como el medio por el cual es más probable adoptar decisiones correctas en términos 

morales. Precisamente, la decisión sobre el gasto público tiene tal relevancia que debemos 

garantizar que se adopte en el ámbito parlamentario”52.  

El valor epistémico de las decisiones adoptadas tras la discusión que sólo puede 

tener lugar en el Parlamento, es lo que explica el rol preeminente que nuestra Constitución 

le asigna al Congreso Nacional en relación con la sanción del presupuesto.  

Así lo ha entendido Carlos niño al sostener que “[e]l procedimiento democrático 

no es una actividad espontánea, sino un producto de reglas. Estas reglas no son arbitrarias, 

sino que están diseñadas para maximizar el valor epistémico de aquél proceso (...) este valor 

depende de varios factores, incluyendo la amplitud de la participación en la discusión entre 

aquéllos potencialmente afectados por la decisión que se tome”53. 

En su obra Derecho Constitucional Presupuestario, el Dr. Horacio Corti explica 

con claridad las razones teórico políticas que justifican la primacía de la ley y el rol 

protagónico que al cuerpo Legislativo le asigna la Constitución, en materia de Presupuesto. 

                                                
51Corti, Horacio G. Ley de Presupuesto y Derechos Fundamentales: los fundamentos de un nuevo paradigma 

jurídico-financiero (el resaltado no está en el original). 
52Freedman, Diego. Un análisis del presupuesto desde la perspectiva de los Derechos Humanos. Comentario a 

Derecho constitucional presupuestario de Horacio Corti(el resaltado no está en el original). 

 
53Conf. Carlos Nino, La Constitución de la Democracia Deliberativa, página 273 (el resaltado no está en el 

original) 



En concreto, identifica tres razones básicas e interrelacionadas que justifican dicha 

priorización. En primer lugar su carácter colegiado, y ligado directamente a esta 

característica, el pluralismo y la deliberación54.  

El Poder Legislativo, en lugar de representar únicamente el interés mayoritario –

como lo hace el Poder Ejecutivo–, permite contemplar, en virtud de su carácter colegiado, 

las voces de mayorías y minorías. Esta misma razón, contribuye a que en ese ámbito pueda 

desarrollarse –como en ningún otro– la deliberación que procese todas las voces, e ilumine 

la pluralidad de opiniones. 

Estas tres cualidades, sumado a que el cuerpo legislativo es el representante más 

inmediato de la soberanía popular, son las que justifican la creación de ciertas prerrogativas 

institucionales, que se plasman mediante la institución de la “reserva legal”. 

La reserva legal implica, respecto de cierta materia o decisión estatal, la 

conjunción de dos normas: por un lado, una atribución de potestades a un órgano, en este 

caso el Poder Legislativo. Por otro lado, la postulación de una prohibición dirigida a los 

restantes, que no deben dictar decisiones sobre la materia o decisión regulada. 

De conformidad con los argumentos expuestos, es una obviedad que una Decisión 

Administrativa como la que cuestionamos no puede habilitar una conducta que la 

Constitución prohíbe expresamente, por la sencilla razón de tratarse de una norma de 

rango inferior a la ley de Presupuesto, a través de la cual se vulneran y contradicen los 

principios de supremacía constitucional, y de reserva de ley en materia presupuestaria.   

 

V. A) 3. La Constitución Nacional prohíbe la delegación legislativa. 

Inconstitucionalidad de las disposiciones que autoricen de manera general 

la reasignación de partidas presupuestarias establecidas en la ley de 

presupuesto.   

 

La Decisión Administrativa 12/2017, mediante la cual el Jefe de Gabinete de 

Ministros recortó partidas asignadas por el Poder Legislativo Nacional al Plan Nacional de 

Acción contra la Violencia, y al CNM, señala que dichas reasignaciones fueron realizadas 

en uso de facultades conferidas en los incs. 1 y 2 del art. 100 de la CN, el art. 30 de la Ley 

de Administración Financiera y de los Sistemas de Control del Sector Público Nacional Nº 

24.156 (LAF) y sus modificaciones, yel art. 5 de la Ley 27.341 (Ley de Presupuesto para el 

año 2017). 

                                                
54Corti, Horacio. Derecho Constitucional Presupuestario. Editorial Lexis-Nexis, 2007, Buenos Aires, p. 177. 
 



Como se desprende de su lectura, ni el artículo 100 de la CN ni el artículo 30 de 

la LAF autorizan al Jefe de Gabinete a reasignar partidas presupuestarias de ninguna clase, 

máxime cuando se trata de partidas destinadas a dar cumplimiento a derechos humanos 

básicos.  

En efecto, el artículo constitucional alegado sólo establece que le corresponde al 

Jefe de Gabinete ejercer la administración general del país y expedir los actos y reglamentos 

que sean necesarios para ejercer las facultades que le atribuye este artículo y aquellas que le 

delegue el presidente de la Nación, con el refrendo del ministro secretario del ramo al cual 

el acto o reglamento se refiera.  

A su vez, el art. 30 de la LAF establece que “Una vez promulgada la ley de 

presupuesto general, el Poder Ejecutivo Nacional decretará la distribución administrativa 

del presupuesto de gastos. 

La distribución administrativa del presupuesto de gastos consistirá en la presentación 

desagregada hasta el último nivel previsto en los clasificadores y categorías de 

programación utilizadas, de los créditos y realizaciones contenidas en la ley de presupuesto 

general. El dictado de este instrumento normativo implicará el ejercicio de la atribución 

constitucional del Poder Ejecutivo para decretar el uso de las autorizaciones para gastar y 

el empleo de los recursos necesarios para su financiamiento”. 

 

A su vez, el artículo 5 de la Ley de PresupuestoNº 27.341, también citado en la 

decisión administrativa que impugnamos, establece que “El jefe de Gabinete de Ministros, 

a través de decisión administrativa, distribuirá los créditos de la presente ley como mínimo 

a nivel de las partidas limitativas que se establezcan en la citada decisión y en las aperturas 

programáticas o categorías equivalentes que estime pertinentes. Asimismo, en dicho acto 

el jefe de Gabinete de Ministros podrá determinar las facultades para disponer 

reestructuraciones presupuestarias en el marco de las competencias asignadas por la Ley 

de Ministerios (t.o. por Dto. 438/92) y sus modificaciones”. 

La Ley de Ministerios Nº 22.520, por su parte, establece en su art. 16 que son 

atribuciones del Jefe de Gabinete de Ministros, con responsabilidad política ante el Congreso 

de la Nación, las establecidas en la Constitución Nacional, correspondiendo a tal funcionario 

“(...) 11. Intervenir en la elaboración y control de ejecución de la Ley de Presupuesto, como 

así también en los niveles del gasto y de los ingresos públicos, sin perjuicio de la 

responsabilidad primaria del Ministro Secretario del área y de la supervisión que al 

Presidente de la Nación compete en la materia.” y “20. Entender en la distribución de las 



rentas nacionales, según la asignación de Presupuesto aprobada por el Congreso, y en su 

ejecución”.En su artículo 33, dicha ley dispone que el Poder Ejecutivo Nacional “podrá 

efectuar las reestructuraciones de créditos del Presupuesto General de la Administración 

Nacional que fueran necesarias para el adecuado cumplimiento de esta ley, a cuyo efecto 

podrá disponer cambios en las denominaciones de los conceptos, partidas y subpartidas 

existentes o crear nuevas y reestructurar, suprimir, transferir y crear servicios, pudiendo 

alterar la Necesidad de Financiamiento y Resultado del Ejercicio mediante la extensión del 

procedimiento previsto en el artículo 12 “in fine” de la Ley N° 22.981”. 

A su vez, si bien esta norma no fue invocada en la decisión administrativa que 

impugnamos, la Ley de Administración Financiera N° 24.156 dispone en su artículo 37 

que “El jefe de Gabinete de Ministros puede disponer las reestructuraciones 

presupuestarias que considere necesarias dentro del monto total aprobado. 

Dichas reestructuraciones no podrán superar el siete coma cinco por ciento (7,5%) para el 

ejercicio 2017 y el cinco por ciento (5%) para el ejercicio 2018 y siguientes, del monto total 

aprobado por cada ley de presupuesto, ni el quince por ciento (15%) del presupuesto 

aprobado por finalidad, cuando se trate de incrementos de gastos corrientes en detrimento 

de gastos de capital o de aplicaciones financieras, y/o modificaciones en la distribución de 

las finalidades. 

A tales fines, exceptúase al jefe de Gabinete de Ministros de lo establecido en el 

artículo 15 de la ley 25.917. 

Las reestructuraciones presupuestarias realizadas por la Jefatura de Gabinete 

de Ministros, en función de las facultades establecidas en el presente artículo, deberán ser 

notificadas fehacientemente a ambas comisiones de Presupuesto y Hacienda del 

Honorable Congreso de la Nación dentro de los cinco (5) días hábiles de su dictado, 

especificándose los montos dinerarios, finalidades del gasto, metas físicas y programas 

modificados”. 

Las normas mencionadas ponen en cabeza del Poder Ejecutivo la atribución de 

reestructurar partidas presupuestarias, estableciendo de esa forma lo que se ha dado en llamar 

“super-poderes”, debido a que se concentran poderes excepcionales y extraordinarios en uno 

sólo de los poderes del Estado: el Poder Ejecutivo.  

La concentración de estas facultades extraordinarias (nada menos que el manejo 

de los recursos públicos) en el Poder Ejecutivo, no sólo vulnera el texto constitucional y el 

principio de división de poderes, pervirtiendo de diversas formas el sistema democrático, 



sino que además vulnera otras previsiones expresas de nuestra Constitución, que prohíben 

claramente la delegación legislativa.   

En efecto, debe recordarse que nuestras normas constitucionales prohíben 

expresamente la delegación legislativa, lo que confirma una vez más la 

inconstitucionalidad de aquéllas normas que autorizan la delegación en materia 

presupuestaria, máxime cuando, como en el caso de autos, dicha autorización tiene carácter 

general.  

En efecto, el art. 99 de la CN dispone expresamente que “El Poder Ejecutivo no 

podrá en ningún caso bajo pena de nulidad absoluta e insanable, emitir disposiciones de 

carácter legislativo”.  En ningún caso la normativa constitucional permite su modificación 

por el Poder Ejecutivo, sino tan sólo su ejecución, consagrando un sistema republicano de 

gobierno (art. 1 de la CN), con frenos y contrapesos, y principios tales como el principio de 

legalidad y el de división de poderes. 

García Belsunce considera que “el presupuesto es única y exclusivamente un acto 

de competencia del Poder Legislativo y, por consiguiente, no puede ser alterado ni 

modificado en parte alguna por el Poder Ejecutivo, cuya competencia, muy importante 

pero limitada, debe concretarse a su fiel y correcta ejecución”55. 

En opinión de Ambrosino, la Administración “podrá hacer economías de detalle 

en la actividad operativa o de funcionamiento, pero en aspectos sustanciales no puede 

apartarse de la sanción legislativa, del ‘estándar discernible’, directiva normativa precisa, 

singular e inequívoca en su contenido; pues puede obedecer a un programa de gobierno 

en cuya decisión participó el conjunto del pueblo”56.  

El art. 76 de la CN también establece expresamente la prohibición de la 

delegación Legislativa en el Poder Ejecutivo. En efecto, dicho artículo establece que “Se 

prohíbe la delegación legislativa en el Poder Ejecutivo, salvo en materias determinadas de 

administración o de emergencia pública, con plazo fijado para su ejercicio y dentro de las 

bases de la delegación que el Congreso establezca (…)”. Como es evidente, la amplia gama 

de facultades delegadas hoy en el Jefe de Gabinete de Ministros, los llamados super-poderes, 

exceden con creces del limitado ámbito de administración al que refiere el art. 76 de la CN.  

En efecto, no se determina en dichas normas una materia determinada de 

administración o emergencia pública, sino que se consagra una potestad general e 
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constitucionales”, PET 2006 
56Ambrosino, M. Silvana, “Algunas reflexiones en materia presupuestaria: El presupuesto paralelo”, La Ley 
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incondicionada para alterar y modificar de manera sustancial los actos y decisiones que 

corresponden a atribuciones privativas del Poder Legislativo, como lo es indudablemente la 

sanción del presupuesto de gastos. La posibilidad de reasignar partidas presupuestarias 

asignadas por ley al cumplimiento de derechos fundamentales no constituye un mero acto 

de administración. Por el contrario, se trata de un acto de disposición adoptado en abierta 

violación a la voluntad expresa del Congreso manifestada a través de la ley de presupuesto.   

Además, en la CN la delegación legislativa la delegación legislativa sólo se 

instituye en cabeza del Presidente de la Nación.Al respecto, Gelli señala que “hasta la 

reforma de 1994, la Corte Suprema admitió la delegación impropia en el presidente y en los 

órganos administrativos que le están subordinados. A partir de aquella y a tenor del artículo 

76 –en los casos de excepción previstos– sólo cabe la delegación en el presidente de la 

Nación. Ello así, por interpretación concordante con los artículos 87 –El Poder Ejecutivo 

será desempeñado por un ciudadano con el título de presidente de la Nación– y el art. 100, 

inc. 12, que atribuye al Jefe de Gabinete de Ministros, el refrendar los decretos que ejercen 

facultades delegadas por el Congreso”57.  

Son muchos los autores que siguen esta postura. García Belsunce sostiene que “la 

delegación parcial por el Congreso de la Nación de su facultad exclusiva de sancionar el 

presupuesto general de gastos y el cálculo de recursos de la administración nacional, en la 

persona del Jefe de Gabinete de Ministros, es inconstitucional. Ello es así porque el Jefe de 

Gabinete de Ministros no es el Poder Ejecutivo”58.  

Al respecto, doctrinarios como García Lema y Barra coinciden en que el Congreso 

no está habilitado para delegar al Presidente sus facultades legisferantes en bloque, en razón 

de la sanción que establece el art. 29 de la Constitución59.  

En la LAF, la materia presupuestaria no es encuadrada dentro de ninguna de las 

excepciones otorgadas por la Constitución –ni se trata de una materia administrativa, ni nos 

encontramos en una situación de emergencia–. Tampoco podemos hablar de una facultad 

otorgada por un tiempo determinado, porque nada dice la ley al respecto.  Al contrario, se 

trata de una facultad que se prorroga, sin tratamiento previo, en cada nuevo período 

presupuestario.  

                                                
57Gelli, María Angélica. Constitución de la Nación Argentina, comentada y concordada, La Ley, Bs As., 2001, 

p. 621. 
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Por otro lado, si bien el Jefe de Gabinete tiene la facultad de ejecutar el 

presupuesto, la reasignación de partidas no es un acto de ejecución, ya que en la 

práctica no se dispone lo establecido por el Congreso, sino que se lo modifica, sin límite 

alguno. Se trata claramente de una delegación inconstitucional, lo que llevaría a una 

concentración de poder en cabeza del Ejecutivo, dificultando la relación de frenos y 

contrapesos que caracteriza a nuestro sistema republicano de gobierno. 

El uso del instituto de la delegación por parte del Poder Legislativo, nos posiciona 

ante una crisis jurídico-institucional, desdibuja la división de poderes plasmada en la Carta 

Magna, lo que genera una situación de incertidumbre en cuanto a la existencia o ficción del 

Estado de Derecho. 

Conforme lo ha dicho el Alto Tribunal en la causa “Solá”60, las decisiones 

administrativas no pueden quedar exentas de cumplir con los recaudos de legitimidad, 

constituida por la legalidad y la razonabilidad.  

Las disposiciones constitucionales sólo pueden ser alteradas mediante reformas 

que exigen mayorías agravadas que aseguren que se genere un intenso proceso de debate y 

reflexión colectiva. Es la propia Constitución la que estipula las condiciones que deben 

reunirse para su reforma. 

Ante la inocultable contradicción de dos normas jurídicas –una Decisión 

Administrativa de calidad ministerial y la propia Constitución Nacional–, debe privilegiarse 

una por sobre la otra, y en nuestro sistema, el criterio de priorización está consolidado y 

aceptado desde hace más de cien años. En efecto, situaciones como la que se analiza se 

encuentran en el origen del desarrollo de la doctrina del control de constitucionalidad, 

iniciada en Estados Unidos por el caso “Marbury v. Madison”, y en nuestro medio con el 

caso “Sojo”. Es ante la contradicción abierta entre una ley y la Constitución cuando el Poder 

Judicial es llamado a garantizar la supremacía constitucional, e invalidar las normas que la 

desafíen. No hacerlo, implicaría aceptar que una norma creada por un Ministerio puede 

contradecir un categórico mandato constitucional, lo que implicaría negar la existencia 

misma de la Constitución concebida como un límite al poder mayoritario imperante en un 

momento dado. 

La coexistencia de estas dos normas sería una afrenta al principio de no 

contradicción, y generaría una intolerable inconsistencia interna en nuestro sistema jurídico, 
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que debe resolverse mediante la invalidación de la norma de inferior jerarquía –en este caso, 

la Decisión Administrativa 12/2017–. 

De no declararse la inconstitucionalidad del artículo cuestionado, el Congreso 

pasaría a tener un rol meramente figurativo, formal, totalmente debilitado, no 

resultando eficaz, ni eficiente en la finalidad que persigue su debate y aprobación por 

parte del Poder Legislativo Nacional, dentro de un sistema democrático. Con lo cual, se 

rompería el equilibrio de poderes, pasando a tener el Poder Ejecutivo un marcado liderazgo 

y preeminencia dentro del diseño institucional, en detrimento del Poder Legislativo. 

Como es evidente, la autorización dada al Jefe de Gabinete mediante la LAF (art. 

37) para modificar partidas presupuestarias sin otra limitación que la imposibilidad de 

modificar el monto total del presupuesto, es inconstitucional. 

A su vez, en el art. 37 de la LAF no se establece un plazo para el ejercicio de la 

delegación legislativa, sino que se le otorga carácter permanente, y se encuentra regulado 

como una regla y no una excepción, como lo pensaron los constituyentes nacionales. Esto 

implica la adjudicación de “super-poderes” en cabeza del órgano Ejecutivo tornándose 

ilusoria la división de poderes propia de nuestro sistema constitucional de gobierno. 

Cabe agregar además que en la reciente modificación a la LAF (en el año 2016) 

se dispuso que las reestructuraciones presupuestarias realizadas por la Jefatura de Gabinete 

de Ministros deben ser notificadas fehacientemente a ambas comisiones de Presupuesto y 

Hacienda del Congreso de la Nación dentro de los cinco días hábiles de su dictado, 

especificándose los montos dinerarios, finalidades del gasto, metas físicas y programas 

modificados. Toda vez que el texto de la decisión administrativa que impugnamos no hace 

mención de esta norma, y tampoco se dispone allí ningún tipo de notificación a las 

comisiones de Presupuesto, es dable presumir que ni siquiera se ha dado cumplimiento a 

dicho recaudo legal. Ello ratifica una vez más la arbitrariedad de la medida, y su evidente 

apartamiento incluso de las pautas mínimas impuestas en la LAF, pautas que por lo demás 

resultan absolutamente insuficientes para resguardar la división de poderes y la legalidad 

presupuestaria.    

En conclusión, en función de los argumentos expuestos, es claro que la 

delegación legislativa en materia presupuestaria dispuesta en las normas citadas son 

inconstitucionales.En el caso de autos, a su vez, la inconstitucionalidad es aún más 

palmaria, toda vez que la reasignación afecta de manera directa el financiamiento de 

políticas públicas destinadas a realizar los derechos humanos más básicos de mujeres 

y niñas actual y potencialmente afectadas por la violencia de género.  



 

V. A) 4. Además de ser inconstitucionales, los super-poderes o facultades 

extraordinarias no son necesarios para garantizar la buena 

administración presupuestaria. La disponibilidad de otros mecanismos 

institucionales respetuosos de la división de poderes.  

 

Desde los años 90 hasta el presente, el Poder Ejecutivo Nacional ha contado 

sistemáticamente con facultades extraordinarias o super-poderes que vulneran abiertamente 

la división de poderes prevista en nuestra Constitución Nacional, y generan graves daños en 

nuestro sistema institucional, concentrando una cantidad desmedida de poder en el Poder 

Ejecutivo, que cuenta con la posibilidad de reasignar recursos discrecionalmente. Se trata de 

una fenomenal herramienta de poder político, que distorsiona seriamente la calidad de la 

democracia.   

Originariamente, las facultades extraordinarias delegadas en el Jefe de Gabinete 

de Ministros eran temporarias, y se establecían en cada Ley de Presupuesto, fundamentadas 

en la emergencia económica. A partir del dictado de la LAF sancionada en el año 2006, se 

han instituido en forma permanente.  

Sin embargo, los super-poderes o facultades extraordinarias para reasignar partidas 

no sólo vulneran principios constitucionales básicos, sino que además no son en modo 

alguno una herramienta necesaria ni conveniente para la buena administración. No existe 

una justificación razonable para la atribución sistemática de dichas facultades al Poder 

Ejecutivo, en abierta violación a nuestro esquema constitucional. Sólo se trata de un síntoma 

más del deterioro institucional, y no son necesarios para la buena administración.  

En ese aspecto, la LAF contiene disposiciones que garantizan la flexibilidad 

necesaria del proceso presupuestario, y la posibilidad de resignar partidas en los casos en 

que el ejercicio de esta atribución sea razonable y esté debidamente justificado. En efecto, 

en su artículo 39 se dispone que “El Poder Ejecutivo Nacional podrá disponer 

autorizaciones para gastar no incluidas en la ley de presupuesto general para atender el 

socorro inmediato por parte del gobierno en casos de epidemias, inundaciones, terremotos 

u otros de fuerza mayor.Estas autorizaciones deberán ser comunicadas al Congreso 

Nacional en el mismo acto que las disponga, acompañando los elementos de juicio que 

permitan apreciar la imposibilidad de atender las situaciones que las motivaron dentro de 

las revisiones ordinarias o con saldos disponibles en rubros presupuestarios imputables. 

Las autorizaciones así dispuestas se incorporaran al presupuesto general”. Además de estar 



limitada a supuestos muy concretos, dicho marco normativo también prevé la intervención 

posterior del Congreso en el mismo acto que las disponga. 

Por lo demás, nada impide que cuando el Poder Ejecutivo estime que son 

necesarias otras rectificaciones o reestructuraciones presupuestarias, presente un proyecto 

de ley al Congreso Nacional para obtener la aprobación legislativa necesaria, respetándose 

así el principio de legalidad.   

Es falso que las situaciones de crisis o emergencia –que en Argentina se han 

tornado la regla– justifiquen la concentración del poder hegemónico en el Poder Ejecutivo. 

Por el contrario, es precisamente en situaciones de crisis, cuando deberían fortalecerse los 

mecanismos de deliberación democrática y participación ciudadana, ya que es precisamente 

en esas circunstancias que resulta indispensable una discusión verdaderamente plural de 

todos los que serán afectados/as por las decisiones que se adopten.   

 

V. B) La reasignación de partidas vulnera la Ley N° 26.061, de protección integral de 

los derechos de niñas, niños y adolescentes, la que establece la asignación privilegiada 

e intangibilidad de los recursos destinados a garantizar los derechos de las niñas y 

adolescentes.  

 

La ley 26.061, de Protección Integral de los derechos de los niños, niñas y 

adolescentes, establece en su art. 4 que los recursos necesarios para desarrollar las políticas 

públicas que alcancen a niños, niñas y adolescentes “deben gozar deasignación privilegiada 

e intangibilidad”. 

Como resaltamos en el apartado correspondiente a los hechos, la omisión de 

implementar y financiar adecuadamente las políticas necesarias para prevenir y erradicar la 

violencia de género vulnera grave e irremediablemente los derechos de niñas y adolescentes, 

que mueren o sufren graves daños debido a la violencia. En efecto, un alto porcentaje de las 

víctimas de la violencia de género son niñas y adolescentes, a las que la reasignación de 

partidas dispuesta priva de toda respuesta eficaz.  

La norma que establece la asignación privilegiada y la intangibilidad de los 

recursos públicos que garanticen los derechos de las niñas y adolescentes resulta claramente 

vulnerada por la decisión de recortar las partidas asignadas a la política contra la violencia 

de género y al CNM.   



Precisamente, la ley de protección integral procura mantener fuera de las 

decisiones motivadas por coyunturas políticas a los recursos tendientes a proteger los 

derechos de los niños, niñas y adolescentes.  

Tales normas tienden a crear un escudo que resguarda a los niños y niñas de 

conductas como la aquí implementada por el Poder Ejecutivo, que sustrajo partidas 

asignadas por la ley de presupuesto a las políticas contra la violencia, pese a que ellas 

resultan indispensables para garantizar sus derechos más básicos, habida cuenta la grave 

situación que atraviesa el país, evidenciada por la cantidad siniestra de femicidios y los 

diferentes hechos de violencia de género que son públicamente conocidos.   

Mal puede hablarse de asignación privilegiada de recursos públicos y de 

intangibilidad de los recursos asignados a la protección de los derechos de niñas y 

adolescentes, si se recortan los recursos asignados por el Congreso Nacional  a la 

implementación de políticas para aliviar uno de los problemas más acuciantes que las 

afectan, la violencia de género.  Es precisamente en casos como los descriptos, que la norma 

sobre intangibilidad de los recursos muestra su sabiduría y relevancia. 

En el caso de autos, el Ejecutivo recurre a una herramienta evidente y flagrante 

para reasignar partidas destinadas a realizar derechos básicos de niñas y adolescentes, por lo 

que la vulneración de la Ley de protección Integral resulta grosera y evidente. Actuando 

como si dichas normativa no existiera, el Poder Ejecutivo resuelve sustraer recursos 

asignados por la Ley del Congreso al respeto y protección de los derechos de la niñez 

afectada por la violencia.  

Precisamente, la norma que invocamos fue pensada para evitar que el presupuesto 

destinado a los derechos de niñas y adolescentes no pueda ser utilizado para financiar otras 

áreas del Gobierno, y para impedir la persistencia de problemas estructurales derivados de 

la relegación del presupuesto para la niñez en beneficio de otras áreas.  

En conclusión, la reducción de partidas dispuesta por el Poder Ejecutivo 

vulnera la Ley de Protección Integral de los Derechos de niñas, niños y adolescentes, la 

que establece la asignación privilegiada y la intangibilidad de los recursos públicos 

tendientes a garantizar sus derechos.  

 

V. C La reasignación de partidas realizada por el Jefe de Gabinete vulnera el elemental 

principio de razonabilidad receptado en el artículo 28 de la Constitución Nacional. 

 



El control de razonabilidad de las leyes es una técnica central del control judicial 

de constitucionalidad y uno de los pilares del sistema judicial argentino. En lo que se refiere 

a la práctica jurídica argentina, el control de la razonabilidad es casi un lugar común del 

control judicial de constitucionalidad.  

De acuerdo a la especificación del principio de razonabilidad la regulación no debe 

alterar los derechos fundamentales que está destinada a reglamentar.  

Las consideraciones presupuestarias pueden verse como una de las tantas 

condiciones jurídicas a las cuales están constreñidas los derechos fundamentales y en ese 

sentido, la doctrina ha entendido que son equivalentes a una reglamentación61. 

Es por eso que se ha entendido que aquello que no puede hacer la ley de 

presupuesto es lo que no puede hacer cualquier ley que reglamenta un derecho: 

afectarlo en su sustancia. 

De lo contrario, la ley de presupuesto tendría un privilegio que las demás leyes no 

tienen. Podemos distinguir así la subordinación ilegítima de los derechos fundamentales a 

las decisiones financieras, de la fijación de condiciones legítimas, entre ellas presupuestarias, 

a los derechos fundamentales, siempre y cuando no se altere su ejercicio. Dicho de forma 

más clara, “la inmersión de la ley de presupuesto en la Constitución material y en el sistema 

de los derechos fundamentales conduce a su sujeción al principio de razonabilidad: esta es 

la clave interpretativa del principio de equidad presupuestaria en cuanto límite a la 

discrecionalidad legislativa y es la visión conceptual que subyace a la mejor lectura de la 

jurisprudencia comparada”62. 

Desde esta perspectiva, una ley de presupuesto respeta la equidad sólo si asigna 

recursos financieros de manera compatible con el sistema de derechos humanos.  Y dicho de 

forma negativa y equivalente: “la violación de un derecho fundamental como consecuencia 

de una asignación insuficiente de recursos torna inequitativa a la ley de presupuesto”63.  

Como resulta evidente, la desafectación de recursos asignados por la Ley de 

Presupuesto a la implementación de políticas contra la violencia de género, efectuada 

mediante Decisión Administrativa del Jefe de Gabinete de Ministros, desnaturaliza en la 

práctica los derechos constitucionales de las mujeres que debían garantizarse mediante 

dichas asignaciones presupuestarias.  
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A su vez, cabe agregar que en el acto administrativo a través del cual se operó la 

reducción de las partidas previstas para la implementación de políticas contra la violencia de  

género no se hizo mención de una sola razón que permita justificar la reducción de partidas 

en áreas tan esenciales y prioritarias. Si bien resulta obvio, en función de los hechos ya 

explicitados, que la reasignación de partidas asignados por ley a ésta área prioritaria es a 

todas luces inadmisible, es relevante tener presente que el acto administrativo que dispuso 

dicha reasignación no fue acompañado de ningún tipo de fundamentación.   

El art. 28 de la CN dispone que “Los principios, garantías y derechos reconocidos 

en los anteriores artículos, no podrán ser alterados por las leyes que reglamenten su 

ejercicio”. Este elemental principio de razonabilidad exige que la decisión presupuestaria 

respete los derechos humanos que la ley de presupuesto debe realizar.  

En definitiva, la atribución de facultades extraordinaria para reasignar partidas no 

sólo vulnera la división de poderes, sino que también viola los principios de equidad y 

razonabilidad que obligan al Estado argentino a destinar recursos adecuados para garantizar 

los derechos que ha reconocido al incorporar tratados de derechos humanos con jerarquía 

constitucional (art. 75 inc. 22 CN), y al sancionar leyes contra la violencia de género.  

El uso hecho por el jefe de Gabinete de facultades extraordinarias para reasignar 

partidas no supera el test de razonabilidad en el que “juega, como elemento clave, la 

ponderación de los plurales principios constitucionales”64.  

 

V. D) La reasignación de partidas realizada por el Jefe de Gabinete vulnera los 

derechos de las mujeres y niñas actual y potencialmente víctimas de violencia de 

género. 

 

Como consecuencia del principio de no discriminación, en el caso resulta exigible,  

no sólo que la decisión presupuestaria no trate en forma desigual a las personas al momento 

de distribuir los derechos sino que “las situaciones de desigualdad estructural requieren de 

medidas de acción positivas, que implican en sí un trato discriminatorio a favor de grupos 

tradicionalmente discriminados”65 como en este caso.  

Horacio Corti introduce el principio de preferencia de ley, por el cual hay 

determinados regímenes jurídicos dictados por el Congreso que autolimitan la sanción de 
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leyes. De este modo, se restringe el principio de que la ley posterior deroga a la ley anterior. 

En materia presupuestaria va a significar que haya regímenes jurídicos que reconozcan 

ciertos derechos que impliquen obligaciones estatales que pueden ser exigidas, pese a que 

no haya previsión presupuestaria. 

Ello tiene fundamento en el control de constitucionalidad y de convencionalidad, 

que admite que los jueces declaren la invalidez de las normas dictadas por los otros poderes 

políticos representativos, sobre todo cuando urge la protección de derechos reconocidos en 

la Constitución Nacional y los tratados de derechos humanos de igual jerarquía normativa. 

Esta posición implica que se deba garantizar cierto contenido esencial de los derechos 

humanos en la decisión presupuestaria aun en situaciones de emergencia pública. 

A ello se suma la ausencia de políticas públicas suficientes y adecuadas para 

prevenir la violencia de género, evidenciada por la Relatora Especial sobre violencia contra 

la mujer de la ONU, quien instó al Estado argentino a incrementar la partida presupuestaria 

asignada a la CNM, al igual que lo ha hecho el Comité de la CEDAW en su informe sobre 

la Argentina del año 2016.  

Muy lejos de cumplir con las recomendaciones efectuadas por la Relatora Especial 

de Naciones Unidas, el Poder Ejecutivo Nacional, no sólo ha reasignado partidas 

presupuestarias destinadas al CNM sino que ha fijado una disminución del 8% del 

presupuesto disponible (una vez ajustado por inflación) respecto del año anterior. A la vez 

que elimina la asignación efectuada por la Ley de Presupuesto 2017 al Plan Nacional de 

Acción dentro del cual están previstas una serie de medidas tendientes a prevenir y erradicar 

la violencia contra las mujeres. 

La detracción de fondos públicos asignados por el Congreso a las políticas contra 

la violencia de género implica una clara vulneración a los derechos que las mujeres, niñas 

y adolescentes, sujetos de derecho que gozan de tutela constitucional y convencional 

preferente.  

Frente a la gravedadde una problemática que es de público y notorio 

conocimiento y que cada día se cobra la vida de más mujeres, sumada a la clara 

insuficiencia de políticas públicas destinadas a erradicar la violencia de género y a la 

obligación estatal de asignar los recursos adecuados para el cumplimiento de sus 

obligaciones, la conducta estatal reprochada no encuentra ningún tipo de asidero 

válido.  

Al haber ratificado tratados de derechos humanos que garantizan los derechos a la 

vida (Artículo 4.A de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la 



Violencia contra la Mujer “Convención de Belém do Pará”; Artículo 4 de la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos “Pacto de San José de Costa Rica”; Artículo 6.1 del 

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos); a la integridad personal (Artículo 4.B 

de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la 

Mujer “Convención de Belém do Pará”; Artículo 4 de la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos “Pacto de San José de Costa Rica”; Artículo 3.C de la Ley 26.485); a 

una vida libre de violenciade las mujeres (Artículos 3 y 5 de la Convención Interamericana 

para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer “Convención de Belém do 

Pará”; Artículo 3.A de la Ley 26.485); a la igualdad de oportunidades y de trato (Artículo 

75 inciso 23 de la Constitución Nacional; Artículo 1 de la Convención sobre la Eliminación 

de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer; Artículo 24 de la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos “Pacto de San José de Costa Rica”; Artículo 26 del 

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; Artículo 3 del Pacto Internacional de 

Derechos Económicos, Sociales y Culturales; Artículo 6 de la Convención Interamericana 

para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer “Convención de Belém do 

Pará”; Artículo 3.A de la Ley 26.485), a la autonomía personal (Artículo 19 de la 

Constitución Nacional; Artículo 15 de la Convención sobre la Eliminación de todas las 

Formas de Discriminación contra la Mujer; Artículo 3.D de la Ley 26.485);  y a la salud 

(Artículo 12 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; 

Artículo 3.B de la Ley 26.485); el Estado argentino posee la obligación indelegable de 

garantizar el ejercicio de los derechos de las mujeres, implementando todas las medidas 

necesarias para actuar de manera preventiva y diligente evitando situaciones de 

violencia, aun frente a la actuación de actores no estatales (art. 7 de la Convención de 

Belém do Pará)66. 

Es imposible que el Estado cumpla con tales deberes sin una asignación de 

recursos suficiente para la implementación de las políticas públicas diseñadas para 

abordar la problemática de la violencia contra las mujeres. Por lo tanto, la detracción 

de recursos efectuada por el Poder Ejecutivo, no sólo es cuestionable por su 

                                                
66 Así lo reconoció la CIDH, en los informes 54/2001, “María Da PenhaMaiaFernandes”, Brasil, de 16/4/2001 y 

80/2011, “Jessica Lenahan (Gonzales) y Otros”, Estados Unidos, del 21/07/2011. También lo ha hecho la Corte 

Interamericana en la sentencia del 16/11/2009, caso “González y otras (Campo Algodonero) v. México”;  y se 

ha pronunciado el  Secretario General de las Naciones Unidasal sostener que “La exigencia de que el Estado 

tome todas las medidas adecuadas para responder a la violencia contra las mujeres sale del reino de la 

discrecionalidad y pasa a ser un derecho protegido jurídica e internacionalmente” (Naciones Unidas. Poner fin 

a la violencia contra la mujer: De las palabras a los hechos. Estudio del Secretario General de las Naciones 

Unidas. New York: Naciones Unidas, 2006, página 14, http://www.un.org/ 

womenwatch/daw/public/VAW_Study/VAW-Spanish.pdf) 

http://www.un.org/womenwatch/daw/public/VAW_Study/VAW-Spanish.pdf
http://www.un.org/womenwatch/daw/public/VAW_Study/VAW-Spanish.pdf


discrecionalidad sino además, y fundamentalmente, es violatoria de derechos humanos y 

hace susceptible de incurrir en responsabilidad internacional al Estado argentino. 

 

V. E) La reasignación de partidas impugnada es violatoria del principio de no 

regresividad aplicable en relación con los derechos económicos sociales y culturales y 

es contraria a la obligación estatal de destinar el máximo de los recursos disponibles al 

cumplimiento de los derechos (Art. 2 del PIDESC) 

 

Los llamados derechos civiles y políticos y los derechos económicos sociales y 

culturales son derechos interdependientes e indivisibles. Es evidente que las situaciones de 

violencia de género que atraviesan mujeres y niñas e impactan directamente sobre sus 

derechos más básicos a una vida libre de violencia, a la autonomía y a la vida, también 

afectan seriamente su posibilidad de acceder a derechos económicos sociales y culturales, 

limitando casi todos los aspectos de su autonomía.   

Los Estados no pueden dictar decisiones que ostensiblemente impliquen 

retroceder en el camino de la efectividad de los derechos. De acuerdo a los Principios de 

Maastricht se encuentra prohibida “la anulación o suspensión de cualquier legislación que 

sea necesaria para seguir ejerciendo un derecho económico, social y cultural que esté 

vigente en ese momento”, así como “la adopción de cualquier medida que sea 

intencionalmente regresiva y que reduzca el nivel de protección de cualquiera de estos 

derechos”.  

Asimismo, la decisión presupuestaria debe respetar el deber de progresividad 

en la eficacia de los derechos humanos. Lo cual implica que año tras año se asignen una 

mayor cantidad de recursos a satisfacer los derechos sociales y a proteger a determinados 

grupos vulnerables como los representados por esta parte.  

Del deber de progresividad se deduce la prohibición de regresividad, por la cual, 

no se debe disminuir la eficacia de un derecho. La decisión presupuestaria no debe disminuir 

los recursos asignados a los derechos sociales y a determinados grupos vulnerables. La 

decisión administrativa adoptada por el Jefe de Gabinete, en cuanto reasignó recursos que 

habían sido asignados en la Ley de Presupuesto a la implementación de políticas contra la 

violencia, es una medida indudablemente regresiva.  

La reasignación de partidas destinadas por ley al CNM y al Plan Nacional de 

Acción también vulnera la obligación estatal de destinar el máximo de los recursos 

disponibles al cumplimiento de los derechos económicos, sociales y culturales, 



ineludiblemente vinculados con el ejercicio de su derecho a la igualdad y a una vida libre de 

violencia (art. 2 del PIDESC), razón por la cual resulta imperativo que el Poder Judicial 

intervenga a fin de restablecer en forma inmediata el derecho. 

 El art. 2 del PIDESC se establece que “Cada uno de los Estados Partes en el 

presente Pacto se compromete a adoptar medidas, tanto por separado como mediante la 

asistencia y la cooperación internacionales, especialmente económicas y técnicas, hasta el 

máximo de los recursos de que disponga, para lograr progresivamente, por todos los medios 

apropiados, inclusive en particular la adopción de medidas legislativas, la plena efectividad 

de los derechos aquí reconocidos”. Es decir, que de acuerdo a lo establecido en el Pacto, el 

Estado está obligado a usar el máximo de los recursos disponibles a fin de garantizar los 

derechos. 

De acuerdo a la Observación General N° 3 del Comité DESC, el Estado parte 

“debe demostrar que ha realizado todo esfuerzo para utilizar todos los recursos que están 

a su disposición en un esfuerzo por satisfacer, con carácter prioritario, esas obligaciones 

mínimas.  Más allá de eso, parece obvio que la falta de previsión presupuestaria de lo 

necesario para cumplir con estos niveles esenciales permitiría adelantar el 

incumplimiento de tales derechos”. A su vez, en su Observación General N° 4, el Comité 

DESC señaló que “la obligación consiste en demostrar que, en conjunto, las medidas que 

se están tomando son suficientes para realizar el derecho de cada individuo en el tiempo 

más breve posible de conformidad con el máximo de los recursos disponibles”. 

La violación a esta pauta de jerarquía constitucional resulta evidente en el caso de 

autos. De acuerdo al Pacto, un Estado que avanza en el cumplimiento de los derechos, pero 

que avanza de manera insuficiente de acuerdo a los recursos que posee, incumple su 

obligación de usar el máximos de los recursos disponibles en la satisfacción de los derechos.   

Todos los derechos implican obligaciones de hacer y no hacer. El Estado no debe 

obstaculizar el goce de los derechos (obligación de respetar); debe prevenir y evitar las 

lesiones provenientes de terceros (obligaciones de proteger) y debe realizar acciones para 

hacerlos efectivos (obligación de cumplir). Esto último significa, de acuerdo a los Principios 

de Maastricht, “que el Estado adopte las medidas legislativas, administrativas, 

presupuestarias, legales y de otra índole adecuadas para lograr la plena efectividad de 

dichos derechos”.  

De acuerdo a los referidos Principios las obligaciones estatales mínimas esenciales 

son aplicables independiente de la disponibilidad de recursos en el país de que se trate o 

cualquier otro factor o dificultad.  



En este sentido, la Declaración de Quito sobre la aplicación de los tratados de 

derechos económicos, sociales y culturales, en su punto 27 sostiene: “Los derechos 

económicos, sociales y culturales fijan límites a la discrecionalidad estatal en la decisión 

de sus políticas públicas. La asunción de obligaciones en este campo establece un catálogo 

de prioridades que el Estado se ha comprometido a asumir, debiendo dedicar 

prioritariamente sus recursos a cumplir estas obligaciones”.    

Los derechos implican la obligación inmediata de tomar medidas encaminadas a 

su plena efectividad. De acuerdo a los Principios de Limburg “todos los Estados Partes 

tienen la obligación de comenzar inmediatamente a adoptar medidas dirigidas a cumplir 

sus obligaciones bajo el Pacto”. A su vez, las medidas inmediatas que se adopten no deben 

ser discriminatorias y deben, por ello, privilegiar a los sectores más desfavorecidos. 

 

VI. LA IMPORTANCIA DE LA INTERVENCIÓN DEL PODER JUDICIAL PARA 

MANTENER LA SUPREMACÍA CONSTITUCIONAL. EL CONTROL DE 

CONSTITUCIONALIDAD SOBRE LA EJECUCIÓN DEL PRESUPUESTO ANTE 

LA VIOLACIÓN DE DERECHOS FUNDAMENTALES 

 

Los jueces están facultados para declarar la invalidez de una decisión 

presupuestaria que controvierte algún principio constitucional o que no ha asignado los 

fondos necesarios para cumplir con una obligación constitucional o legal, vulnerando 

derechos fundamentales.  

Un derecho constitucional no puede subordinarse a la mera decisión administrativa 

de un Jefe de Gabinete, de reducir incluso la asignación prevista por el propio Congreso 

Nacional en la Ley de Presupuesto para prevenir y erradicar la violencia de género que 

diariamente convierte en víctimas de las más diversas formas de violencia a miles de niñas 

y mujeres.  

El cumplimiento efectivo de sus derechos fundamentales no puede estar 

subordinado a la Ley de Presupuesto, ni muchísimo menos, a  una mera decisión 

administrativa tomada en abierta contradicción con la voluntad parlamentaria, vulnerándose 

la más elemental concepción de la división de poderes, y sin la mínima fundamentación.  

La Corte IDH ha señalado que le corresponde a los jueces nacionales efectuar el 

control de convencionalidad de su derecho interno67.  

                                                
67Corte IDH. Caso Cabrera García y Montiel Flores Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 

Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2010.En igual sentido se ha manifestado en los casos LiakatAliAlibux 



En el actual estado de nuestro derecho constitucional, no es posible negar la 

inescindible relación entre el ejercicio de los derechos fundamentales de las personas y 

la actividad presupuestaria, en sus distintas fases, como parte de la actividad estatal. 

De aquí también se sigue que la decisión presupuestaria tomada por el jefe de 

Gabinete debe ser evaluada a la luz de dichos principios en sede judicial, y finalmente debe 

ser declarada inconstitucional.   

Cabe resaltar que ni siquiera nos encontramos en este caso con el ejercicio 

del control judicial de inconstitucionalidad de la ley de presupuesto.  Por el contrario, 

lo que se requiere del Poder Judicial es que controle el ejercicio inconstitucional de las 

facultades de reasignación de partidas utilizadas por el Jefe de Gabinete para desviar 

recursos que el Congreso había decidido destinar a las políticas contra la violencia de 

género, problema estructural que afecta a las niñas y las mujeres, cobrando 

diariamente sus vidas.   

Sin duda, los principios constitucionales, los límites a la discrecionalidad 

legislativa y el control judicial de constitucionalidad son tres momentos jurídicos 

inseparables. 

En efecto, como explica el Dr. Horacio Corti al comentar la Observación 

General Nº 14 del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, “dado que el 

grado de ejercicio de los derechos (y el carácter igual de ese ejercicio entre todas las 

personas, sin discriminación) se encuentra vinculado a la cantidad y calidad de la actividad 

pública y ésta, a su vez, es una función de la actividad financiera pública, el Comité expone 

la siguiente conclusión: una inadecuada asignación de recursos o, en otros términos, una 

inadecuada actividad presupuestaria, puede generar, de forma velada -“no manifiesta”- 

una lesión al ejercicio de los derechos o, de manera semejante, una discriminación en 

dicho ejercicio”68.  

Frente a la actuación del Poder Ejecutivo, por fuera de los límites 

constitucionales,es el Poder Judicial el encargado de velar por la supremacía 

constitucional. Siempre que se encuentren vulnerados derechos fundamentales, la actividad 

del Estado, incluyendo su faz presupuestaria, puede y debe ser objeto del control 

jurisdiccional de constitucionalidad. 

                                                
Vs. Surinam. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de enero de 2014; 

Caso de personas dominicanas y haitianas expulsadas Vs. República Dominicana. Excepciones Preliminares, 

Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de agosto de 2014. 

 
68Corti, Horacio. Derecho Constitucional Presupuestario. Editorial Lexis-Nexis, Buenos Aires, página 800. 



Numerosas sentencias de la Corte Suprema ratifican dicha afirmación.  

Entre ellas, se encuentran las resoluciones de los casos “Campodónico de 

Beviacqua, Ana Carina c/ Ministerio de Salud y Acción Social - Secretaría de Programas de 

Salud y Banco de Drogas Neoplásicas s/ Recurso de Hecho”, resuelto el 24 de octubre de 

2000, y CSJN, “Asociación Benghalensis y otros c. Estado nacional” (LA LEY, 2001-B, 

126) en las cuales se ordenó al Gobierno Nacional la provisión de los medicamentos 

necesarios, según la patología de cada caso, con los innegables efectos presupuestarios 

implicados, a fin de asegurar la protección del derecho a la salud, reconocido el Pacto 

Internacional de Derechos, Económicos, Sociales y Culturales. 

De modo similar, en el caso “Viceconte, Mariela C. c/ Ministerio de Salud y 

Acción Social”, resuelto el 02/06/1998 (LA LEY 1998-F, 305), la Cámara Nacional de 

Apelaciones en lo Contencioso-administrativo Federal, sala IV, ordenó al Estado Nacional 

que cumpla estrictamente con un cronograma de obras e instalación de un laboratorio para 

la producción de la vacuna Candid 1 frente a la insuficiencia de la actividad del Estado, 

que contaba con una partida presupuestaria especial para ese fin en el año 1997. 

Por su parte, la Cámara Federal de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal 

tiene dicho que “las omisiones incurridas por el legislador o el administrador, no 

contemplando partidas o bien contemplándolas de manera insuficiente para satisfacer el 

sistema de derechos de base constitucional de los ciudadanos –a la salud, cultura, seguridad 

social, etc.-, pueden corregirse por vía judicial, con la finalidad de brindar pronta y 

expedita satisfacción al sistema mencionado, a través de la redistribución, en su caso, de 

las asignaciones presupuestarias realizadas”69.  

En relación con el rol del Poder Judicial como árbitro del proceso democrático, 

Carlos Nino ha sostenido que "la misión central de este árbitro es velar porque las reglas 

del procedimiento y las condiciones de la discusión y la decisión democráticas sean 

satisfechas"70.   

En el caso de autos, el reemplazo de la voluntad del Congreso expresada a través 

de la Ley de presupuesto por una simple decisión administrativa del jefe de gabinete (tanto 

a través de la propia decisión administrativa que atacamos como a través de otras normas 

que autorizan dicha reasignación), en abierta contravención a la división de poderes y al 

principio de legalidad presupuestaria, constituye un supuesto claro de justificación del 

                                                
69Cámara Federal de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal. “Roble, Mariana Alejandra y otro c/Estado 

Nacional s/amparo”, resolución del 15 de Marzo de 2007. 
70Conf, Carlos Nino, La Constitución de la Democracia Deliberativa, página 274 



control judicial de constitucionalidad, incluso para aquéllas teorías más restrictivas sobre los 

alcances de dicho control judicial. 

Negar el control judicial de la Decisión Administrativa 12/2017 en cuanto 

detrae fondos previstos para el CNM y el Plan Nacional de Acción implicaría renunciar 

al ejercicio de la función jurisdiccional que debe asegurar la plena vigencia de la 

Constitución y de los derechos fundamentales vulnerados en el presente caso. 

Es clara la necesidad de una decisión judicial rápida que no permita la 

subsistencia de la conducta agraviante adoptada por el Estado al detraer recursos necesarios 

para garantizar una política pública tendiente a combatir la violencia de género. 

En virtud de lo expuesto, corresponde a V.S. restablecer la supremacía 

constitucional violentada por la Decisión Administrativa 12/2017, declarándola 

inconstitucional, y ordenar medidas que permitan la reafectación de los fondos 

públicos detraídos, resguardando así los derechos de las mujeres y niñas actual y 

potencialmente víctimas de la violencia de género. 

 

VII. EL REMEDIO SOLICITADO PARA RESTABLECER LOS DERECHOS 

VULNERADOS EN AUTOS 

 

En virtud de las consideraciones vertidas en esta demanda, solicitamos a V.S. que, 

a la hora de dictar sentencia y establecer la conducta ordenada (el remedio) para dar 

cumplimiento a la decisión, tenga en cuenta las especificidades propias del proceso 

presupuestario, a fin de que los efectos de la sentencia no resulten ilusorios, y que se 

garantice de manera efectiva la ejecución de los fondos destinados a implementar políticas 

contra la violencia de género. 

Por estas razones, solicitamos a V.S. que en la sentencia definitiva disponga que 

los fondos sean nuevamente restituidos de conformidad con la asignación establecida por el 

Congreso, que con dicho monto se constituya una partida con afectación específica, y que 

se establezca un mecanismo que permita monitorear su efectiva utilización durante el ciclo 

presupuestario 2017.   

De lo contrario, existe el riesgo cierto de que una vez restituidos, los recursos no 

sean utilizados (sub-ejecución), frustrando irremediablemente los derechos que esta acción 

procura garantizar de manera efectiva.  En efecto, el Estado cuenta con diferentes 

alternativas para, de una forma u otra, eludir eficazmente la asignación presupuestaria 

realizada en el Congreso. La sub-ejecución de partidas asignadas al CNM ha sido un 



problema en años anteriores, y es un problema en diferentes áreas de la administración. Por 

tal motivo, es indispensable que además de ordenarse la restitución de los fondos 

inconstitucionalmente sustraídos mediante la decisión administrativa que impugnamos, se 

establezca un mecanismo que permita asegurar que efectivamente, las partidas serán usadas 

para el fin que estaban destinadas a cumplir de acuerdo a la Ley de Presupuesto.  

A tal efecto, podrían establecerse mecanismos periódicos de monitoreo de la 

asignación y ejecución de las partidas presupuestarias reasignadas, mediante la remisión de 

información detallada al juzgado, y la conformación de una mesa de trabajo periódica en el 

juzgado, que permita mantener un diálogo entre las partes.   

En caso que V.S. no proceda de esta forma, se podría producir la disvaliosa 

situación de contar con una sentencia favorable, pero que en la práctica sea incumplida 

mediante otros mecanismos. 

Por ello, resulta fundamental que el diseño del remedio por parte de V.S. 

contemple la necesidad de identificar en forma precisa estos fondos y evitar su reasignación 

o no utilización futuras mediante nuevas resoluciones o mediante vías de hecho –como la 

sub-ejecución–, de forma tal de garantizar su intangibilidad y su destino.  

Para ello, es que esta parte considera adecuada la creación de un mecanismo de 

monitoreo y fiscalización de la ejecución de los fondos en cuestión. 

A su vez, solicitamos que se disponga que en el caso hipotético de que los recursos 

sean sub-ejecutados, ellos mantengan su afectación específica en ejercicios sub-siguientes, 

no pudiendo ser reasignados a otra finalidad en el nuevo ciclo presupuestario. 

Por último, atento el peligro cierto de que durante el transcurso del proceso  

los recursos sean destinados a otros fines, y la fuerte verosimilitud de los derechos que 

invocamos, solicitamos también como medida cautelar, que se ordene a la demandada 

la identificación de una partida de 67 millones de pesos, y solicitamos se declare su 

indisponibilidad, con la finalidad de proteger los recursos con los cuales deberá 

eventualmente darse cumplimiento a la sentencia.   

Dicha medida debe complementarse con la decisión de fondo. 

 

VIII. CUESTIONES PROCESALES 

 

VIII. A) Cumplimiento de los requisitos establecidos en la Acordada 12/2016 

 



Sin perjuicio de que en el acápite referido a “Derechos de Incidencia Colectiva” se 

desarrollan in extenso los argumentos relacionados con la afectación a tales derechos, a 

continuación damos cumplimiento a los requisitos formales establecidos en la Acordada 

12/2016. Adelantamos que el caso de autos involucra a la vez tanto intereses individuales 

homogéneos como la tutela de bienes colectivos.  

En relación con los intereses individuales homogéneos involucrados en el caso, se da 

cumplimiento a los requisitos enumerados por la Corte, que a continuación reseñamos.   

a) Existe una causa fáctica y normativa común que provoca la lesión a sus derechos. 

En efecto, tanto la causa fáctica como normativa es común a las mujeres y niñas 

afectadas. Las mujeres que cotidianamente sufren situaciones de violencia 

comparten una posición jurídica similar: la pretensión de titularidad de derechos de 

características semejantes (el derecho a una vida libre de violencia, a la integridad, 

a la salud, a la autonomía personal, a la igualdad de oportunidades y de trato).  

También comparten una posición similar en relación con otros argumentos 

normativos que sirven de causa a su pretensión, relacionados con la división de 

poderes y legalidad presupuestaria. A su vez, la lesión a sus derechos tiene una causa 

fáctica común a todas ellas, la reasignación de partidas presupuestarias asignadas en 

la Ley de Presupuesto a la implementación de políticas públicas contra la violencia 

de género. Es claro que la pretensión se enfoca en la afectación de derechos que 

produce una misma y única causa (reasignación presupuestaria de recursos 

necesarios para la implementación de políticas contra la violencia de género), con 

lo que se cumple con el requisito apuntado como “a”.  

b) La pretensión está focalizada en los efectos comunes. Además, la pretensión se 

orienta hacia las consecuencias negativas que ello tiene para todas las mujeres y 

niñas en general (y no frente a alguna en particular), pues busca obtener la 

reasignación y afectación presupuestaria adecuada para el afianzamiento de los 

derechos de todas las mujeres y niñas víctimas actuales y potenciales de violencia 

(requisito “b”). 

c) Está afectado el derecho de acceso la justicia de los integrantes del colectivo 

involucrado. Se da en la presente el hecho de que, aun en el hipotético caso de que 

cada persona representada a través de esta acción decidiera interponer una acción 

para que el Estado efectúe tal reasignación presupuestaria, ello no agotaría ni 

reemplazaría el objeto de la presente, que está enfocado colectivamente. Lo expuesto 

es sin perjuicio de que difícilmente existan para las mujeres y niñas afectadas los 



incentivos suficientes para justificar la promoción de una acción individual ni las 

posibilidades materiales de hacerlo, lo que constituye una barrera al acceso a la 

justicia de un sector tradicionalmente desaventajado y débilmente protegido, 

respecto del cual debería existir, de cara a los compromisos internacionales 

suscriptos por el Estado, un fuerte interés estatal en su protección. El hecho de que 

algunos individuos afectados tengan incentivos y posibilidades suficientes para la 

defensa individual y la ejerzan en virtud de circunstancias personales, no enerva su 

incidencia colectiva si en términos estructurales, existen condiciones y 

circunstancias que impidan u obstaculicen el efectivo acceso a la justicia de los 

integrantes del grupo afectado. Esto es claro cuando media desconocimiento de la 

ilegalidad de cierta práctica –como se da en el presente caso–, o se presenta un 

esquema de costos que desalienta el reclamo individual. 

A su vez, la causa involucra también la afectación y persigue la tutela de bienes 

colectivos.   

i. Bienes colectivos cuya tutela se persigue. Como es evidente, el tipo de políticas 

públicas cuya implementación resulta afectada en virtud de la reasignación 

dispuesta por el Jefe de Gabinete es indispensable para garantizar una sociedad 

y una cultura igualitaria y libre de violencia de género. En efecto, muchas de las 

acciones que deben desarrollarse con las partidas reasignadas son acciones de 

concientización, de sensibilización, de difusión, y de visibilización de la 

problemática. Tales acciones no sólo son indispensables para asegurar los 

derechos individuales de mujeres y niñas actual o potencialmente víctimas de 

violencia, sino que son además estructurales e instrumentales para generar una 

sociedad inclusiva, que se sostenga en la convicción compartida de que es 

imprescindible trabajar por una sociedad libre de violencia de género en la que 

las mujeres y niñas no sean estigmatizadas, en la que se encuentren y se sientan 

seguras para elegir y materializar libremente sus planes de vida. También, de 

manera concomitante, la acción contribuye a preservar otros bienes colectivos, 

tales como la calidad del sistema democrático, la división de poderes, y el debido 

proceso presupuestario.   

ii. La pretensión estáfocalizada en la incidencia colectiva del derecho. En efecto, 

el remedio solicitado, la restitución de las partidas y la debida implementación 

de las políticas y acciones que con ellas debían financiarse contribuyen a la 

realización y tutela de todos los bienes colectivos identificados.    



 

El colectivo involucrado en el caso está conformado por las mujeres y niñas actual 

y potencialmente afectadas por la violencia de género. Toda vez que las acciones que debe 

realizar el Estado alcanzan tanto acciones de prevención como la atención, sanción y 

erradicación, su incumplimiento o insuficiencia no afectan sólo a las personas actualmente 

víctimas de violencia, sino a todas aquéllas personas que lo serán en el futuro, debido a la 

insuficiencia de las políticas de prevención.  

El colectivo se encuentra adecuadamente representado por las organizaciones 

firmantes, toda vez que en todos los casos se trata de organizaciones de amplia trayectoria 

en la defensa y representación de derechos de incidencia colectiva de personas y grupos en 

situación de vulnerabilidad en general, y de mujeres en particular. Las organizaciones 

firmantes han iniciado y tramitado exitosamente numerosos casos y formas de incidencia 

social y política en representación de derechos de incidencia colectiva, tienen amplio 

conocimiento de las cuestiones de fondo involucradas en el caso (mediante actividades de 

investigación e incidencia pública), y mantienen un vínculo cercano de comunicación con 

integrantes delos grupos que representan.  

Declaramos bajo juramento, que no hemos iniciado otras acciones cuyas 

pretensiones guarden una sustancial semejanza con la presente.  

 

VIII. B) Las organizaciones firmantes se encuentran legitimadas para promover esta 

acción.  

 

Según criterios doctrinarios y jurisprudenciales, las asociaciones civiles y 

fundaciones se encuentran legitimada en los términos del artículo 43 de la Constitución 

Nacional cuando el objeto de su acción coincida con los propósitos para los cuales ha 

sido creada la asociación. Esto significa que debe tomarse en cuenta la finalidad para la 

cual ha sido constituida la asociación y cotejar luego que aquello por lo que se reclama quede 

enmarcado en tal finalidad. 

En este caso, puede advertirse que en esta causa entra en juego, específicamente, 

el cumplimiento por el Estado de las obligaciones constitucionales y supranacionales 

asumidas en lo relativo a la satisfacción de los derechos de las mujeres y niñas a la no 

discriminación y a la igualdad de oportunidades, a una vida libre de violencia, a la integridad 

física, y a la autonomía personal. A  su vez, mediante la afectación a tales derechos, se ven 

vulnerados también sus derechos económicos, sociales y culturales.  



No caben dudas acerca de que el objeto estatutario de las organizaciones que 

nos presentamos, se encamina a la defensa de los derechos humanos de las mujeres, 

niñas y otros grupos en situación de vulnerabilidad, en tanto sujetos de tutela 

constitucional y judicial preferente. 

Es útil recordar en este punto, además, que la CSJN ha dicho que las asociaciones 

están legitimadas para interponer la acción de amparo cuando se hayan lesionado derechos 

de incidencia colectiva. Al respecto, ha precisado que “[e]l artículo 43 de la Constitución 

Nacional reconoce expresamente legitimación para interponer la acción expedita y rápida 

de amparo a sujetos potencialmente diferentes de los afectados en forma directa, entre ellos, 

las asociaciones, por el acto u omisión que, en forma actual o inminente, lesione, restrinja, 

altere o amenace, con arbitrariedad o ilegalidad manifiesta, derechos reconocidos por la 

Constitución, un tratado o una ley, entre otros, los de incidencia colectiva (...)”71. En el 

mismo precedente, la CSJN manifestó que las asociaciones tenían legitimación tanto por 

intereses difusos como por derechos colectivos. Así, expresó que las asociaciones que velan 

por la protección de los derechos de incidencia colectiva fundan su legitimación para 

accionar, no sólo en el interés difuso en que se cumplan la Constitución y las leyes, sino en 

su carácter de titulares de un derecho de incidencia colectiva, además del derecho que les 

asiste para accionar por el cumplimiento de una de las finalidades de su creación. 

Los tribunales nacionales han reconocido la legitimación de las asociaciones para 

actuar en defensa de derechos colectivos en diversas ocasiones. Así, la Corte Suprema de 

Justicia de la Nación (CSJN), haciendo suyo el dictamen del Procurador General de la 

Nación ha manifestado que “el hecho de no ser la actora quien deba soportar el pago del 

tributo que reputa inconstitucional, es insuficiente para descartar la existencia en su contra 

de un perjuicio o lesión actual (...) Así lo pienso, toda vez que la accionante afirma que está 

legitimada para accionar en función de una circunstancia totalmente distinta, cual es el 

cumplimiento de una de las finalidades para las que fue creada (…)”72. 

En el mismo orden de ideas, la Cámara Nacional Electoral en el fallo “Mignone 

Emilio Fermín s/promueve acción de amparo” ha puntualizado: “En cuanto a la legitimación 

para accionar de la amparista, este Tribunal considera que, en su carácter de representante 

legal del ‘Centro de Estudios Legales y Sociales’, no puede desconocérsele el derecho de 

bregar por los intereses de las personas detenidas sin condena en todos los establecimientos 

penitenciarios de la Nación, en cuanto se trata de una asociación legalmente registrada, 

                                                
71CSJN, “Asociación Benghalensis”, sentencia del 01/06/2000 
72CSJN, “AGUEERA c. Provincia de Buenos Aires”, sentencia del 22/04/97 



entre cuyos fines se encuentra conforme lo establecido en su Estatuto: ‘la defensa de la 

dignidad de la persona humana, de la soberanía del pueblo, del bienestar de la comunidad, 

promover o ejecutar acciones administrativas y judiciales destinadas a procurar la vigencia 

de  estos principios y valores, asumir la representación de personas o grupos afectados en 

causas cuya solución suponga la defensa de aquellos, bregar contra las violaciones, abusos 

y discriminaciones que afecten los derechos y libertades de las personas y de la sociedad 

por razones religiosas, ideológicas, políticas’”.  

En el caso de autos, la existencia de una “causa” es manifiesta y ya ha sido 

explicitada en tanto la conducta de la demandada (la modificación presupuestaria que detrae 

$67.000.000 destinados por el Congreso a políticas contra la violencia de género, 

contrariando sus claras obligaciones constitucionales) causa una vulneración directa de los 

derechos de incidencia colectiva de las niñas y mujeres actual o potencialmente afectadas 

por diferentes formas de violencia de género.  Así pues, la conducta denunciada lesiona 

derechos que pertenecen de manera indiferenciada y no excluyente a una pluralidad de 

sujetos, en un caso típico de incidencia colectiva, y la legitimación  de las organizaciones en 

los términos del art. 43, párr. 2° CN se ejerce respecto de aquellas personas afectadas. 

En igual sentido, son numerosos los aportes doctrinarios que resaltan la exigencia 

de efectuar una interpretación amplia, dinámica y flexible de los recaudos que tornan 

procedente la legitimación, en tanto se encuentra en juego la garantía a la tutela judicial 

efectiva.  

Por su lado, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos tiene dicho que 

“... las garantías a la tutela judicial efectiva y el debido proceso imponen una interpretación 

más justa y beneficiosa en el análisis de los requisitos de admisión a la justicia, al punto 

que por el principio ‘pro actione’, hay que extremar las posibilidades de interpretación en 

el sentido más favorable al acceso a la jurisdicción (…)”73. 

En este marco, es indiscutible que las asociaciones de bien público cuyo objeto 

estatutario comprenda la defensa de estos derechos de incidencia colectiva, estamos 

cabalmente legitimadas para iniciar una acción de amparo colectivo y obtener una 

sentencia que restablezca el derecho vulnerado a favor del grupo afectado, lo que nos 

permite concluir que las organizaciones demandantes estamos legitimadas para 

accionar en el caso de autos. 

 

                                                
73Caso “Palacios c. Argentina”, Informe nº  105/99,  consid. 61 



VIII.B) 1. Asociación Civil por la Igualdad y la Justicia (ACIJ). 

 

ACIJ es una asociación civil que se encuentra autorizada para funcionar con 

carácter de persona jurídica en los términos del art. 148 inc b) del Código Civil y Comercial 

de la Nación (anteriormente regulado en el art. 33, 2da. parte inc. 1º del Código Civil) 

conforme resolución de la Inspección General de Justicia Nº 231/2003 de fecha 12 de marzo 

de 2003. 

Tal como surge de sus estatutos, ACIJ es una asociación civil sin fines de lucro, 

entre cuyos fines se encuentra  “la creación de un espacio de activismo y control ciudadano, 

destinado a promover el fortalecimiento institucional y la construcción de ciudadanía 

comprometida con el respeto de los derechos fundamentales, con especial atención en los 

grupos más vulnerables de la sociedad”, “impulsar el afianzamiento y desarrollo de las 

instituciones de la democracia, defender y promover los derechos fundamentales de las 

personas” (conf. los términos del acta fundacional).  

En particular, la Asociación tiene por objeto defender: los derechos de minorías y 

grupos desaventajados por su posición o condición social o económica, (...) los derechos 

reconocidos en la Constitución Nacional y aquellos de incidencia colectiva en general” 

(conf. art. 2.A.12). 

ACIJ ha desarrollado diversas acciones de promoción y sensibilización sobre la 

necesidad de contarcon presupuestos públicos con enfoque de derechos humanos, y 

desarrolla periódicamente actividades de análisis presupuestario con enfoque de derechos. 

Junto a otras organizaciones que defienden los derechos de las mujeres, tales como ELA, 

FEIM, Fundación Siglo 21, MEI, Desde el Fuego (CABA) Economía Feminista, Asociación 

Multidisciplinaria para la Salud y la Sexualidad, CIPPEC, CAREF, AAES y Amnistía 

Internacional Argentina. 

 ACIJ ha realizado diagnósticos sobre presupuesto con enfoque de género, y ha 

co-organizado mesas y espacios de discusión sobre la necesidad de desarrollar presupuestos 

que garanticen la igualdad de las mujeres.  

ACIJ es una de las asociaciones legitimadas a las que alude el art. 43 de la 

Constitución Nacional cuando determina que podrán interponer acción de amparo en la 

defensa de los derechos de incidencia colectiva en general, las asociaciones que propendan 

a esos fines; y, por lo tanto, se encuentra habilitada para promover esta acción. 

 

VIII.B) 2. Equipo Latinoamericano de Justicia y Género (ELA). 



 

ELA es una asociación civil entre cuyos propósitos fundamentales se encuentran la 

representación de los intereses y el abogar por el respeto y el reconocimiento de los derechos 

de las mujeres, llevando adelante la defensa legal de sus derechos en ejercicio de la 

legitimación otorgada por el Art. 43 de la Constitución Nacional, ante los tribunales de 

justicia y la administración pública. Su misión consiste en la promoción del ejercicio de los 

derechos de las mujeres y la equidad de género en Argentina y la región, a través del derecho 

y las políticas públicas.  Entre sus objetivos fundamentales también se encuentran el análisis 

de las políticas públicas y sus efectos sobre las relaciones sociales desde la perspectiva de 

las mujeres, así como la revisión del derecho desde una perspectiva de género. 

Desde su creación, ELA ha trabajado extensamente sobre el tema de las violencias 

contra las mujeres. Un análisis completo de la situación, la dimensión, abordajes y nudos 

problemáticos en materia de violencia contra las mujeres se realizó en el año 2004 y 

nuevamente en el año 200974. La expertisia de ELA en el tema se sustenta en investigaciones 

específicas realizadas por la organización en relación con los obstáculos para el acceso a la 

justicia de las mujeres víctimas de violencia, publicadas en 2009 y 2012: Violencia familiar. 

Aportes para la discusión de políticas públicas y Más allá de la denuncia: el desafio del 

acceso a la justicia. Investigaciones sobre violencia contra las mujeres.  En particular, las 

dificultades sobre el abordaje que hace el Poder Judicial respecto de las distintas 

manifestaciones de violencia hacia las mujeres ha sido documentado en el trabajo del 

“Observatorio de Sentencias Judiciales”, una iniciativa de ELA que se lleva adelante desde 

2009. En forma más reciente, las investigaciones, acciones de incidencia y colaboración con 

gobiernos locales en materia de violencia contra las mujeres, son parte central del trabajo 

que se desarrolla en el marco de la iniciativa “Cerrando brechas para erradicar al violencia 

contra las mujeres”, que ELA coordina junto con MEI, CAREF y la Fundación Siglo 21.    

 

VIII.B) 3. Comisión Argentina para los Refugiados y Migrantes (CAREF). 

 

CAREF es una asociación civil que trabaja por los derechos de las personas 

migrantes, refugiadas y solicitantes de asilo desde 1973. Para ello brinda servicios 

                                                
74 Estas investigaciones fueron publicadas en el Informe sobre Género y Derechos Humanos. Vigencia y respeto 

de los derechos de las mujeres en Argentina, 2004, Editorial Biblos y nuevamente en Informe sobre Género y 

Derechos Humanos (2005-2008). Vigencia y respeto de los derechos de las mujeres en Argentina, 2009, Editorial 

Biblos. 



profesionales de asesoramiento, orientación, capacitación y asistencia social y jurídica y a la 

vez propicia acciones que permitan la definición de políticas de Estado.  

Desde 2002, el CELS, CAREF y la Facultad de Derecho de la Universidad de 

Buenos Aires (UBA) dirigen una Clínica  Jurídica de Derechos de Migrantes y Refugiados, 

asesorando y patrocinando un promedio de 300 casos anuales. En el marco de la Clínica 

Jurídica, CAREF lleva adelante acciones  de defensa y promoción de los derechos humanos 

de migrantes, solicitantes de asilo y refugiados, mediante acciones tales como el litigio 

estratégico de derechos humanos; el monitoreo de políticas públicas; la capacitación a 

funcionarios públicos y organizaciones no gubernamentales y estudiantes; el uso de los 

mecanismos internacionales de protección; el trabajo y capacitación de otras Clínicas 

Jurídicas a nivel nacional y la promoción de acciones de incidencia política a nivel nacional 

y regional. 

Más del 60 por ciento de las personas asistidas por CAREF son mujeres migrantes, 

solicitantes de asilo y refugiadas. Las diversas manifestaciones de violencia que sufren las 

mujeres (física, psicológica, sexual) tienen efectos aún más graves en algunos grupos en 

situaciones de vulnerabilidad, como las mujeres migrantes. Ellas encuentran mayores 

obstáculos subjetivos y materiales para afrontar las situaciones y lograr el acceso a la justicia 

y a una protección integral, ya que carecen de redes de contención (el caso de migrantes), 

desconocen los recursos disponibles (en particular las niñas) y enfrentan situaciones de 

discriminación y violencia institucional. 

A partir de su conocimiento específico de la realidad de las mujeres migrantes, 

CAREF forma parte de la iniciativa “Cerrando Brechas para Erradicar la Violencia contra 

las Mujeres” junto con otras de las entidades patrocinantes de este amparo (ELA, Fundación 

Siglo 21 y MEI) para avanzar en políticas públicas en materia de violencia de genero. Uno 

de los objetivos de esta acción es mejorar el acceso a la justicia y a los servicios de salud a 

nivel local por parte de las mujeres (potenciales) víctimas de violencia de género 

promoviendo su abordaje integral, especialmente de aquellas pertenecientes a grupos en 

situación de vulnerabilidad como  mujeres migrantes. 

 

VIII.B) 4. Fundación para Estudio e Investigación de la Mujer (FEIM). 

 

FEIM es una organización no gubernamental inscripta en Inspección General de 

Justicia -IGJ- en 1989 que cuenta con Status Consultivo en la Comisión Económica y Social 

– ECOSOC- de Naciones Unidas desde 2005.  FEIM tiene el objetivo de informar, promover 



y garantizar los derechos de mujeres y niñas en Argentina, así como la expansión de los 

mismos a fin de lograr la igualdad entre mujeres y hombres.  En ese sentido desde su creación 

FEIM desarrolló actividades de concientización y sensibilización de mujeres y niñas sobre 

sus derechos con especial énfasis en el derecho a vivir una vida libre de violencia y 

discriminación. En ese sentido la violencia doméstica y la violencia contra mujeres y niñas 

han sido motivos de trabajo, estudio, investigación y asesoramiento  permanente de FEIM. 

En ese sentido desde los inicios se abogó por la sanción e implementación de leyes 

nacionales y provinciales que reconocieran el derecho a vivir sin violencia y que adoptaran 

medidas para atender a las mujeres y niñas víctimas, a sancionar, castigar y  erradicar la 

violencia contra mujeres y niñas. En FEIM fue invitada a asesorar a los senadores que 

elaboraron el proyecto de ley de Protección Integral para Prevenir, sancionar y erradicar la 

violencia contra las mujeres en los ámbitos en que desarrollan sus relaciones interpersonales, 

aprobada y sancionada como ley 26.485 en marzo del 2009. 

La defensa y promoción de los derechos de mujeres y niñas motivó el estudio, 

análisis y abogacía sobre las acciones e intervenciones del Estado respecto a cómo garantizar 

el derecho de todas las mujeres y niñas a una vida libre de violencia. Las actividades de 

FEIM abarcaron en sus 28 años de actividad ininterrumpida la realización de estudios, 

investigaciones, capacitación y asesoramiento a organismos municipales, provinciales y 

nacionales así como grupos y organizaciones de la Sociedad civil. Entre las actividades 

desarrolladas cabe señalar que se efectuaron amparos y AmicusCuriae ante niñas, niños 

adolescentes y mujeres que vieron vulnerados sus derechos por las distintas formas de 

violencia de género y reclamaron a la justicia.  También FEIM efectuó análisis de los 

presupuestos destinados a estas acciones e incluso amparos para lograr la información 

cuando no estaba disponible y /o ante la solicitud fue denegada.  

 

VIII.B) 5. Fundación Mujeres en Igualdad (MEI). 

 

MEI fue creada en marzo de 1990, y tiene status consultivo ante en la Comisión 

Económica y Social – ECOSOC- de Naciones Unidas, desde 2005. Los objetivos de MEI 

son luchar contra la violencia de género y la discriminación de las mujeres promoviendo su 

bienestar y su participación y empoderamiento en la vida política, económica, social y 

cultural.  

Desde 2002 desarrollamos programas de capacitación y sensibilización sobre los 

distintos tipos de violencia de género en numerosas escuelas secundarias, en fábricas, en 



congresos nacionales e internacionales (de Canadá, los EEUU, India, Marruecos, México, 

Suiza, Uganda) así campañas de prevención de la violencia de género, de la trata de personas.  

MEI organizó 4 Foros Internacionales de Mujeres contra la Corrupción, cuyo 

objetivo fue detectar las diversas formas en las que la corrupción afecta los derechos de las 

mujeres, y cómo desarticularlas. El I Foro de Mujeres contra la Corrupción - año 2.000 con 

300 participantes -  y el II Foro - año 2002 con 600 participantes - tuvieron lugar en el Centro 

Cultural San Martín. El III Foro se realizó en 2008, en la Facultad de Derecho de la UBA, 

en el marco del Proyecto “Mujeres por la Equidad y la Transparencia”, ganadora del primer 

concurso de UNDEF, Fondo para la Democracia de las Naciones Unidas y contó con la 

presencia de 500 personas. Los tres Foros incluyeron a especialistas de África, las Américas, 

Europa y Europa del Este que proporcionaron diagnósticos de la situación en nuestros países 

en temáticas en las que la corrupción afecta los derechos humanos de las mujeres. En 2016, 

en el IV Foro nos centramos en propuestas de políticas públicas y presupuestos de género 

que permitirán revertir estos diagnósticos y sus complejas situaciones relacionadas con la 

violencia de género. Muchas/os de las/os panelistas aportaron sus experiencias en la 

implementación de políticas públicas novedosas y de probado éxito. Otro eje del IV Foro 

fue el Acceso a la Justicia, cuyo objetivo fue detectar nuevas formas organizativas que 

permitan a las víctimas de violencia un mejor y más rápido acceso a la justicia.  

 

VIII. B) 6. Fundación Siglo 21. 

 

La Fundación Siglo 21 es una organización social, independiente y sin fines de lucro, 

fundada en 1992 en la provincia de Jujuy, que trabaja en torno a tres ejes: Ciudadanía; 

Equidad y Derechos Humanos, orientando sus propósitos a la inclusión social. Las 

estrategias de trabajo desarrolladas por la Fundación procuran  promover reformas 

institucionales para democratizar el sistema judicial y abordar el cumplimiento con las 

obligaciones internacionales en materia de derechos humanos, específicamente las 

relacionadas con la temática de Género. 

En estos últimos diez (10) años, el trabajo de la Fundación Siglo 21 se concentró en 

la ejecución de acciones y proyectos de prevención de Violencia hacia las mujeres, 

optimización del acceso a la justicia, de las mujeres víctimas de violencia de género. De 

igual modo la cartera de actividades tuvo como ejes relevantes -Difusión e incidencia en 

Políticas Públicas, -Capacitación, acompañamiento, debates y asistencia técnica, orientadas 



específicamente a Prevenir la violencia de género, Derechos Humanos de las Mujeres, Salud 

sexual y reproductiva y Pequeños emprendimientos para jóvenes y mujeres adultas. 

 

VIII. C) V.B. El amparo es la vía formalmente procedente, única e idónea para dar 

cauce a este proceso. 

 

El artículo 43 de la Constitución Nacional dispone que puede interponerse acción 

de amparo respecto de los derechos de incidencia colectiva cuando, no existiendo otro medio 

judicial más idóneo, se registre un “(…) acto u omisión de autoridades públicas o de 

particulares, que en forma actual o inminente lesione, restrinja, altere o amenace, con 

arbitrariedad o ilegalidad manifiesta, derechos y garantías reconocidos por esta 

Constitución, un tratado o una ley”. 

En el presente caso, se constata una acción manifiestamente ilegítima de una 

autoridad pública, que lesiona de manera actual y también amenaza derechos contenidos 

tanto en la Constitución Nacional como en tratados internacionales.  

Con anterioridad a la reforma constitucional de 1994 la CSJN había manifestado 

que ante la restricción de derechos esenciales los jueces debían restablecer los derechos 

conculcados por esta vía: “Siempre que aparezca de modo claro y manifiesto, la ilegitimidad 

de una restricción cualquiera a alguno de los derechos esenciales de las personas, así como 

el daño grave e irreparable que se causaría remitiendo el examen de la cuestión a los 

procedimientos ordinarios, administrativos o judiciales, corresponderá que los jueces 

restablezcan de inmediato el derecho restringido por la rápida vía de amparo”75. 

La reforma constitucional trajo consigo la obligación de ponderar la idoneidad de 

las vías existentes a la hora de decidir cuál es la adecuada para un caso concreto. Es decir 

que no debe interpretarse que el amparo queda descartado por el mero hecho de que existan 

cualesquiera otras vías disponibles sino que, si existen una o más vías que no sean más 

idóneas, debe admitirse el amparo. Por ello, esta vía es la idónea para tramitar la pretensión 

de autos. 

 

VIII.C) 1. Acción arbitraria y manifiestamente ilegítima de la autoridad 

pública 

                                                
75Caso “Kot”; Fallos, 241:291. 



Una vez promulgada la Ley de Presupuesto General, el Poder Ejecutivo decreta la 

distribución administrativa del presupuesto de gastos, que consiste en la presentación 

desagregada hasta el último nivel previsto en los clasificadores y categorías de programación 

utilizadas, de los créditos y realizaciones contenidas en la ley de presupuesto.   

De acuerdo a lo detallado en los acápites precedentes, la conducta de la demandada 

consiste en la modificación presupuestaria realizada mediante la Decisión 

Administrativa12/2017 del Jefe de Gabinete, contrariando normas constitucionales, como se 

verá a continuación.  

En efecto, través de dicha decisión administrativa (conocida como “distribución de 

créditos”) se modificaron asignaciones presupuestarias que habían sido efectuadas en la ley 

de presupuesto 2017 (art. 16,Ley 2734176), para políticas contra la violencia de género.  

Concretamente, al distribuirse el presupuesto se eliminó la partida de 47 millones de 

pesos que había sido asignada a la implementación del Plan Nacional de Acción contra la 

Violencia, y se detrajeron 20 millones de pesos que habían sido asignados al Consejo 

Nacional de las Mujeres.  

 

VIII.C) 2. Daño real y actual a derechos de incidencia colectiva. 

 

A lo largo de esta demanda se ha expresado clara, circunstanciada y concretamente 

la afectación que la práctica denunciada ocasiona a las mujeres y niñas en representación de 

quienes se interpone esta acción, así como los derechos de incidencia colectiva que resultan 

vulnerados.  

La conducta de la demandada viola los derechos de mujeres y niñas a la integridad, 

a una vida libre de violencia, a la autonomía, y a la igualdad y a la no discriminación77, pues 

pone en una situación de desventaja a quienes requieren de políticas públicas adecuadas, 

suficientes y efectivas para prevenir y erradicar la violencia contra las mujeres. 

                                                
76 En la parte atinente a este punto disponía: “(...) asígnese (...) la suma de pesos sesenta y siete millones ($ 

67.000.000) al Consejo Nacional de Coordinación de Políticas Sociales, de los cuales se destinará la suma de 

pesos veinte millones ($ 20.000.000) a atender las actividades del Consejo Nacional de las Mujeres y la suma de 

pesos cuarenta y siete millones ($ 47.000.000) destinados al Plan Nacional de Acción para la Prevención, 

Asistencia y Erradicación de la Violencia contra las Mujeres (...)” 
77 Derechos consagrados en los artículos 3, 4.A, 4.B, 5 y 6 de la Convención Interamericana para Prevenir, 

Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer “Convención de Belém do Pará”; 4 y 24 de la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos “Pacto de San José de Costa Rica”; 6.1 y 26 del Pacto Internacional de 

Derechos Civiles y Políticos; 3.A, 3.B, 3.C, y 3.D de la Ley 26.485); 19 y 75 inciso 23 de la Constitución 

Nacional; 1 y 15 de la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer; 

3 y 12 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales.  



Dicha afectación consiste en una lesión cierta, actual, real y subsistente a derechos 

constitucionales, que sólo será remediada si se revierten de inmediato los efectos de la 

reasignación dispuesta por el Jefe de Gabinete, y se toman medidas urgentes para asegurar 

los derechos de incidencia colectiva afectados.   

 

VIII.C) 3. Arbitrariedad o ilegalidad manifiesta e innecesariedad de mayor 

debate o prueba.  

 

La Decisión Administrativa 12/2017 constituye una flagrante contradicción 

condiversas cláusulas constitucionalesque reconocen con carácter prioritario los derechos de 

las mujeres y niñas a vivir una vida autónoma y libre de violencia, obligando al Estado a 

implementar y financiar políticas públicas con dicha finalidad. A su vez, la conducta de la 

demandada también vulnera la obligación de garantizar la asignación privilegiada y la 

intangibilidad de los recursos públicos destinados a asegurar los derechos de las niñas, y 

vulnera abiertamente las normas constitucionales que establecen la potestad exclusiva del 

Congreso de fijar el presupuesto anual, y prohíben la delegación legislativa.  

La contundencia de dicha normativa, sumada a la dramática situación que viven 

mujeres y niñas debido a la violencia de género, situación que es de público y notorio 

conocimiento y se encuentra respaldada por datos oficiales y no oficiales, así como por las 

consistentes observaciones y recomendaciones de organismos de derechos humanos que 

vigilan el cumplimiento de los tratados, demuestran que el caso reviste meridiana claridad.  

La confrontación con la conducta del Poder Ejecutivo es sumamente sencilla.  La detracción 

de fondos asignados por el Congreso a políticas para prevenir y erradicar la violencia hacia 

las mujeres, en el contexto actual de crisis debido a la sistemática muerte y daño de mujeres 

y niñas, lo que ocurre debido a la deficiente implementación de políticas públicas adecuadas, 

vulnera los derechos humanos de mujeres y niñas con arbitrariedadmanifiesta, por ser 

claramente incompatible con la Constitución Nacional y tratados de derechos humanos. 

La conducta de la demandada resulta manifiestamente ilegal y arbitraria en tanto 

implica un incumplimiento de normas legales y constitucionales expresas, a la vez que 

resulta lesiva de derechos y principios fundamentales reconocidos en la Constitución 

Nacional, la Convención para la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra 

la Mujer, la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia 

contra la Mujer, la Convención sobre los Derechos de los Niños y la Ley 26.061 de 

Protección Integral de los derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes. 



Es criterio de la CSJN que existe ilegalidad manifiesta cuando una ley impone 

un deber o mandato y éste no se cumple. Dice el máximo tribunal que “la procedencia de 

la acción de amparo -por omisión de autoridad pública- (...) resulta de la falta de 

implementación ante la existencia de un mandato legislativo expreso, que constituye una 

ilegalidad manifiesta que lesiona en forma actual (...) los derechos constitucionales del 

actor” (CSJN, “Villarreal Mario Jesús c/ PEN - PLN y Máxima AFJP s/amparo”, V. 49. 

XLVII. REX, sent. 30/12/2014, Fallos T. 337 P. 1564. En el mismo sentido pero a contrario 

sensu, ver CSJN “L.E.H. y otros c/ O.S.E.P. s/amparo”, sent. 01/09/2015, Fallos T. 338 P. 

779).  

Como puede apreciarse, es criterio de la CSJN que la falta de implementación de 

una norma puede bastar para configurar la ilegalidad manifiesta, máxime -agrega el tribunal 

en el caso antes citado- “si se considera el carácter netamente alimentario del objeto de este 

litigio, que afecta a uno de los grupos vulnerables definidos por nuestra Constitución como 

sujetos de preferente protección por los poderes constituidos (art. 75 inc. 23)”. 

En este caso, las cuestiones sometidas a juzgamiento no son complejas ni de difícil 

acreditación, tampoco exigen un aporte mayor de elementos de juicio. Cuando la 

arbitrariedad es patente, no es necesario producir demasiada prueba.  

En consecuencia, puede afirmarse que la ilegitimidad surge manifiesta en este caso 

dado que no es necesario, para su resolución, producir largas y complejas pruebas (arg. 

CSJN, causa B. 139. XXXIX, sentencia del 26/10/2004). 

 

VIII.C) 4. Inexistencia de un medio judicial más idóneo 

 

La Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal ha 

sostenido que el art. 43 de la CN sólo condiciona la posibilidad de interponer la acción de 

amparo a la inexistencia de otro remedio judicial más idóneo, modificando con este texto el 

criterio sustentado en el art. 2 de la Ley 16.986, que impedía admitir la acción de amparo 

cuando existieran recursos o remedios judiciales o administrativos que permitieran obtener 

la protección del derecho o garantía constitucional de que se trate78.  

De manera que, frente al nuevo texto constitucional, no puede sostenerse ya como 

requisito para la procedencia de este remedio sumarísimo y excepcional, la inexistencia de 

                                                
78 “Nieva Alejandro y Otros c/P.E.N. -Dto. 375/97 s/amparo ley 16.986”, sentencia del 26 
de agosto de 1997, y sus citas; ver también sala I, “Aydin S.A. c/Sec. de Medios de 
Comunicación de la Pres. de la Nación s/amparo ley 16.986”, sentencia del 22 de mayo de 
1996. 



vía administrativa idónea para la tutela del derecho que se invoca como conculcado. Bidart 

Campos interpreta que la referencia que la norma constitucional hace del “medio judicial 

más idóneo” y la omisión de aludir a las vías administrativas, equivale a no obstruir la 

procedencia del amparo por el hecho de que existan recursos administrativos o de que no se 

haya agotado una vía de reclamación administrativa previa79. 

La CSJN ha sostenido que el amparo es particularmente pertinente en materias 

relacionadas con la preservación de la salud y la integridad física y que, frente a un grave 

problema, no cabe extremar la aplicación del principio según el cual esa acción no procede 

cuando el afectado tiene a su alcance una vía administrativa a la cual acudir, pues los propios 

valores en juego y la normalmente presente urgencia del caso, se contraponen al 

ejercicio de soluciones de esa índole80. 

Prestigiosa doctrina nacional ha entendido que la vulneración de derechos de 

incidencia colectiva hace optativo el agotamiento de la vía administrativa. Así. “nadie ha 

pensado, en efecto, que hiciera falta reclamo previo para iniciar acción de amparo: esto ya 

lo dispone claramente el art. 43 de la CN”. Continúa diciendo este autor que “está 

reconocido el acceso a la jurisdicción a través de los derechos de incidencia colectiva, con 

lo que la legitimación para el reclamo administrativo previo se ve ampliada respecto de este 

punto, claro está que con carácter optativo y no como exigencia para abrir la vía judicial”81.  

“Al establecer el constituyente que el amparo procede siempre que no exista otra 

vía judicial más idónea, descarta que dicha idoneidad pueda provenir de una vía 

administrativa; descarte que, en cambio, no se hacía en la ley 16.986, que preveía que el 

amparo no era admisible cuando existan «recursos o remedios judiciales o administrativos 

que permitan obtener la protección del derecho o garantía constitucional de que se trate.”82 

En el caso particular, la urgencia y el daño que podría ocasionar esperar la 

conclusión del trámite administrativo, sobre todo teniendo en cuenta que la reasignación 

presupuestaria solicitada afecta al ejercicio presupuestario en curso, hace procedente la 

acción de amparo aquí interpuesta. 

                                                
79 Conf. Bidart Campos, Tratado Elemental de Derecho Constitucional Argentino, T.VI, p. 
312 
80 “María, Flavia Judith c/Instituto de Obra Social de la Provincia de Entre Ríos y Estado 
provincial”, sentencia del 30 de octubre de 2007. Fallos 330:4647 
81 Gordillo. El reclamo administrativo previo. Disponible en: www.gordillo.com). 
82 Canda, Fabián o., “Acción de amparo,” en Bruno Dos Santos, Marcelo A., Una mirada 
desde el fuero contencioso administrativo federal sobre el derecho procesal administrativo, 
Buenos Aires, FDA, 2013, p. 275 

http://www.gordillo.com/


Además, la CSJN ha dejado claramente establecido en “Halabi” que, frente a la 

mora del legislador en regular la vía procesal por la cual las acciones de clase deben tramitar, 

es el amparo (previsto expresamente en el art. 43) la vía idónea prevista por el constituyente 

para llevar adelante la defensa de derechos de incidencia colectiva. 

En efecto, dijo la CSJN en dicho precedente que “no hay en nuestro derecho una 

ley que reglamente el ejercicio efectivo de las denominadas acciones de clase (…)” y agregó 

que “frente a esa falta de regulación, la que, por lo demás, constituye  una  mora  que  el  

legislador  debe  solucionar cuanto antes sea posible, para facilitar el acceso a la justicia 

que la Ley Suprema ha instituido, cabe señalar que la referida disposición  constitucional  

es  claramente  operativa y  es obligación de los jueces darle eficacia, cuando se aporta 

nítida evidencia sobre la afectación de un derecho fundamental y del acceso  a  la  justicia  

de  su titular. Esta Corte ha dicho que donde hay un derecho hay un remedio legal para 

hacerlo valer toda vez que sea desconocido; principio del que ha nacido la acción de 

amparo, pues las garantías constitucionales existen y protegen  a  los  individuos  por  el  

solo  hecho  de  estar  en  la Constitución e independientemente de sus leyes reglamentarias, 

cuyas limitaciones no pueden constituir obstáculo para la vigencia efectiva de dichas 

garantías(Fallos: 239:459; 241:291 y 315:1492)”. 

En efecto, si se realiza una interpretación armónica del art. 43 de la CN con el 

bloque de constitucionalidad federal, en particular, los art. 8 y 25 de la Convención 

Americana sobre derechos humanos, no puede considerarse a la acción de amparo como un 

remedio excepcional o subsidiario, sino que es una acción directa y principal. Aún más, 

cuando hubiera dudas sobre la interpretación que debe darse al carácter directo del amparo, 

la pauta pro homine lleva a estar a la interpretación más favorable a la existencia del derecho 

humano, que en este caso es la garantía de un proceso breve y sencillo que permita remediar 

las vulneraciones a derechos constitucionales. 

 

 

 

IX. DERECHOS DE INCIDENCIA COLECTIVA AFECTADOS 

 

Es claro que, según se ha descrito anteriormente, la detracción de fondos públicos 

($ 67 millones) asignados por el Congreso a las políticas contra la violencia de género, frente 

a la gravedad de una problemática que es de público y notorio conocimiento y que cada día 



se cobra la vida de más mujeres y niñas, afecta con arbitrariedad e ilegalidad manifiestas los 

siguientes derechos: 

A una vida libre de violencia de las mujeres (Artículos 3 y 5 de la Convención 

Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer 

“Convención de Belém do Pará”; Artículo 3.A de la Ley 26.485). 

A la igualdad de oportunidades y de trato (Artículo 75 inciso 23 de la Constitución 

Nacional; Artículo 1 de la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de 

Discriminación contra la Mujer; Artículo 24 de la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos “Pacto de San José de Costa Rica”; Artículo 26 del Pacto Internacional de 

Derechos Civiles y Políticos; Artículo 3 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 

Sociales y Culturales; Artículo 6 de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar 

y Erradicar la Violencia contra la Mujer “Convención de Belém do Pará”; Artículo 3.A de 

la Ley 26.485). 

A la autonomía personal (Artículo 19 de la Constitución Nacional; Artículo 15 de 

la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer; 

Artículo 3.D de la Ley 26.485). 

A la vida (Artículo 4.A de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar 

y Erradicar la Violencia contra la Mujer “Convención de Belém do Pará”; Artículo 4 de la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos “Pacto de San José de Costa Rica”; 

Artículo 6.1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos). 

A la integridad personal (Artículo 4.B de la Convención Interamericana para 

Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer “Convención de Belém do 

Pará”; Artículo 4 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos “Pacto de San José 

de Costa Rica”; Artículo 3.C de la Ley 26.485). 

A la salud (Artículo 12 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales 

y Culturales; Artículo 3.B de la Ley 26.485). 

Los derechos precedentemente enumerados constituyen derechos de incidencia 

colectiva en nuestro sistema constitucional.  

A su vez, es claro que nuestra pretensión no puede sino estar enfocada en la 

dimensión colectiva los derechos vulnerados, y que en ausencia de su defensa colectiva 

habría una grave afectación del derecho de acceso a la justicia.   

Nuestra Corte Suprema de Justicia, en el caso “Halabi, Ernesto c/ P.E.N. –ley 

25.873 –dto. 1563/04 s/ amparo ley 16.986”, sentencia del 24 de Febrero de 2009, ha 

señalado que, en materia de legitimación procesal, “la Constitución Nacional admite en el 



segundo párrafo del artículo 43 una tercera categoría conformada por derechos de 

incidencia colectiva referentes a intereses individuales homogéneos”, distinta de las 

mencionadas anteriormente: derechos individuales y derechos de incidencia colectiva que 

tienen por objeto bienes colectivos. 

Esta tercera categoría incluye aquellos derechos que sin recaer sobre bienes 

colectivos tienen condiciones de ejercicio homogéneas en relación con una pluralidad de 

titulares, cuyas posibilidades para acceder a la justicia –consideradas estructuralmente- 

resultan obstaculizadas por las circunstancias del caso.   

Su análisis debe efectuarse en términos estructurales y generales, y no 

individualmente. El hecho de que algunos individuos afectados tengan incentivos y 

posibilidades suficientes para la defensa individual y la ejerzan en virtud de circunstancias 

personales, no enerva su incidencia colectiva si en términos estructurales, existen 

condiciones y circunstancias que impidan u obstaculicen el efectivo acceso a la justicia 

de los integrantes del grupo afectado.  Esto es claro cuando media desconocimiento de la 

ilegalidad de cierta práctica -como bien podría considerarse el presente caso-, o se presenta 

un esquema de costos que desalienta el reclamo individual.  

Profundizando en la idea de homogeneidad, debe señalarse que ella apunta a la 

situación en que los sujetos afectados comparten una posición jurídica semejante; en 

particular, la pretensión de titularidad de sus derechos de características análogas, en virtud 

de circunstancias semejantes y uniformes, o resultantes de una misma causa; más allá de 

eventuales diferencias accidentales –como puede ser la mayor o menor afectación sufrida 

por las personas involucradas medidas en términos individuales-.  

En el caso de autos, es claro que las mujeres y niñas que cotidianamente sufren o 

están expuestas a sufrir violencia de género comparten una posición jurídica similar: la 

pretensión de titularidad de derechos de características semejantes (el derecho a la vida y a 

una libre de violencia, y el derecho a la igualdad de oportunidades, entre muchos otros 

derechos conectados con ellos); en virtud de circunstancias similares y uniformes 

(deficiencias en la implementación y financiamiento de políticas públicas adecuadas para 

prevenir y erradicar la violencia de género).  

En estos casos, señala la CSJN, si bien “no hay un bien colectivo, ya que se afectan 

derechos individuales enteramente divisibles [...], hay un hecho, único o continuado, que 

provoca la lesión a todos ellos y por lo tanto es identificable una causa fáctica 

homogénea”.  



En el presente caso, la causa fáctica homogénea está conformada por la detracción 

de recursos asignados en el Presupuesto a políticas públicas contra la  violencia de género, 

efectuada mediante la decisión administrativa del Jefe de Gabinete, en abierta contradicción 

con las normas constitucionales que obligan a diseñar e implementar políticas en la materia.  

A su vez, la pretensión también se refiere a bienes colectivos, la conformación 

y promoción de un entorno, una cultura y una sociedad que no opriman ni subordinen a las 

mujeres mediante diferentes formas de violencia de género.  En efecto, las políticas públicas 

que deben implementarse para prevenir y erradicar la violencia de género se dirigen a la 

conformación de bienes públicos colectivos, una cultura igualitaria, no estigmatizante y 

respetuosa de los derechos de las mujeres.  

La relevancia de este rasgo del caso queda en evidencia apelando a un caso 

resuelto por la Corte, que caracteriza la idea de bienes colectivos (“Ministerio de Salud y/o 

Gobernación s/ acción de amparo”, resuelto por la Corte Suprema el 31 de octubre de 2006), 

en el cual la Jueza Argibay sostuvo que “[l]os hospitales públicos son indudablemente 

bienes colectivos, en el sentido quese encuentran asignados al uso y goce de la comunidad 

como grupo y a nadie en particular. Por otra parte, es un bien al cual tienen acceso todas 

las personas por su sola condición de habitantes que se financia con fondos públicos.De 

tal modo, la lesión tiene incidencia colectiva, pues implica un perjuicio potencial para 

todos los posibles usuarios y para la comunidad contribuyente”, criterio que resulta de 

plena aplicación al sub examine.  

En efecto, a modo de ejemplo,las campañas de sensibilización y concientización 

sobre la problemática de la violencia de género son asignadas al uso y goce de la comunidad 

como grupo, y claramente la lesión originada por la reasignación que cuestionamos tiene 

incidencia colectiva, pues implica un perjuicio para toda la sociedad.     

En relación con el derecho a no ser objeto de injustas discriminaciones y su 

dimensión de incidencia colectiva, en el ámbito de la Ciudad de Buenos Aires, en el fallo 

“Fundación Mujeres en Igualdad c/ GCBA s/ amparo”, la Sala I de la Cámara en lo 

Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad sentenció: “su pretensión se funda en 

la defensa de intereses colectivos como lo es el que propugna la supresión de toda 

discriminación”. 

En virtud de lo manifestado, la legitimación colectiva está asegurada en autos 

porque nos encontramos frente a una situación en que se vulneran (i) derechos individuales 

homogéneos, como el de cada niña y mujer afectada en su derecho a una vida libre de 

violencia y a no ser discriminada, entre otros derechos afectados y amenazados, debido a la 



problemática de violencia de género y a la deficiencia y desfinanciamiento de las políticas 

públicas destinadas a prevenir y erradicarla, y (ii) derechos colectivos propiamente dichos, 

en virtud de verse afectado el derecho a vivir en una sociedad y un entorno seguros, con 

prácticas y cultura no discriminatoria ni estigmatizante, respetuosa de los derechos de las 

mujeres –entendida como bien colectivo e indivisible- derecho vulnerado por la sustracción 

de recursos destinado a la implementación de políticas contra la violencia de género. 

Tanto los derechos individuales homogéneos, como los derechos colectivos 

afectados son típicamente reconocidos en la CN como derechos de incidencia colectiva  y 

se refieren a una práctica que incide de manera grupal, colectiva y también se proyecta en 

forma homogénea sobre un conjunto de individuos.  

 

X. INTRODUCCIÓN Y RESERVA DE LOS CASOS FEDERAL Y 

CONVENCIONAL 

 

Para el caso de que V.S. llegara a rechazar dichos planteos federales, formulo la 

reserva de interponer oportunamente el recurso extraordinario federal, previsto en el art. 14 

de la ley 48, ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, considerando que “el recurso 

extraordinario del art. 14 de la ley 48 tiende a asegurar la primacía de la Constitución 

Nacional y normas y disposiciones federales mediante el contralor judicial de 

constitucionalidad de leyes, decretos, órdenes y demás actos de los gobernantes y sus 

agentes, ratificando –si cabe- que esta Corte Suprema es el custodio e intérprete final de 

aquel ordenamiento superior” (Fallos 1-340; -162; 154-5). 

Los argumentos reseñados indican claramente que las conductas cuestionadas 

configuran una violación a los derechos a la vida (Artículo 4.A de la Convención 

Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer 

“Convención de Belém do Pará”; Artículo 4 de la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos “Pacto de San José de Costa Rica”; Artículo 6.1 del Pacto Internacional de 

Derechos Civiles y Políticos); a la integridad personal (Artículo 4.B de la Convención 

Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer 

“Convención de Belém do Pará”; Artículo 4 de la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos “Pacto de San José de Costa Rica”; Artículo 3.C de la Ley 26.485); a una vida 

libre de violencia de las mujeres (Artículos 3 y 5 de la Convención Interamericana para 

Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer “Convención de Belém do 

Pará”; Artículo 3.A de la Ley 26.485); a la igualdad de oportunidades y de trato (Artículo 



75 inciso 23 de la Constitución Nacional; Artículo 1 de la Convención sobre la Eliminación 

de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer; Artículo 24 de la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos “Pacto de San José de Costa Rica”; Artículo 26 del 

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; Artículo 3 del Pacto Internacional de 

Derechos Económicos, Sociales y Culturales; Artículo 6 de la Convención Interamericana 

para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer “Convención de Belém do 

Pará”; Artículo 3.A de la Ley 26.485), a la autonomía personal (Artículo 19 de la 

Constitución Nacional; Artículo 15 de la Convención sobre la Eliminación de todas las 

Formas de Discriminación contra la Mujer; Artículo 3.D de la Ley 26.485);  y a la salud 

(Artículo 12 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; 

Artículo 3.B de la Ley 26.485. 

Asimismo, entrañan una violación al derecho a la igualdad receptado en el artículo 

16 de la Constitución Nacional, y al derecho a la igualdad y a la no discriminación 

consagrado en los arts.: 1.1. de la Convención Americana sobre Derechos Humanos,  arts. 1 

y 2  de la Declaración Universal de los Derechos Humanos; 2 y 26 del Pacto Internacional 

de Derechos Civiles y Políticos y el 2.2 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 

Sociales y Culturales, tratados internacionales de derechos humanos cuya jerarquía 

constitucional fuera consagrada por el artículo 75 inc. 22 de nuestra Ley Fundamental.  

Los fundamentos en que se basa este aserto ya han sido ampliamente 

desarrollados, a los cuales me remito. 

Asimismo, encontrándose en juego derechos reconocidos en los instrumentos 

internacionales precedentemente mencionados, hago expresa reserva de recurrir a la 

Comisión Interamericana de Derechos Humanos, y al Comité Para la Eliminación de la 

Discriminación Contra la Mujer (CEDAW). 

 

XI. PRUEBA 

 

Se acompaña los siguientes anexos: 

1) Estatutos 

2) Copia de la nota presentada por las organizaciones en el Congreso Nacional, 

denunciando la insuficiencia de las partidas previstas en el anteproyecto de 

presupuesto en relación con las políticas contra la violencia de género.  

3) Ley de presupuesto del año 2016. 

4) Decisión Administrativa 12/2017 y partes pertinentes del anexo 1.  



5) Informes que dan cuenta de la situación crítica de las mujeres y niñas 

víctimas de violencia. 

 

 

XII. AUTORIZACIONES 

 

Solicitamos se autorice a Julieta Izcurdia DNI 35.891.458, Eugenia Lamarchina 

DNI 33.505.920 y a Zoe Verón, DNI 33.212.125, a realizar los siguientes actos: 1) consultar 

el expediente o retirarlo en préstamo; 2) diligenciar oficios, mandamientos y cédulas; 3) 

retirar certificados, testimonios o copias de escritos, documentación o resoluciones; 4) 

extraer fotocopias, y 5) cumplir cualquier otro trámite necesario para impulsar las presentes 

actuaciones. 

 

XIII. PETITORIO 

 

Por las razones expuestas a V.S. solicitamos: 

 

1- Se declare la inconstitucionalidad de la reasignación realizada por el Jefe de 

Gabinete mediante la Decisión Administrativa 12/2017, de las partidas destinadas en la Ley 

de Presupuesto 2017 al Plan Nacional de Acción para la Prevención, Asistencia y 

Erradicación de la Violencia contra las Mujeres, y al Consejo Nacional de las Mujeres, por 

ser violatoria de los derechos de las mujeres reconocidos en la Constitución Nacional y los 

tratados internacionales de derechos humanos (Convención sobre la Eliminación de todas 

las Formas de Discriminación contra la Mujer, el Pacto de Derechos Civiles y Políticos, el 

Pacto de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, la Convención de Derechos del Niño, 

así como la Convención Americana para la Erradicación de la Violencia contra la Mujer 

conocida como Convención de Belém do Pará). 

 

2- En forma subsidiaria, para el caso en que V.S. interprete que el art. 5 de la Ley 

27.341 que aprueba el Presupuesto para el año 2017 o cualquier otra disposición legal, 

habilitan la reasignación de partidas efectuada por la Decisión Administrativa 12/2017 sobre 

recursos destinados a garantizar derechos humanos básicos de las mujeres, solicitamos se 

declare, en el caso concreto, la inconstitucionalidad de dichas previsiones legales en relación 

con la reasignación que cuestionamos.  



 

3- Se ordene al Poder Ejecutivo Nacional que reafecte los 47 millones de pesos 

correspondientes al Plan Nacional de Acción para la Prevención, Asistencia y Erradicación 

de la Violencia contra las Mujeres, y que restituya los 20 millones de pesos desafectados al 

CNM, partidas ilegalmente detraídas mediante la Decisión Administrativa 12/2017. Para 

ello, solicitamos disponga la creación de una partida de afectación específica. 

 

4- Se ordene al Poder Ejecutivo Nacional la prohibición de volver a desafectar las 

partidas reafectadas, y se disponga que en el caso hipotético de que los recursos sean sub-

ejecutados, ellos mantengan su afectación específica en ejercicios sub-siguientes, no 

pudiendo ser reasignados a otra finalidad en el nuevo ciclo presupuestario. 

 

5.- Se disponga la creación de un mecanismo de monitoreo y fiscalización de la 

ejecución de los fondos reafectados, a fin de garantizar que durante el año 2017 ellos sean 

destinados íntegra y efectivamente a la implementación de políticas destinadas a prevenir y 

erradicar la violencia de género en el marco del Plan Nacional de Acción para la Prevención, 

Asistencia y Erradicación de la Violencia contra las Mujeres, a cargo del Consejo Nacional 

de las Mujeres. 

 

6.- Por último, atento el peligro cierto de que durante el transcurso del proceso los 

recursos sean destinados a otros fines, y la fuerte verosimilitud de los derechos que 

invocamos, solicitamos también como medida cautelar, que se ordene a la demandada la 

identificación de una partida de 67 millones de pesos, y solicitamos se declare su 

indisponibilidad, con la finalidad de proteger los recursos con los cuales deberá 

eventualmente darse cumplimiento a la sentencia.   

 

Proveer de conformidad, 

ES JUSTICIA.- 

 

 


